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COMISIONES LEGISLATIVAS

Comunicación de la Junta de Coordinación Política con la que informa de
cambios en la integración de la comisión especial encargada de coadyuvar y
dar seguimiento a los proyectos de desarrollo regional relacionados con la
región sur-sureste de México. De enterado.

LEY MONETARIA

Oficio de la Secretaría de Gobernación por el que remite iniciativa del
Ejecutivo, con proyecto de decreto por el que se fijan las características de
una moneda de plata de las previstas en el artículo 2o.-bis de la Ley Monetaria
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público.
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SEGURIDAD NACIONAL

El diputado Omar Fayad Meneses presenta iniciativa que reforma los artículos
73 fracción XXVIII y 89 fracción VI de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para otorgarle al Congreso Federal la facultad de legislar
en materia de seguridad nacional y al titular del Ejecutivo Federal facultades
en la misma materia. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado Francisco Salvador López Brito presenta iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona un artículo 100-bis y reforma el artículo 465 de dicha
ley, referente a la prohibición de la clonación de seres humanos. Se turna a
la Comisión de Salud.

CODIGO FISCAL

El diputado José Antonio Magallanes Rodríguez presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversos artículos del Código Fiscal de la
Federación, respecto a reducir la evasión fiscal a través de la simplificación
administrativa, cumpliendo con el principio de simplicidad y claridad. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios presenta iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de dicha ley, respecto a los Fondos de
Aportaciones Federales. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

ARTICULO 37 CONSTITUCIONAL

El diputado Jaime Vázquez Castillo presenta iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el apartado C, de dicho artículo de la Carta Magna, referente a
las solicitudes de ciudadanos para prestar servicios oficiales a gobiernos
extranjeros, aceptar o usar condecoraciones extranjeras y admitir títulos o
funciones. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.

ASISTENCIA (II)

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

La diputada Heidi Gertud Storsberg Montes presenta iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona un párrafo segundo al artículo 41 y una fracción VI al
artículo 53 de dicha ley, referente a que miembros del servicio exterior
mexicano, se abstengan de realizar cualquier tipo de proselitismo electoral o
actividad partidista, así como efectuar declaraciones que comprometan la
estabilidad política del país. Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores.
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PARTICIPACION CIUDADANA

El diputado José Manuel del Río Virgen presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 35, 36, 71 y 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, respecto al plebiscito, referendum y la iniciativa
popular. Se turna a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y de
Participación Ciudadana.

CODIGO PENAL FEDERAL

La diputada Norma Patricia Riojas Santana presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 259-bis de dicho ordenamiento, respecto
al delito de hostigamiento sexual. Se turna a la Comisión de Justicia y
Derechos Humanos.

PETROLEOS MEXICANOS

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, con proyecto de decreto por el que se reforma el segundo párrafo
del artículo 7o. de la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos y Organismos
Subsidiarios, referente al consejo de administración de dicho organismo.

REPUBLICA DE CUBA

La Presidenta anuncia la presencia en este recinto de una delegación de la
República de Cuba, encabezada por el excelentísimo señor Felipe Pérez
Roque, ministro de Relaciones Exteriores; le dirige un mensaje de solidaridad
por las pérdidas humanas y económicas provocadas por el huracán “Michelle”,
y le solicita transmitir un saludo fraternal de esta representación al pueblo
cubano.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Primera lectura a dictamen de las comisiones unidas de Hacienda y Crédito
Público y de Ciencia y Tecnología, con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 163 de dicha ley, respecto a expedir estímulos fiscales destinados al
fomento de la investigación y la tecnología nacional.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (II)

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 80-A de dicha ley. Se le
dispensa la segunda lectura.

Fundamenta el dictamen a nombre de la comisión dictaminadora, la diputada
Rosalinda López Hernández.

Fijan la posición de sus respectivos grupos parlamentarios, los diputados:

José Antonio Magallanes Rodríguez
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Julián Hernández Santillán

Enrique  Alonso Aguilar Borrego

Suficientemente discutido, es aprobado. Pasa a la Cámara de Senadores para
los efectos constitucionales.

REPUBLICA DE CUBA (II)

El diputado José Narro Céspedes presenta proposición con punto de acuerdo
por el que la Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo Federal, haga
un llamado a la solidaridad y apoyo humanitario con el pueblo cubano, con
motivo de los desastres provocados por el huracán “Michelle”. Se considera
de urgente y obvia resolución.

Expresan sus comentarios, los diputados:

Jaime Cleofas Martínez Veloz

Ricardo Tarcisio Navarrete Montes de Oca

Pedro Miguel Rosaldo Salazar

Erika Elizabeth Spezia Maldonado

Suficientemente discutido el punto de acuerdo. Es aprobado.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El diputado David Penchyna Grub presenta proposición con punto de acuerdo,
respecto a los informes que sobre la situación económica, las finanzas públicas
y la deuda pública, correspondientes al tercer trimestre de 2001, remitió dicha
Secretaría, así como respecto al recorte presupuestal anunciado por el Poder
Ejecutivo el 5 de noviembre de 2001. Se turna a las comisiones de Hacienda
y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública.

DISTRITO FEDERAL

El diputado Daniel Ramírez del Valle presenta proposición con punto de
acuerdo sobre integrar en el programa de rescate del Centro Histórico de la
Ciudad de México, el perímetro B, que corresponde a la zona de la Merced.
Se turna a las comisiones del Distrito Federal y de Cultura.

SISTEMA FINANCIERO INTERNACIONAL

El diputado Lorenso Rafael Hernández Estrada presenta proposición con punto
de acuerdo en relación con el denominado impuesto Tobin, medida para
reformar el sistema financiero y monetario internacional. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores.

Se refieren al mismo tema los diputados:
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Juan Carlos Regis Adame

José Antonio Calderón Cardoso

MEDIO AMBIENTE

El diputado Juan Ignacio García Zalvidea presenta proposición con punto de
acuerdo en relación con la función 14 del presupuesto, para que se especifique
la distribución del gasto en materia ambiental.

Se considera de urgente resolución. Es aprobado, comuníquese.

CAMARA DE DIPUTADOS

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que remite el
anteproyecto de presupuesto anual de la Cámara de Diputados para el
Ejercicio Fiscal de 2002. Se aprueba en votación económica.

PRODUCTORES AGRICOLAS

El diputado Jesús Burgos Pinto presenta proposición con punto de acuerdo
sobre el que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público realice las
transferencias presupuestales necesarias para que la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, pueda dar cumplimiento
a los compromisos establecidos con los productores agrícolas, pagándoles
los apoyos a la comercialización de productos agrícolas correspondientes a
los ciclos otoño-invierno 2000-2001 y primavera-verano de 2001. Se turna a la
Comisión de Agricultura y Ganadería.

Se refieren al mismo asunto, los diputados:

Víctor Antonio García Dávila

Petra Santos Ortiz

J. Jesús Dueñas Llerenas

Rectifican hechos, los diputados:

Petra Santos Ortiz

Jesús Burgos Pinto

César Horacio Duarte Jáquez

ESTADO DE CHIHUAHUA

La diputada Silvia América López Escoffie presenta a nombre de diputadas y
diputados de los grupos parlamentarios, proposición con punto de acuerdo
respecto a crear comisión especial para que conozca y de seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidos a mujeres en Ciudad Juárez,
Chihuahua, ocurridos desde 1993 a la fecha. Se considera de urgente
resolución.
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Intervienen sobre el tema, las diputadas:

Hortensia Aragón Castillo

Hortensia Enríquez Ortega

Para rectificar hechos o contestar alusiones personales, se concede la palabra
a los diputados:

Bertha Alicia Simental García

David Rodríguez Torres

Jorge Esteban Sandoval Ochoa

David Rodríguez Torres

Flor Añorve Ocampo

Celita Trinidad Alamilla Padrón

ORDEN DEL DIA

De la próxima sesión.

CLAUSURA  Y CITATORIO

RESUMEN DE TRABAJOS

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA PRESENTE SESION
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Iniciativas de diputados

De reformas a los artículos 73 y 89 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado Omar Fayad Meneses, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Que adiciona un artículo 100-bis y reforma el ar-
tículo 465 de la Ley General de Salud, a cargo del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a comisión.)

De reformas al Código Fiscal de la Federación, a
cargo del diputado José Antonio Magallanes Ro-
dríguez, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

De reformas a la Ley de Coordinación Fiscal, a
cargo del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Que deroga el párrafo quinto del artículo 93, del
Código Penal Federal, a cargo del diputado José
de Jesús López Sandoval, del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

De reformas a diversos artículos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria electoral, a cargo del diputado Rufino Ro-
dríguez Cabrera, del grupo parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a
comisión.)

Que adiciona el apartado C del artículo 37, de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a cargo del diputado Jaime Vázquez
Castillo, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Que adiciona un párrafo segundo al artículo 41 y
una fracción VI al artículo 53 de la Ley del Servicio
Exterior Mexicano, a cargo del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a com isión.)

De reformas a los artículos 35, 36, 71 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a cargo del diputado José Manuel del
Río Virgen, de Convergencia por la Democracia
Partido Político Nacional. (Turno a com isión.)

De reformas al artículo 259-bis, del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Norma Patricia Rio-
jas Santana, del Partido de la Sociedad Nacio-
nalista. (Turno a com isión.)

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

ASISTENCIA

La Presidenta:

Ruego a la Secretaría haga del conocimiento de
esta Presidencia el resultado del cómputo de
asistencia de los diputados.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Se informa a la Presidencia que existen regis-
trados previamente 267 diputados, por lo tanto hay
quorum.

La Presidenta  (a las 10:42 horas):

Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

 Se va a dar lectura al orden del día.

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.—
Segundo Año.— LVIII Legislatura.

Orden del día

Jueves 8 de noviembre de 2001

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

De la Junta de Coordinación Política.

Iniciativa del Ejecutivo

De decreto por el que se fijan las características
de una moneda de plata de las previstas en el ar-
tículo 2o.-bis de la Ley Monetaria de los Estados
Unidos Mexicanos. (Turno a comisión.)
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Dictámenes de primera lectura

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica con proyecto de decreto por el que se reforma
el segundo párrafo del artículo 7o. de la Ley
Orgánica de Petróleos Mexicanos y Organismos
Subsidiarios. (Dispensa de segunda lectura,
discusión y votación.)

De las comisiones unidas de Hacienda y Crédito
Público y de Ciencia y Tecnología, con proyecto
de decreto por el que se adiciona el artículo 163 a
la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con
proyecto de decreto que reforma el artículo 80-A,
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. (Dispensa
de segunda lectura, discusión y votación.)

Dictamen a discusión

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica, con proyecto de decreto que concede per-
miso a los ciudadanos Carolina Marín Hernández,
Zaida Leovana Castro Alcalde, Luis Roberto
Morales Gómez, Mónica Gabriela Morales Juárez,
Marco Antonio García Cárdenas, María del Carmen
Uruñuela Martínez, Héctor Omar Canales González,
María Delgado Rendón, Salvador Alejandro Jiménez
Castillo, Alejandra Abigahy Domínguez Saldaña,
Misi Dalila Espinoza Jurado, José Carlos Lira
Caballero, Iván Villaseñor Martínez, Ana Cristina
Covarrubias Carrillo, José Luis Chávez Hernández,
Ceciliano González Plácido, Elisa Ledesma
Martínez, Mónica Gabriela Marquina Gaxiola y
Martha Alicia Beltrán Alanís, para prestar servi-
cios en la Embajada y consulados generales de
Estados Unidos de América, en Matamoros, Ta-
maulipas; Tijuana, Baja California; Guadalajara, Ja-
lisco y Ciudad Juárez, Chihuahua, respectiva-
mente.

Proposiciones

Con punto de acuerdo respecto al informe que
sobre la situación económica, las finanzas públicas
y la deuda pública, correspondiente al tercer tri-
mestre del año 2001, presentó la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, así como respecto
del recorte presupuestal anunciado por el Poder
Ejecutivo Federal el 5 de noviembre de 2001, a
cargo del diputado David Penchyna Grub, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre el rescate del Centro
Histórico de la Ciudad de México, a cargo del grupo

parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación con el llamado
impuesto Tobin, a cargo del grupo parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la función 14
del presupuesto, a cargo del grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
comisión.)

Con punto de acuerdo por la paz, contra la guerra
y el terrorismo y por la soberanía nacional, a cargo
del grupo parlamentario del Partido del Trabajo.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo con el propósito de ordenar
y atender la problemática que se da en la zona
federal marítimo-terrestre de los litorales mexi-
canos, a cargo del diputado Jaime Larrazábal Bre-
tón, del grupo parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la situación de las
mujeres asesinadas en el Estado de Chihuahua,
a cargo de la diputada Silvia Alvarez Bruneliere,
del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la paz, a cargo
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la reforma
fiscal, a cargo del grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de
Diputados solicite al Ejecutivo Federal, haga un
llamado a la solidaridad y apoyo humanitario con
el pueblo cubano, con motivo de los desastres pro-
vocados por el huracán “Michelle”, a cargo del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo.
(Urgente resolución.)

Con punto de acuerdo en materia presupuestaria,
de la Junta de Coordinación Política.

Con punto de acuerdo en relación a los trabajos
de modernización de la carretera San Luis-Zaca-
tecas, a cargo del diputado Juan Manuel Carreras
López, del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a comisión.)
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Con punto de acuerdo en relación al incumplimiento
sobre el apoyo a la comercialización de granos a
productores agrícolas en Sinaloa y a otras enti-
dades federativas por parte de la Sagarpa, a cargo
del diputado Jesús Burgos Pinto, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a niños desa-
parecidos, a cargo del diputado Alfredo Hernández
Raigosa, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la situación política
en el Estado de Chiapas, a cargo del diputado
César Augusto Santiago Ramírez, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a las mujeres
asesinadas en Ciudad Juárez, Chihuahua, a cargo
de la diputada Hortensia Aragón Castillo, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al IMSS, a cargo
del diputado Félix Salgado Macedonio, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a comisión.)

Efemérides

Sobre la ciudadanización del Instituto Federal
Electoral (31 de octubre de 1996), a cargo de la
diputada Beatriz Lorenzo Juárez, del Partido
Alianza Social.

Sobre el primer aniversario luctuoso de don
Fernando Gutiérrez Barrios, a cargo del diputado
Simón Iván Villar Martínez, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Sobre el aniversario del natalicio de Felipe Carrillo
Puerto, a cargo del diputado Feliciano Moo y Can,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Sobre el aniversario del Héroe de Nacozari, a cargo
de la diputada María del Rosario Oroz Ibarra, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.»

La Presidenta:

Está a consideración el orden del día...

No habiendo ninguna observación, pasamos al
siguiente punto, que es el relativo al acta de la
sesión anterior.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

La Presidenta:

Pido a la Secretaría consulte a la Asamblea si se
le dispensa la lectura al acta, tomando en
consideración que ha sido publicada en la Gaceta
Parlamentaria y copia de la misma entregada a
los coordinadores de los grupos parlamentarios
para sus observaciones y se procede a su votación.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta
a la Asamblea si se le dispensa la lectura al acta
de la sesión anterior, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria
y copia de la misma entregada a los coordinadores
de los grupos parlamentarios para sus observa-
ciones y se procede a su votación.

Los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Se dispensa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, celebrada el miércoles siete
de noviembre de dos mil uno, correspondiente al
Primer Periodo de Sesiones Ordinarias del
Segundo Año de Ejercicio de la Quincuagésima
Octava Legislatura.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

En el Palacio Legislativo de la capital de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a las diez horas con treinta
y siete minutos del miércoles siete de noviembre
de dos mil uno, con la asistencia de doscientos
sesenta y siete diputados, la Presidenta declara
abierta la sesión.

La Secretaría da lectura al orden del día.

Desde su curul, el diputado Ramón León Morales
solicita una corrección, en el orden del día y en el
índice de la Gaceta Parlamentaria del día de hoy,
al nombre de la comisión que en el transcurso de
esta sesión presentará un dictamen de primera
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lectura. La Presidencia instruye a la Secretaría a
hacer la corrección solicitada.

La Asamblea aprueba en sus términos el acta de
la sesión anterior, en votación económica.

Comunicaciones de los congresos de los estados
de:

Jalisco, con acuerdo por el que solicita la apro-
bación de la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el párrafo quinto del artículo ochenta-A de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Nuevo León, con acuerdo por el que solicita la
abrogación de la Ley del Impuesto Sobre Tenencia
y Uso de Vehículos. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

Comunicación de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, con la que informa de actividades
propias de su legislatura. De enterado.

Comunicación de la Junta de Coordinación Política,
con la que informa de cambios en la integración
de la Comisión de Transportes. De enterado.

Comunicación de la Comisión de Desarrollo Social,
por la que solicita cambiar el turno a la iniciativa
de Ley de Capitalización del Procampo, a efecto
de que el dictamen respectivo sea elaborado úni-
camente por las comisiones unidas de Desarrollo
Rural y de Agricultura y Ganadería. Como se
solicita, se modifica el turno a la iniciativa de refe-
rencia, para efectos de que sea dictaminada úni-
camente por las comisiones unidas de Agricultura
y Ganadería y de Desarrollo Rural.

Comunicación de la Comisión de Seguridad Social,
por la que solicita prórroga para presentar el dic-
tamen de la iniciativa con proyecto de decreto que
modifica diversas disposiciones fiscales, para crear
el régimen fiscal del contribuyente social. Como
se solicita, se amplía el plazo para que emita el
dictamen correspondiente.

La Presidenta saluda la presencia en el recinto de
distinguidos deportistas mexicanos, de medallistas
olímpicos y de funcionarios de la Comisión Na-
cional del Deporte y de la Confederación Mexicana
del Deporte.

Presentan iniciativas con proyecto de decreto, los
diputados:

Norma Enriqueta Bacilio Sotelo, del Partido Re-
volucionario Institucional, a nombre de integrantes

de la Comisión de Juventud y Deporte, que reforma
y adiciona los artículos tercero, cuarto y veintiuno
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de cultura física y la práctica
del deporte. Se turna a las comisiones de Puntos
Constitucionales y de Juventud y Deporte.

Tomás Torres Mercado, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma el apartado B del ar-
tículo ciento dos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y diversos artículos
de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos.

Presidencia de la diputada
María Elena Alvarez Bernal

Se turna a las comisiones de Puntos Constitu-
cionales y de Justicia y Derechos Humanos.

A las once horas con treinta y un minutos, la
Secretaría informa del registro de cuatrocientos
cuatro diputados y ordena el cierre del sistema
electrónico de asistencia y votación.

La Asamblea dispensa, en votación económica,
la lectura al dictamen de la Comisión de Go-
bernación y Seguridad Pública, con proyecto de
decreto que concede permisos a ciudadanos
mexicanos para que puedan prestar servicios en
distintas representaciones diplomáticas de  Esta-
dos Unidos de América en México. Es de primera
lectura.

En votación económica, la Asamblea dispensa la
lectura al dictamen de la Comisión de Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, con proyecto
de Reglamento Interior de la Unidad de Evaluación
y Control de la Comisión de Vigilancia de la Cámara
de Diputados. Es de segunda lectura.

Fundamenta el dictamen, a nombre de la comisión,
el diputado Juan Manuel Martínez Nava, del Partido
Revolucionario Institucional.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

A discusión en lo general, fijan la posición de sus
respectivos grupos parlamentarios, los diputados:
Rosalinda López Hernández, del Partido de la
Revolución Democrática; Joel Vilches Mares, del
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Partido Acción Nacional, y José Luis Ugalde Mon-
tes, del Partido Revolucionario Institucional.

Sin que se reserven artículos, la Asamblea, en
votación económica, considera suficientemente
discutido el dictamen en lo general y en lo par-
ticular.

La Secretaría recoge la votación nominal res-
pectiva, misma que resulta aprobatoria en lo general
y en lo particular por trescientos setenta y ocho
votos en pro y ninguno en contra. Publíquese en el
Diario Oficial de la Federación.

La Secretaría da lectura al dictamen de la Comisión
de Justicia y Derechos Humanos, con punto de
acuerdo para exhortar a la Procuraduría General
de la República, a efecto de dar seguimiento pun-
tual a los diversos procesos penales que se en-
cuentran iniciados en contra del señor Carlos Cabal
Peniche.

Por la comisión, fundamenta el dictamen el
diputado Gustavo César Jesús Buenrostro Díaz,
del Partido Acción Nacional.

Presidencia de la diputada
María Elena Alvarez Bernal

Puesto a discusión el punto de acuerdo, hacen
uso de la palabra los diputados: David Augusto
Sotelo Rosas, del Partido de la Revolución De-
mocrática; José Alfredo Botello Montes, del Partido
Acción Nacional; Ranulfo Márquez Hernández, del
Partido Revolucionario Institucional y Humberto
Domingo Mayans Canabal, en el lugar corres-
pondiente al Partido del Trabajo.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

Se refiere al mismo asunto el diputado Auldarico
Hernández Gerónimo, del Partido de la Revolución
Democrática.

La Asamblea considera suficientemente discutido
el punto de acuerdo en votación económica y de
la misma forma lo aprueba. Comuníquese.

La Presidencia concede la palabra al diputado Jai-
me Cleofas Martínez Veloz, del Partido Revolu-
cionario Institucional, para presentar una pro-
posición con punto de acuerdo en relación con las

referencias del Presidente de la República a los
medios de comunicación.

Habla sobre el mismo tema el diputado Víctor
Antonio García Dávila, del Partido del Trabajo.

Se turna a la Junta de Coordinación Política.

Se concede la palabra al diputado Alfonso Vicente
Díaz, del Partido Acción Nacional, para presentar
una proposición con punto de acuerdo sobre el
proceso electoral en el Estado de Puebla.

La Presidencia concede el uso de la palabra, para
el mismo asunto, al diputado Jaime Alcántara Silva,
del Partido Revolucionario Institucional.

Para rectificar hechos, sube a la tribuna el diputado
Miguel Angel de Jesús Mantilla Martínez, del
Partido Acción Nacional.

Se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública.

Sube a la tribuna el diputado Pedro Miguel Rosaldo
Salazar, del Partido de la Revolución Democrática,
para presentar una proposición con punto de
acuerdo en relación con el bloqueo económico a
la República de Cuba.

Presidencia del diputado
Eloy Cantú Segovia

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Para hablar sobre el mismo asunto, suben a la
tribuna los diputados: Jaime Cervantes Rivera, del
Partido del Trabajo, y José Francisco Yunes Zo-
rrilla, del Partido Revolucionario Institucional.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

El diputado Víctor Antonio García Dávila, del Partido
del Trabajo, presenta proposición con punto de
acuerdo en relación con el proceso electoral en el
municipio de Mazatlán, Sinaloa y solicita trámite
de urgente y obvia resolución.

La Presidenta informa que la Junta de Coordinación
Política había registrado este punto de acuerdo
para un turno ordinario a comisión y no como de
urgente y obvia resolución. El diputado proponente
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acepta el trámite previsto y su proposición se turna
a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

Se refieren al derecho de asociación sindical en el
Estado de México, los diputados: Lucio Fernández
González, del Partido Acción Nacional, y Rodolfo
Gerardo González Guzmán, del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Para rectificar hechos o contestar alusiones per-
sonales, la Presidenta concede el uso de la palabra
a los diputados: Lucio Fernández González, del
Partido Acción Nacional, en dos ocasiones; Jaime
Vázquez Castillo, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, en tres ocasiones; Moisés Alcalde Vir-
gen, del Partido Acción Nacional, en dos ocasiones;
Rodolfo Gerardo González Guzmán, del Partido
Revolucionario Institucional; Víctor Hugo Sondón
Saavedra, del Partido Acción Nacional, en dos
ocasiones y Carlos Humberto Aceves del Olmo,
del Partido Revolucionario Institucional, en dos
ocasiones.

La Asamblea, en votación económica, considera
suficientemente discutido el tema.

Hablan sobre el aniversario de la Constitución de
Apatzingán, los diputados: Jaime Cervantes Rivera,
del Partido del Trabajo; Rogaciano Morales Reyes,
del Partido de la Revolución Democrática, y Manuel
Galán Jiménez, del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Transcurrido el tiempo acordado para la duración
de las sesiones, la Secretaría da lectura al orden
del día de la próxima sesión y la Presidenta clausura
la de hoy a las quince horas con cuarenta y cinco
minutos; citando para la que tendrá lugar el jueves
ocho de noviembre de dos mil uno, a las diez
horas.»

Está a discusión el acta... No habiendo quien haga
uso de la palabra, en votación económica se pre-
gunta si se aprueba.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobada, señora Presidenta.

La Presidenta:

Pasamos al capítulo de comunicaciones.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El secretario Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Diputado Felipe Calderón Hinojosa, presidente de
la Junta de Coordinación Política de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión.—
Presente.

Distinguido diputado: me refiero a la integración
de la “comisión especial para coadyuvar y dar
seguimiento a los proyectos de desarrollo regional
relacionados con la región sur-sureste de México”.

Al respecto, con fundamento en los artículos 44 y
46 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito
informarle la sustitución por parte del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, del diputado Miguel Bortolini Castillo, por
el diputado David Augusto Sotelo Rosas.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre
de 2001.— El coordinador del grupo parlamentario
del PRD,diputado Martí Batres Guadarrama.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legis-
latura.— Junta de Coordinación Política.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, presidenta de
la mesa directiva de la Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en el artículo 34 numeral 1 inciso
c de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, y a solicitud del dipu-
tado Martí Batres Guadarrama, coordinador del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, me permito solicitar a usted:

Que el diputado David Augusto Sotelo Rosas,
sustituya al diputado Miguel Bortolini Castillo,
como integrante en la comisión especial encargada
de coadyuvar y dar seguimiento a los proyectos
de desarrollo regional relacionados con la región
sur-sureste de México.
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plata, en términos de lo establecido por el artículo
2o.-bis de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, como parte del programa denominado
“Serie Libertad”, con las características fijadas en
los decretos publicados en el Diario Oficial de la
Federación de fechas 28 de diciembre de 1981; 5
de enero de 1990; 22 de mayo de 1996 y 20 de
mayo de 1999, conservando siempre como motivo
principal una victoria alada.

Al paso de los años y con la finalidad de estar en
posibilidad de competir en los diversos mercados
numismáticos en igualdad de circunstancias, se
ha optado por modificar algunas de las carac-
terísticas de las monedas mencionadas, logrando
con ello mejorar su calidad, utilizando la nueva
tecnología de diseño y acuñación de la Casa de
Moneda de México. Como consecuencia de lo
anterior, las monedas integrantes de la “Serie
Libertad” son comercializadas en el mercado
numismático internacional, generando beneficios
económicos para el Gobierno Federal.

Sin embargo, considerando la creciente compe-
tencia en el aludido mercado, se ha juzgado con-
veniente incluir una moneda más a la “Serie Li-
bertad”. En la acuñación de dicha moneda, se
mostraría en el reverso de ésta, el motivo tradicional
de la citada serie, consistente en una victoria alada
teniendo como fondo un paisaje en el que se
aprecian los volcanes Iztaccíhuatl y Popocatépetl,
mientras que en su anverso se presentaría al centro
el Escudo Nacional en relieve escultóríco, rodeado
de diferentes escudos utilizados a través de la
historia de nuestro país, así como del águila que
se encuentra en la parte central de la primera pá-
gina del Códice Mendocino.

Asimismo, dado que dicha moneda se acuñaría
con un contenido de plata superior a cualquiera
otra moneda integrante de la “Serie Libertad”
acuñada con anterioridad, ésta tendría dimensiones
mayores con respecto al de las monedas actuales,
lo que permitiría que al presentar el motivo de la
moneda en alto relieve pueda éste ser apreciado
de mejor manera, además de aprovechar la tec-
nología, arte, diseño y métodos de acuñación con
que actualmente cuenta la Casa de Moneda de
México, teniendo como consecuencia un impulso
favorable en la comercialización de las monedas
de plata integrantes de la mencionada serie.

Por lo antes expuesto, en ejercicio de la facultad
que me confiere el artículo 71 fracción I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, someto a la consideración del honorable

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo, México, D.F., a 7 de noviembre
de 2001.— Diputado Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa, presidente.»

La Presidenta:

De enterada.

LEY MONETARIA

El secretario Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Secretaría de Gobernación.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

Con fundamento en el artículo 71 fracción I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y por instrucciones del Presidente de
la República, con el presente envío a ustedes la
siguiente iniciativa de decreto por el que se fijan
las características de una moneda de plata de las
previstas en el artículo 2o.-bis de la Ley Monetaria
de los Estados Unidos Mexicanos.

Documento que el propio primer magistrado de la
nación propone por el digno conducto de esa
Cámara.

Reitero en esta oportunidad las seguridades de mi
consideración.

Atentamente.

México, D.F., 7 de noviembre de 2001.— El director
general de gobierno, licenciado M. Humberto
Aguilar Coronado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Presidencia de la República.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, presidenta de
la mesa directiva de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión.— Presente.

Desde principios de la década de los años ochenta,
nuestro país ha acuñado monedas de oro y de
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Congreso de la Unión, por el digno conducto de
usted, la siguiente

INICIATIVA

De decreto por el que se fijan las características
de una moneda de plata de las previstas en el
artículo 2o.-bis de la Ley Monetaria de los Estados
Unidos Mexicanos.

Artículo único. Se fijan las características de una
moneda de plata de las previstas en el artículo
2o.-bis de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

“Moneda con contenido de 1 kilogramo de plata
pura por pieza:

a) Diámetro: 11 cm (once centímetros).

b) Ley: 0.999 (novecientos noventa y nueve milési-
mos) mínimo de plata.

c) Contenido: 1 kilogramo de plata pura.

d) Peso: 1000 g (un mil gramos), equivalente a
32.15 (treinta y dos con quince) onzas troy.

e) Tolerancia en ley: plata 0.001 (un milésimo) en
más.

f) Tolerancia en peso: por unidad, 2.4 g (dos gra-
mos cuatro décimos) en más o en menos.

Cuños:

Anverso. Al centro el Escudo Nacional en relieve
escultórico circundado con la leyenda “Estados
Unidos Mexicanos”. Rodeando a éste y siguiendo
el contorno del marco, la reproducción de diferentes
escudos utilizados a través de la historia de nuestro
país, así como del águila que se encuentra en la
parte central de la primera página del Códice
Mendocino. El marco liso.

Reverso. Una victoria alada teniendo como fondo
un paisaje en el que se aprecian los volcanes
Iztaccíhuatl y Popocatépetl. Siguiendo el contorno
del marco superior, la leyenda “1 kg plata pura”
seguida del año de acuñación y de la ley de la
moneda. En el cuadrante superior derecho el
símbolo de la Casa de Moneda de México. El marco
liso.

Canto: Estriado”.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Reitero a usted las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Palacio Nacional, a 25 de octubre de 2001.— El
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
Vicente Fox Quesada.»

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

SEGURIDAD NACIONAL

La Presidenta:

Pasamos al capítulo de iniciativas de diputados.

Tiene la palabra el diputado Omar Fayad Meneses,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, para presentar una iniciativa de
reformas a los artículos 73 y 89 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Omar Fayad Meneses:

Muchas gracias, señora Presidenta; compañeros
diputadas y diputados:

El suscrito, diputado federal integrante del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional de esta LVIII Legislatura del Congreso, en
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política y con
fundamento en el artículo 55 fracción II del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la
consideración de este honorable pleno una
iniciativa de decreto de reformas a la fracción XXVIII
del artículo 73 y a la VI del artículo 89 de nuestra
Constitución Política, para otorgarle al Congreso
Federal la facultad de legislar en materia de
seguridad nacional y al titular del Ejecutivo para
otorgarle también en materia de seguridad nacional,
facultades de conformidad a la presente iniciativa.
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Garantizar la seguridad, la defensa y soberanía y
territorio de un estado y mantener la estabilidad
de las instituciones que conforman sus sistema
político, económico y social, son conceptos que
desde hace algún tiempo se han venido identifi-
cando con el significado de la seguridad nacional.

Desde principios de los años ochenta se han per-
cibido importantes esfuerzos por desarrollar y
esclarecer el concepto de seguridad nacional.
Durante un largo periodo la noción de seguridad
tuvo un uso secundario que derivó en un abandono
teórico, lo que provocó que posteriormente fuera
descartada por su imprecisión.

En América Latina, como en otras partes del
mundo, el fin de la guerra fría modificó y amplió de
manera importante la discusión en torno a la
seguridad nacional, que se ha venido alejando de
las concepciones tradicionales que la anclaban a
los aspectos estrictamente militares, para incor-
porarla a un horizonte más amplio dentro de la
vida de un estado.

Para desarrollar la presente iniciativa hicimos un
análisis dentro de lo que había ocurrido en nuestro
país a lo largo de todo el siglo pasado, en materia
de seguridad nacional y también un estudio com-
parativo de lo que se ha hecho en esta materia en
diversos países del mundo.

Para efectos de esta exposición solamente citaré
algunos; el documento irá íntegro al Diario de los
Debates.

En Argentina se concibe el término de seguridad
nacional como la situación en la que un estado se
encuentra resguardado contra agresiones militares,
presiones políticas o coerciones económicas sig-
nificativas, otorgándole libertad de acción para
proseguir su propio desarrollo y progreso.

En el caso de Chile, se define como la condición
alcanzada por un país como consecuencia del
desarrollo armónico de su poder nacional y de
haber adoptado previsiones y acciones tendientes
a atenuar o eliminar sus vulnerabilidades de modo
que se pueda asegurar el logro de los objetivos
nacionales pese a los riesgos y amenazas internas
o externas.

Para Costa Rica la seguridad nacional se ve des-
crita en el precepto de la Ley General de Policía,
que dice: “al Presidente de la República y al
ministro del ramo les corresponde tomar las me-
didas necesarias para garantizar el orden, la
defensa y la seguridad del país, así como las que

aseguran la tranquilidad y el libre disfrute de las
libertades públicas”.

También el empeño en conseguir una adecuada
concepción de seguridad nacional entre países
desarrollados no ha cedido. Para Estados Unidos
el concepto de seguridad nacional significaba la
defensa nacional y de las relaciones exteriores, la
cual estaba conformada por un sistema de segu-
ridad llamado Consejo de Seguridad Nacional
presidido por el director de la Agencia Central de
Inteligencia, oficina creada desde el año de 1947
y esta situación cambió sustancialmente después
de los ataques del pasado 11 de septiembre, los
que evidenciaron que esta superpotencia del mundo
no era inmune en su seguridad nacional.

Como reacción a estos lamentables sucesos,
Estados Unidos se vio forzado a realizar diversas
reformas en materia de seguridad nacional para
renovar urgentemente lo que llamaron las armas
anticuadas con las que trabajaban las fuerzas de
seguridad de ese país, ya que, según aseveran
sus leyes en la materia, no guardaron ninguna
relación con los avances de la tecnología, lo que
supuso un enorme obstáculo para hacer frente a
los hechos que ocurrieron en su territorio.

Las acciones que implementaron incluyeron la
creación en su gabinete de la Oficina de Seguridad
Interna que ahora coordinará las labores de
seguridad a nivel nacional, incluyendo los servicios
de inteligencia del FBI y de la CIA, junto con los
militares, los responsables de los servicios de
emergencia y los gobiernos estatales y locales, la
aprobación de una ley de visas para informantes,
también de la Ley Sobre Seguridad Aérea, de la
Ley Antiterrorista, que entre otras cosas permite
mayores facultades de acción al servicio de inmi-
gración y naturalización y elimina restricciones a
los procedimientos de acceso a la información,
escuchas telefónicas y órdenes de arresto, situa-
ciones que al no haberse previsto con anticipación
y por la celeridad con las que se aprobaron, fueron
calificadas por muchos congresistas estadou-
nidenses como atentatorias de las libertades civiles.

En el caso español, el concepto de seguridad
nacional se traduce en la protección al conjunto
de bienes y condiciones que integran la nación.
En su constitución señala: que corresponde a las
fuerzas armadas constituidas en el Ejército de
Tierra, la Armada y el Ejército de Aire, garantizar
la soberanía e independencia de España, defender
su integridad territorial y el ordenamiento cons-
titucional.
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Pasando al caso de nuestro país. En México el
tratamiento que se le ha dado al tema no ha sido
homogéneo, lo que ha dado como consecuencia
el arraigo en concepciones parciales o erróneas
sobre la naturaleza y alcances de la seguridad
nacional.

Desde la génesis de nuestra actual Constitución,
en el año de 1917, el espíritu del Constituyente no
contempló estas ideas que esbozan la concep-
tualización moderna de la seguridad nacional
debido a obvias razones que tenían qué ver con la
priorización de los temas que preocupaban con
mayor intensidad a los legisladores y que marca-
ban el momento histórico que vivía nuestra patria.

Desde 1929, año en el que encontramos el primer
antecedente de un mecanismo que permita
monitorear y analizar los problemas que pudieran
afectar la conducción del país y hasta el día de
hoy la definición y la práctica de la seguridad nacio-
nal se ha manejado como subsidiaria de la seguri-
dad del Estado.

La falta de una política real de seguridad nacional
a lo largo de los años ha provocado que se de-
satiendan verdaderas amenazas que permiten el
crecimiento de la delincuencia organizada, la
corrupción, el desarrollo regional desequilibrado,
la desigualdad social y la destrucción ambiental,
entre otros aspectos importantes que merecen
mayor atención.

De estos fenómenos que han crecido a la par de
los conflictos y rezagos políticos, económicos,
sociales y culturales, por su impacto en la so-
ciedad, el más notable ha sido la gran dosis de
violencia e inseguridad pública, que se ha generado
debido a un incremento inédito de la delincuencia
y de las manifestaciones violentas asociadas a la
misma.

Delitos como el narcotráfico, el secuestro, el robo
de vehículos, el tráfico de armas, entre otros, cons-
tituyen un grave atentado a la vida social y son
delitos que hoy no conocen fronteras y que han
cobrado tal incidencia en nuestro país y en muchos
otros, que actualmente están mereciendo un trata-
miento de seguridad nacional, en las estrategias
desarrolladas por las instituciones de seguridad
pública, lo que también ha propiciado que ambos
conceptos sean confundidos y muchas veces
equiparados.

Pero si a la seguridad nacional la entendemos,
como aquella que deberá preservar las condiciones
de paz, libertad y justicia, en que se sustenta el

orden jurídico constitucional, permitiendo el de-
sarrollo soberano de un país, se deduce que ambos
temas, el de la seguridad pública y el de la se-
guridad nacional, son distintos, pero están ínti-
mamente relacionados, ya que la seguridad pública
viene a ser un arista más de las que conforman el
ámbito de competencia de la seguridad nacional.

Los diversos acontecimientos que durante los
últimos años recientemente han ocurrido en el pla-
no nacional e internacional, hacen que en México
sea aún más patente la necesidad de conceptuar,
delimitar y regular todos aquellos aspectos rela-
cionados con la seguridad nacional.

Los movimientos sociales en Chiapas, Oaxaca y
Guerrero, el crecimiento del narcotráfico, los in-
cidentes sobre las intervenciones telefónicas, así
como los recientes acontecimientos, que pusieron
en evidencia la fragilidad de los sistemas de
seguridad nacional del país más poderoso del
mundo, hacen urgente que nuestro país cuente
con una sólida estructura jurídica en materia de
seguridad nacional, que le permita corregir y hacer
frente a situaciones que pongan en peligro las
condiciones de paz, libertad y justicia en que se
sustenta el orden jurídico constitucional, así como
su sano desarrollo democrático y soberano.

La ausencia de un concepto definido y de una
adecuada y suficiente legislación y de un marco
normativo en esta materia amplia, abre la posibi-
lidad de que se presente un alto grado de riesgo y
un alto grado de discrecionalidad, en la estrategia
de la defensa de la seguridad nacional y en la toma
de las decisiones derivadas de esta situación, las
que de no cuidarse, podrían incurrir en violaciones
flagrantes a las garantías individuales y a los dere-
chos humanos.

Es precisamente en este tema, en el de la se-
guridad nacional, en el que no debemos permitir y
nunca debe ocurrir, que vele por la seguridad del
régimen en turno y proteger a intereses particulares
vinculados solamente al poder, debemos evitar caer
en la confusión, entre el interés nacional y el
interés de grupos, que puede pervertir la función
de los organismos encargados de identificar los
riesgos que afectan a la seguridad de nuestra
nación.

En agosto de 1985 cuando el Ejecutivo Federal
crea la Dirección e Investigación y Seguridad Na-
cional Disen, la cual opera hasta 1989, fecha en
que se establece el Centro de Investigación y Se-
guridad Nacional Cisen, ambas oficinas depen-
dientes de la Secretaría de Gobernación y que por
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lo menos en su nombre ya albergan el concepto
de seguridad nacional.

Actualmente el organismo, con algunas facultades
normativas específicas, que desarrolla actividades
de inteligencia para la seguridad de nuestra nación,
es precisamente el Centro de Investigación y Se-
guridad Nacional.

Dicho organismo desconcentrado, según el artículo
33 del Reglamento Interior de la Secretaría de
Gobernación, tiene como atribución el establecer
y operar un sistema de investigación e información
para la seguridad del país, recabar y procesar la
información generada por el sistema señalado y
determinar su tendencia, valor significado e inter-
pretación específica y formular las conclusiones
que se deriven de las evaluaciones correspon-
dientes.

Realizar los estudios de carácter político, econó-
mico y social que se relacionen con sus atribu-
ciones y realizar encuestas de opinión pública
sobre asuntos de interés nacional.

Estas importantes atribuciones de las cuales
actualmente ningún país puede prescindir de ellas,
encuentran su marco jurídico y normativo sólo en
la fracción XXIX del artículo 27 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, que se refiere
a las funciones de la Secretaría de Gobernación y
en el ya referido artículo 33 y 34 del Reglamento
Interior de esta misma Secretaría.

También de alguna manera, inherente a sus
atribuciones, dependencias como la Secretaría de
la Defensa Nacional, la de Marina, la Secretaría
de Gobernación, la de Seguridad Pública y la Pro-
curaduría General de la República vienen realizando
funciones de investigación e inteligencia ligadas a
la seguridad nacional; pero de manera específica
no encontramos en ninguna parte de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
la referencia al término “seguridad nacional”, lo que
pone de manifiesto que en México nos estamos
quedando rezagados y al margen de la evolución
jurídica que han impulsado los acontecimientos
nacionales y mundiales; por lo menos en los
últimos 10 años.

Estos organismos que realizan funciones de se-
guridad nacional, actúan dentro de un vacío
constitucional que es imperativo llenar para acabar
y evitar distorsiones y deformaciones estructurales
y funcionales, que puedan derivar en la posible
arbitrariedad y absoluta discrecionalidad en su
operación.

En el artículo 89 constitucional que se refiere a las
facultades del Presidente de la República, la
fracción VI le otorga al Presidente la facultad de
disponer de la totalidad de la Fuerza Armada per-
manente o sea del Ejército Terrestre, la Marina de
Guerra y de la Fuerza Aérea, para la seguridad
interior y defensa exterior de la Federación.

Pero como se deriva de los conceptos vertidos en
esta exposición de motivos, la visión contempo-
ránea de la seguridad nacional se refiere a aspectos
más amplios que sólo el ámbito militar. Abarca la
protección de los elementos constitutivos del
Estado: Gobierno, territorio y población frente a
las agresiones externas o internas que lesionan o
ponen en peligro la soberanía y la estabilidad o el
desarrollo armónico de las instituciones sociales
y políticas.

La seguridad nacional ahora se integra de una
visión amplia y consistente, que se basa en la
democracia y en la estabilidad, en la convivencia
pacífica y en la concordancia social, incluyendo
también un modelo económico que ofrezca un
sistema productivo que promueva el desarrollo
sostenido.

No obstante que el Ejecutivo Federal deriva sus
facultades en esta materia a través de los artículos
de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y de los del Reglamento de la Secretaría
de Gobernación a los que se hizo referencia, consi-
deramos necesario incluir dentro de las facultades
y obligaciones del Presidente de la República, la
facultad de preservar la seguridad nacional, lo que
vendría a fortalecer y dar fundamento constitucional
a las funciones que en la materia realizan las
dependencias del Ejecutivo.

Como hemos explicado, los conceptos que abarca
la seguridad nacional como seguridad económica
y financiera, seguridad ecológica y ambiental,
seguridad alimentaria, terrorismo internacional, la
proliferación de armas de destrucción masiva, el
narcotráfico, el crimen organizado y la contra-
inteligencia, implican una enorme responsabilidad
en la que todos los mexicanos debemos ser co-
partícipes.

Como han demostrado claramente los aconteci-
mientos internacionales ni la integridad territorial
ni la paz social están garantizadas permanente-
mente, ya que en cualquier momento pueden verse
vulneradas por situaciones internas o externas, por
lo que trabajar ahora en el fortalecimiento del
fundamento y marco jurídicos de la seguridad
nacional, es avanzar en la reducción de los riesgos
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que implica el afrontar situaciones y actividades
que pueden afectar a los intereses de nuestra
nación.

En México debemos aspirar a desarrollar verda-
deros procedimientos de investigación y análisis
de inteligencia estratégica, táctica y operativa que
generen información privilegiada para la toma de
decisiones. Esto supone en principio que a través
de la regulación normativa de la seguridad nacional
logremos mejorar las capacidades del sistema y
en particular del control de las actividades de
búsqueda de información y de contra inteligencia,
de la coordinación en inteligencia estratégica, de
la calidad de los análisis de la racionalidad del
uso del presupuesto, de la optimización de la
formación y de la capacitación del personal de-
dicado a estas tareas. En esa labor el Poder Le-
gislativo, compañeros, no puede mantenerse al
margen.

Esta soberanía en la que se encuentra repre-
sentada la voluntad popular, no puede ni debe de
estar ajena a la problemática que en México
presenta el tema de la seguridad nacional en la
que de manera urgente se requiere que todos
participemos en la conformación de un sólido
marco normativo y de una legislación moderna y
especializada para enfrentar los dinámicos riesgos
a los que nos enfrenta la vida nacional e internacio-
nal contemporánea.

Debido a que la seguridad nacional tiene un ca-
rácter eminentemente estratégico para la conti-
nuidad y desarrollo de la nación, se hace indispen-
sable otorgar la facultad de legislar en materia de
seguridad nacional al Poder Legislativo, antepo-
niendo el principio de equilibrio entre poderes como
una de las condiciones para garantizar la con-
solidación democrática y el fortalecimiento del
Estado de Derecho en que vivimos los mexicanos.

Estamos convencidos que únicamente con el
balance entre poderes, se puede garantizar un
ejercicio de Gobierno responsable en materia de
seguridad nacional, capaz de satisfacer las nuevas
expectativas sociales que en esta materia esperan
todos los mexicanos.

En México las labores de inteligencia se han re-
gulado en decretos y reglamentos administrativos;
en otros países la tendencia es cambiar este tipo
de instrumentos por reformas y legislación que den
permanencia, legitimidad y legalidad a tan impor-
tante función.

Otorgar facultades en materia de seguridad na-
cional a nivel constitucional a los poderes Le-
gislativo y Ejecutivo, es la gran oportunidad que

tiene la LVIII Legislatura de esta Cámara, de dar el
primer paso necesario e indispensable para crear
la base donde se inicie la edificación jurídica sólida,
que dé certidumbre a México y a los mexicanos
en éste cada vez más delicado e importante tema
de la seguridad nacional.

Estas razones, compañeras y compañeros dipu-
tados, nos llevaron a la necesidad de poder esta-
blecer a rango constitucional el tema de la seguri-
dad nacional. Es por ello que pedimos el apoyo de
todas las fracciones parlamentarias y de todas las
señoras y señores diputados de esta Cámara, para
poder hacer dos modificaciones fundamentales en
los términos que han sido referidos: la primera y
fundamental es que el Ejecutivo Federal tenga
atribuciones para preservar la seguridad nacional
que hasta el día de hoy en el artículo 89 de la
Constitución y en otros ordenamientos no vemos.

Asimismo reformar el artículo 73 para que este
Congreso tenga facultades de legislar en la materia.
En ninguna de las fracciones del artículo 73 ni
siquiera en la última fracción que es la que abre
un amplio marco de acción para el Poder Legis-
lativo, vemos reflejada esta facultad. Por eso,
compañeras y compañeros diputados, les pido su
comprensión, su apoyo, para que esta iniciativa
sea analizada con el mayor cuidado y que permita
que nuestro país en breve cuente con una legisla-
ción en la materia, digna de los mexicanos y a nivel
de las mejores del mundo.

Muchísimas gracias.

Es cuanto, señora Presidenta.

«Iniciativa de decreto de reformas a la fracción
XXVIII del artículo 73 y a la fracción VI del artículo
89 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, presentada por el diputado
Omar Fayad Meneses, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Compañeras y compañeros diputados: el suscrito,
diputado federal, integrante del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LVIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
en ejercicio de la facultad que otorga la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estadios Unidos Mexicanos, y con fundamento en
el artículo 55 fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de
este pleno, la presente

Iniciativa de decreto de reformas a la fracción XXVIII
del artículo 73 y a la fracción VI del artículo 89 de
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la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para otorgarle al Congreso Federal la
facultad de legislar en materia de seguridad nacional
y al titular del Ejecutivo Federal facultades en mate-
ria de seguridad nacional, de conformidad con la
siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Garantizar la seguridad, la defensa y soberanía
del territorio de un Estado y mantener la estabilidad
de las instituciones que conforman su sitiería
política, económica y social, son conceptos que
desde hace algún tiempo se han venido identifi-
cando con el significado de la seguridad nacional.

Desde principios de los años ochenta, se han
percibido esfuerzos importantes por desarrollar y
esclarecer el concepto de seguridad nacional.

Durante un largo periodo, la noción de seguridad
tuvo un uso secundario, que derivó en un abandono
teórico, lo que provocó que posteriormente fuera
descartada por su imprecisión.

En América Latina, como en otras partes del
mundo, el fin de la guerra fría modificó y amplió de
manera importante la discusión en torno a la
seguridad nacional, que se ha venido alejando de
las concepciones tradicionales que la anclaban a
los aspectos militares, para incorporarla a un
horizonte más amplio dentro de la vida de un
estado.

Así, actualmente en Argentina se concibe al tér-
mino de seguridad nacional como la situación en
la que un Estado se encuentra resguardado contra
agresiones militares, presiones políticas o coer-
ciones económicas significativas, otorgándole
libertad de acción para proseguir su propio desa-
rrollo y progreso.

En Chile se define como la condición alcanzada
por un país como consecuencia del desarrollo
armónico de su poder nacional y de haber adop-
tado previsiones y acciones tendientes a atenuar
o eliminar sus vulnerabilidades, de modo que se
pueda asegurar el logro de los objetivos nacionales,
pese a los riesgos y amenazas internas y externas.

Para Costa Rica, la seguridad nacional se ve
descrita en el precepto de la Ley General de Policía
que dice “al Presidente de la República y al ministro
del ramo, les corresponde tomar las medidas
necesarias para garantizar el orden, la defensa y
la seguridad del país, así como las que aseguren

la tranquilidad y el libre disfrute de las libertades
públicas”.

También el empeño en conseguir una adecuada
concepción de seguridad nacional entre los países
desarrollados, no ha cedido. Así, para Estados
Unidos el concepto de seguridad nacional significa
la defensa nacional y de las relaciones exteriores,
la cual estaba conformada por un sistema de
seguridad llamado Consejo de Seguridad Nacional
presidido por el director de la Agencia Central de
Inteligencia (CIA), oficina creada desde el año de
1947. Esta situación ha cambiado sustancial-
mente después de los ataques del pasado 11 de
septiembre, los que evidenciaron que esta super-
potencia del mundo no era inmune a la vulneración
de su seguridad nacional.

Como reacción a estos lamentables sucesos
Estados Unidos se vio forzado a realizar diversas
reformas en materia de seguridad nacional, para
renovar urgentemente lo que llamaron las “armas
anticuadas” con las que trabajaban las fuerzas de
seguridad de ese país, ya que, según aseveraron,
sus leyes en la materia no guardaron ninguna
relación con los avances de la tecnología, lo que
supuso un enorme obstáculo para hacer frente a
los hechos que ocurrieron en su territorio.

Las acciones que implementaron incluyeron la
creación, en su gabinete, de la oficina de seguridad
interna, que ahora coordinará las labores de
seguridad a nivel nacional, incluyendo los servicios
de inteligencia del FBI y de la CIA, junto con los
militares, los responsables de los servicios de
emergencia y los gobiernos estatales y locales; la
aprobación de una Ley de Visas para Informantes;
de la Ley Sobre Seguridad Aérea y de la Ley An-
titerrorista, que entre otras cosas, permite mayores
facultades de acción al servicio de inmigración y
naturalización y elimina restricciones a los proce-
dimientos de acceso a la información, escuchas
telefónicas y órdenes de arresto, situaciones que
al no haberse previsto con anticipación y por la
celeridad con las que se aprobaron, fueron califi-
cadas por algunos congresistas estadounidenses
como atentatorias de las libertades civiles.

Para España, el concepto de seguridad nacional
se traduce en la protección al conjunto de bienes
y condiciones que integran a la nación, en su Cons-
titución señala que “corresponde a las Fuerzas
Armadas, constituidas en Ejército de Tierra, la
Armada y el Ejército de Aire, garantizar la soberanía
e independencia de España, defender su integridad
territorial y el ordenamiento constitucional“.
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En Australia, la seguridad nacional se define como
la protección del Estado y de las personas, así
como de otras entidades y territorios en contra
de:

I. Espionaje;

II. Sabotaje;

III. Violencia políticamente motivada;

IV. Provocación de violencia comunitaria y

V. Actos de interferencia extranjera.

En México, el tratamiento que se le ha dado al
tema no ha sido homogéneo, lo que ha dado como
consecuencia el arraigo en concepciones parciales
o erróneas sobre la naturaleza y alcances de la
seguridad nacional.

Desde la génesis de nuestra actual Constitución,
en el año de 1917, el espíritu del Constituyente no
contempló estas ideas que esbozan la concep-
tualización moderna de la seguridad nacional,
debido a obvias razones que tenían qué ver con la
priorización de temas que preocupaban con mayor
intensidad a los legisladores y que enmarcaban el
momento histórico que vivía nuestra patria.

Desde 1929, año en el que encontramos el primer
antecedente de un mecanismo que permitía
monitorear y analizar los problemas que pudieran
afectar la conducción del país y hasta el día de
hoy, la definición y la práctica de la seguridad
nacional se han manejado como subsidiarias de
la seguridad del Estado.

La falta de una política real de seguridad nacional,
a lo largo de los años, ha provocado que se de-
satiendan verdaderas amenazas que han permitido
el crecimiento de la delincuencia organizada, la
corrupción, el desarrollo regional desequilibrado,
la desigualdad social y la destrucción ambiental,
entre otros aspectos importantes que merecen
mayor seguimiento y atención.

De estos fenómenos, que han crecido a la par de
conflictos y rezagos políticos, económicos, so-
ciales y culturales, por su impacto en la sociedad,
el más notable ha sido la gran dosis de violencia e
inseguridad pública que se ha generado debido a
un incremento inédito de la delincuencia y de las
manifestaciones violentas asociadas a la misma.

Delitos como el narcotráfico, secuestro, robo de
vehículos, tráfico de armas, entre otros, constituyen

un grave atentado a la vida social y son delitos
que hoy no conocen fronteras y que han cobrado
tal incidencia en nuestro país y en muchos otros,
que actualmente están mereciendo un tratamiento
de seguridad nacional en las estrategias desa-
rrolladas por las instituciones de seguridad pública,
lo que también ha propiciado que ambos conceptos
sean confundidos y muchas veces equiparados.

Pero si a la seguridad nacional la entendemos
como aquella que deberá preservar las condiciones
de paz, libertad y justicia en que se sustenta el
orden jurídico constitucional, permitiendo el de-
sarrollo soberano de un país, se deduce que ambos
temas, el de la seguridad pública y el de la segu-
ridad nacional, son distintos, pero están íntima-
mente relacionados, ya que la seguridad pública
viene a ser una arista más de las que conforman
el ámbito de competencia de la seguridad nacional.

Los diversos acontecimientos que durante los
últimos años y recientemente, han ocurrido en el
plano nacional e internacional, hacen que en
México sea aún más patente la necesidad de
conceptuar, delimitar y regular todos aquellos
aspectos relacionados con la seguridad nacional.

Los movimientos sociales en Chiapas, Oaxaca y
Guerrero, el crecimiento del narcotráfico, los
incidentes sobre las intervenciones telefónicas, así
como los recientes acontecimientos que pusieron
en evidencia la fragilidad de los sistemas de
seguridad nacional del país más poderoso del
mundo, hacen urgente que nuestro país cuente
con una sólida estructura jurídica en materia de
seguridad nacional, que le permita corregir y hacer
frente a situaciones que pongan en peligro las
condiciones de paz, libertad y justicia en que se
sustenta el orden jurídico constitucional, así como
su sano desarrollo democrático y soberano.

En México la ausencia de un concepto definido y
de un adecuado y suficiente marco normativo en
la materia, abre la posibilidad de que se presente
un alto grado de discrecionalidad en la estrategia
de la defensa de la seguridad nacional y en la toma
de las decisiones derivada de esta situación, las
que de no cuidarse, podrían incurrir en violaciones
flagrantes a las garantías individuales y a los
derechos humanos.

Es precisamente en este tema, el de la seguridad
nacional, en el que no debemos permitir y nunca
debe ocurrir, que ésta vele por la seguridad del
régimen en turno y proteja intereses particulares
vinculados al poder. Debemos evitar caer en la
confusión entre el interés nacional y el interés de
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grupos, que puede pervertir la función de los
organismos encargados de identificar los riesgos
que afectan la seguridad de nuestra nación.

Es en agosto de 1985 cuando el Ejecutivo Federal
crea la Dirección General de Investigación y Se-
guridad Nacional (Disen), la cual opera hasta 1989,
fecha en que se establece el Centro de Investi-
gación y Seguridad Nacional (Cisen), ambas
oficinas dependientes de la Secretaría de Gober-
nación y que, por lo menos, en su nombre, ya
albergaban el concepto de seguridad nacional.

Actualmente el organismo con algunas facultades
normativas específicas, que desarrolla actividades
de inteligencia para la seguridad de nuestra nación,
es precisamente el Centro de Investigación y
Seguridad Nacional (Cisen).

Dicho organismo desconcentrado, según el artículo
33 del Reglamento Interior de la Secretaría de
Gobernación, tiene como atribución el establecer
y operar un sistema de investigación e información
para la seguridad del país; recabar y procesar la
información generada por el sistema señalado,
determinar su tendencia, valor, significado e inter-
pretación específica y formular las conclusiones
que se deriven de las evaluaciones correspon-
dientes; realizar los estudios de carácter político,
económico y social que se relacionen con sus
atribuciones y realizar encuestas de opinión pública
sobre asuntos de interés nacional.

Estas importantes atribuciones, de las cuales
actualmente ningún país puede prescindir de ellas,
encuentran su marco jurídico y normativo sólo en
la fracción XXIX del artículo 27 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, que se refiere
a las funciones de la Secretaría de Gobernación y
en el ya referido artículo 33 y el 34 del Reglamento
Interior de esta misma Secretaría.

También de alguna manera, inherente a sus atri-
buciones, dependencias como la Secretaría de la
Defensa Nacional, la Secretaría de Marina, la Se-
cretaría de Gobernación, la Secretaría de Seguridad
Pública y la Procuraduría General de la República,
vienen realizando funciones de investigación e
inteligencia ligadas a la seguridad nacional.

Pero de manera específica, no encontramos en
ninguna parte de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos la referencia al término
seguridad nacional, lo que pone de manifiesto que
en México nos estamos quedando rezagados y al
margen de la evolución jurídica que han impulsado

los acontecimientos nacionales y mundiales, por
lo menos en los últimos 10 años.

Estos organismos, que realizan funciones de
seguridad nacional, actúan dentro de un vacío
constitucional, que es imperativo llenar, para acabar
y evitar distorsiones y deformaciones estructurales
y funcionales que puedan derivar en la posible
arbitrariedad y absoluta discrecionalidad en su
operación.

En el artículo 89 constitucional, que se refiere a
las facultades y obligaciones del Presidente de la
República, la fracción VI le otorga al Presidente la
facultad de “disponer de la totalidad de la fuerza
armada permanente, o sea del Ejército terrestre,
de la Marina de Guerra y de la Fuerza Aérea para
la seguridad interior y defensa exterior de la Fe-
deración”.

Pero como se deriva de los conceptos vertidos en
esta exposición de motivos, la visión contempo-
ránea de la seguridad nacional se refiere a aspectos
más amplios que sólo el ámbito militar. Abarca la
protección de los elementos constitutivos del Esta-
do: Gobierno, territorio y población, frente a las
agresiones externas o internas que lesionan o
ponen en peligro la soberanía y la estabilidad o el
desarrollo armónico de las instituciones sociales
y políticas. La seguridad nacional ahora se integra
de una visión amplia y consistente que se basa en
la democracia y en la estabilidad, en la convivencia
pacífica y en la concordancia social; incluyendo
también un modelo económico que ofrezca un
sistema productivo que promueva el desarrollo
sostenido.

No obstante que el Ejecutivo Federal deriva sus
facultades en esta materia a través de los artículos
de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y de los del Reglamento Interior de la
Secretaría de Gobernación, a los que se hizo refe-
rencia, consideramos necesario incluir, dentro de
las facultades y obligaciones del Presidente de la
República, la facultad de preservar la seguridad
nacional, lo que vendría a fortalecer y dar funda-
mento constitucional a las funciones que en la
materia realizan las dependencias del Ejecutivo.

Como hemos explicado, los conceptos que abarca
la seguridad nacional, como seguridad económica
y financiera, la seguridad ecológica y ambiental,
la seguridad alimentaria, el terrorismo internacional,
la proliferación de armas de destrucción masiva,
el narcotráfico, el crimen organizado y la contra-
inteligencia, implican una enorme responsabilidad
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en la que todos los mexicanos debemos ser co-
partícipes.

Como han demostrado claramente los aconte-
cimientos internacionales ni la integridad territorial
ni la paz social están garantizadas permanente-
mente, ya que en cualquier momento, pueden verse
vulneradas por situaciones internas o externas; por
lo que trabajar ahora en el fortalecimiento del funda-
mento y marco jurídico de la seguridad nacional,
es avanzar en la reducción de los riesgos que
implica el afrontar situaciones y actividades que
puedan afectar los intereses de nuestra nación.

En México, debemos aspirar a desarrollar verda-
deros procedimientos de investigación y análisis
de inteligencia estratégica, táctica y operativa que
genere información privilegiada para la toma de
decisiones.

Esto supone, en principio, que a través de la re-
gulación normativa de la seguridad nacional
logremos mejorar las capacidades del sistema y,
en particular, del control de las actividades de
búsqueda de información y de contra-inteligencia,
de la coordinación en inteligencia estratégica, de
la calidad de los análisis, de la racionalidad en: el
uso del presupuesto, de la optimización de la for-
mación y de la capacitación del personal dedicado
a esas tareas.

En esta labor, el Poder Legislativo Federal, no pue-
de mantenerse al margen.

Esta soberanía, en la que se encuentra represen-
tada la voluntad popular, no puede ni debe estar
ajena a la problemática que en México presenta el
tema de la seguridad nacional; en la que de manera
urgente, se requiere que todos participemos en la
conformación de un sólido marco normativo y de
una legislación moderna y especializada para
enfrentar los dinámicos riesgos a los que nos
enfrenta la vida nacional e internacional contem-
poráneas.

Debido a que la seguridad nacional tiene un ca-
rácter eminentemente estratégico para la conti-
nuidad y desarrollo de la nación, se hace indis-
pensable otorgar la facultad de legislar en materia
de seguridad nacional al Poder Legislativo, ante-
poniendo el principio del equilibrio entre poderes,
como una de las condiciones para garantizar la
consolidación democrática y el fortalecimiento del
Estado de Derecho en el que vivimos los mexi-
canos.

Estamos convencidos, que únicamente con el
balance entre poderes, se puede garantizar un
ejercicio del gobierno responsable en materia de
seguridad nacional, capaz de satisfacer las nuevas
expectativas sociales que en esta materia, esperan
los mexicanos.

En México, las labores de inteligencia se han re-
gulado en decretos y reglamentos administrativos.
En otros países, la tendencia es cambiar este tipo
de instrumentos por reformas y legislaciones que
dan permanencia, legitimidad y legalidad a tan
importante función.

Otorgar facultades en materia de seguridad na-
cional a nivel constitucional a los poderes Le-
gislativo y Ejecutivo, es la gran oportunidad que
tiene la LVIII Legislatura de esta Cámara, de dar el
primer paso necesario e indispensable para crear
la base donde se inicie la edificación jurídica sólida
que dé certidumbre a México y a los mexicanos
en éste, cada vez más delicado e importante, tema
de la seguridad nacional.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento
en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en la fracción II del artículo 55, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, someto
a la consideración de este pleno, el presente

PROYECTO DE DECRETO

De reformas a la fracción XXVIII del artículo 73 y a
la fracción VI del artículo 89 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
otorgarle al Congreso Federal la facultad de legislar
en materia de seguridad nacional y al Presidente
de la República facultades en materia de seguridad
nacional.

Artículo primero. Se reforma la fracción XXVIII
del artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

“Artículo 73. . .

XXVIII. Para legislar en materia de seguridad
nacional.”

Artículo segundo. Se reforma la fracción VI del
artículo 89 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:
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de decreto por la que se adiciona un artículo 100-bis
y se reforma el artículo 465 de la Ley General de
Salud, con la finalidad de prohibir la clonación
humana, al tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Es un hecho universalmente aceptado, que a través
de los conocimientos científicos y tecnológicos
surgidos de la medicina y la biología del desarrollo,
el hombre ha sido capaz de modificar genéti-
camente las características de los organismos vi-
vos, que el conocimiento generado y acumulado
le ha posibilitado lograr en experimentos genéticos,
la obtención de animales y plantas con mayor
producción, mayor resistencia al trabajo, resisten-
cia a las plagas y otras cualidades que han permi-
tido generar mayores alimentos y de mejor calidad.

Asimismo, que en los últimos lustros, gracias al
conocimiento generado por el descubrimiento de
la estructura molecular de los genes y los meca-
nismos de duplicación y transmisión de los carac-
teres hereditarios y con esto la capacidad de
modificar la expresión de las proteínas, se ha
logrado la posibilidad de modificar y manipular los
genes.

Que los avances de las ciencias biomédicas y la
biotecnología, posibilitan el mejorar la calidad de
la vida y de la salud de los seres humanos, pero
que también estos logros pueden ser utilizados
en contra de la vida humana, de la dignidad de la
persona y de los derechos humanos, lo que obliga
a todos, pero especialmente a los legisladores,
en la responsabilidad que el voto de los ciudadanos
les ha conferido, el generar las leyes y normas
jurídicas que por un lado propicien la investigación
clínica y la investigación científica, que apoyen el
desarrollo de las técnicas y las tecnologías bioló-
gicas para contribuir a elevar los niveles de calidad
de vida y salud, atendiendo a conductas éticas y
deontológicas de clínicos e investigadores y que
en este marco se establezcan métodos que per-
mitan valorar las posibles consecuencias que
deriven del conocimiento científico y sus aplica-
ciones.

Derivado de todo lo anterior, a continuación se sen-
tarán las bases jurídicas, científicas, tecnológicas
y éticas, para prohibir que se practique este
procedimiento en seres humanos:

La clonación humana es una forma de repro-
ducción asexual, este procedimiento se basa en
la transferencia de material nuclear de una célula

“Artículo 89. . .

VI. Preservar la seguridad nacional y disponer de
la totalidad de la Fuerza Armada permanente o
sea del Ejército terrestre, de la Marina de Guerra
y de la Fuerza Aaérea para la seguridad interior y
defensa exterior de la Federación”.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

México, D.F., a 8 de noviembre de 2001.— Dipu-
tado Omar Fayad Meneses.»

Presidencia del diputado
Eloy Cantú Segovia

El Presidente:

Muchas gracias al diputado Omar Fayad Meneses.

Túrnese la iniciativa a la Comisión de Puntos
Constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente:

La siguiente iniciativa a presentarse es la que
formula el diputado Francisco Salvador López Brito,
del grupo parlamentario de Acción Nacional y es
referente a la adición a un artículo 100-bis y reforma
el artículo 465 de la Ley General de Salud.

Para tal efecto se le concede la palabra al diputado
Francisco Salvador López Brito.

El diputado Francisco Salvador López Brito:

Con la venia de la Presidencia; compañeras y
compañeros diputados:

«Los suscritos, diputados del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, con fundamento en
lo dispuesto por la fracción II del artículo 71
constitucional y el artículo 55 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta Cámara, la siguiente iniciativa con proyecto
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somática, en un óvulo enucleado, la cual será
implantada. Es decir, en la clonación, no intervienen
la presencia de los dos gametos; el óvulo y el
espermatozoide.

De lo cual se puede entender, que sin la presencia
de dos gametos, que aportan igual número de
cromosomas y dan como resultado que el ser
formado, tenga una información genética proporcio-
nada casi en partes iguales por cada uno de los
progenitores, mientras que un animal clonado
resulta ser, casi una réplica de su antecesor.

Esta última precisión es imprescindible para
entender que en la clonación la información genética
proporcionada al nuevo ser, resulta en que como
ya ha sido señalado, éste sea, casi una réplica
del donador, ya que es quien aporta casi la totalidad
de la información, tan sólo hay que recordar que el
acido desoxirribonucleico (ADN) nuclear contiene
una información de 3 mil millones pares de bases
y el ADN mitocondrial del óvulo o célula receptora
tiene tan sólo 16 mil 596 pares de bases.

La evolución de la clonación en mamíferos, tiene
solamente un antecedente, la clonación de una
oveja, por un grupo de científicos en Escocia,
encabezados por Ian Wilmut, este experimento
demostró que el proceso de especialidad por
diferenciación que sufren todas las células, puede
a su vez desdiferenciarse y dar origen a una célula
totipotencial y que el ser producido a través de
este procedimiento es casi una réplica de su
antecesor, salvo la poca información contenida en
las mitocondrias de la célula receptora. El proce-
dimiento se realizó utilizando células somáticas
de un animal adulto, que han estado expuestas a
carcinógenos, radiaciones y otros elementos
agresivos, lo que explica el porqué en los experi-
mentos, se presentaron mutaciones, malforma-
ciones, embarazos anormales y en el único pro-
ducto logrado, predisposición a enfermedades que
no tuvo su antecesora.

Es preciso entender que aun y cuando teórica-
mente es posible la clonación en seres humanos
usando las mismas técnicas y tecnologías, que
anteriormente fueron utilizadas en otros mamíferos,
la eficiencia de este procedimiento es bajísima,
ya que para el único éxito de clonación registrado
en mamíferos, se requirieron 277 intentos, de los
cuales 248 terminaron en abortos, y de los 29 que
se convirtieron en embriones sólo uno nació apa-
rentemente sano, pero que sin llegar a la adultez,
padeció enfermedades que no tuvo su antecesora,

que todos los animales, hembras, que se requi-
rieron para igual número de intentos, en este
experimento, tuvieron que ser sometidas a intensos
cambios hormonales y alteración de la fisiología
normal, durante un largo periodo, desde antes del
intento de clonación y durante todo el tiempo de
éste, lo que sin duda provocó cambios de la fisio-
logía normal en toda la vida de estos animales.

Con todas las anteriores consideraciones, resulta
necesario establecer que:

De entre los argumentos científicos que hay que
destacar para prohibir la clonación, está el hecho
irrefutable de que la evolución y especialización
de las especies, se ha dado por diversos factores,
sobresaliendo de entre todos, el principio del azar
genético, éste constituye para los biólogos antro-
pólogos, el elemento esencial de la naturaleza de
los seres vivos y, en el caso específico de los seres
humanos, es con el que se logran, la hominización
(paso de la simple animalidad a la racionalidad) y
la humanización, con lo cual explican además los
biólogos, que la evolución obedece a un plan de la
naturaleza, en que la mezcla armónica de mate-
rial génico favorece la evolución de las especies.

No parece haber ninguna duda en que la investi-
gación científica y tecnológica, deba ser apoyada
por todos, Gobierno y sociedad y que los legis-
ladores deben asumir su parte en ésta, que es
una responsabilidad social, pero, el apoyar su
expansión y progreso, debe darse en un contexto
de respeto a los derechos humanos y a la dignidad
de la persona, por lo que la responsabilidad y ética
de los legisladores no les puede permitir que
renuncien al análisis de todos los factores, no tan
sólo científicos y tecnológicos, sino culturales, éti-
cos y morales de todos los mexicanos.

Por lo tanto, es preciso preservar y defender la
dignidad humana y los derechos humanos y el
consiguiente valor de la vida, sobre todo en sus
características de unicidad, éstas son las tareas
y actividades esenciales y el objetivo principal y
de la actividad legislativa y en este sentido es
obligación ética de permanente asentarlo en la
legislación de nuestro país.

Una vez confrontado el procedimiento con criterios
científicos, tecnológicos, éticos y legales, proce-
diendo a los principios del interés general y del
bien común, respondiendo a los anteriores pun-
tos y de conformidad con los preceptos constitu-
cionales, puede ser asumida con responsabilidad
y pleno conocimiento de que la permisión de la
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clonación humana vulnera las normas constitu-
cionales.

Respetar la dignidad humana es reconocer el
proyecto vital de cada individuo, es hacer referencia
al bienestar individual, es defender y preservar la
integridad genética de cada individuo, lo que cons-
tituye su individualidad biológica, es respetar los
derechos del hombre desde su gestación; los
anteriores enunciados no se oponen a diversas
concepciones filosófico-jurídicas, ya que en todas
las formas de interpretación de la realidad, se
asume la libertad del hombre y su preeminencia
sobre cualquier interés colectivo.

Así entonces, tenemos que las principales con-
sideraciones en contra de la clonación humana
son de carácter filosófico-jurídico, humanísticas,
éticas y culturales, a las que hay que añadir las
de carácter científico y tecnológico, así como las
objeciones que resultan de las normas constitu-
cionales y del análisis de la Ley General de Salud,
la cual establece la obligación del Estado a la
protección y acrecentamiento de los valores que
cuadyuven al disfrute de condiciones de salud.

Así entonces, en el análisis legislativo, las consi-
deraciones emanadas de diversas concepciones
e interpretaciones de la realidad, ya sean por,
razones que argumentan diferentes religiones y
culturas con criterios sociales o morales, no
pueden ser obviados ni desestimados, mucho
menos denostados.

Congruente con lo anterior, el 11 de noviembre de
1997 la UNESCO señala en la Declaración Univer-
sal del Genoma Humano, en su artículo 11, al cual
se ha adherido nuestro país: “no deben permitirse
las prácticas que sean contrarias a la dignidad
humana, como la clonación de seres humanos...”.

Por las consideraciones anteriormente expuestas,
y en ejercicio de nuestras facultades constitu-
cionales, los suscritos, diputados de Acción
Nacional a la LVIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, sometemos ante esta Asamblea la
siguiente

INICIATIVA

Con proyecto de decreto por la que se adiciona un
artículo 100-bis y se reforma el artículo 465 de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

“Artículo 100-bis.  Toda investigación, manipula-
ción o intervención que tenga como fin realizar

cualquier tipo y forma de clonación humana, se
considerará contraria a esta ley.

Se entenderá por clonación humana: la repro-
ducción asexual a través de la introducción de
material nuclear de una célula somática humana
dentro de un oocito fertilizado o sin fertilizar cuyo
núcleo haya sido removido o inactivado para
producir un organismo vivo en cualquier etapa de
su desarrollo.

Artículo 465. Al profesional, técnico o auxiliar de
las disciplinas para la salud y, en general, a toda
persona relacionada con la práctica médica que
realice actos de investigación, manipulación o
intervención clínica en seres humanos o células,
tejidos o fluidos humanos, sin sujetarse a lo pre-
visto en el Título Quinto de esta ley, se le impondrá
prisión de uno a ocho años, suspensión en el
ejercicio profesional de uno a tres años y multa
por el equivalente de 100 a 2 mil días de salario
mínimo general vigente en la zona económica de
que se trate.

Si la conducta se lleva a cabo con menores,
incapaces, ancianos, sujetos privados de libertad
o, en general, con personas que por cualquier
circunstancia no pudieran resistirse, la pena que
fija el párrafo anterior se aumentará hasta en un
tanto más.”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. Este decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo Federal, en un plazo no mayor
de 60 días, realizará las adecuaciones corres-
pondientes en las disposiciones reglamentarias.

Diputados: Juan Alcocer Flores, Silvia Alvarez
Bruneliere, Salvador Escobedo Zoletto, Hilario
Esquivel Martínez, María Eugenia Galván Antillón,
Manuel Wistano Orozco Garza, Rafael Orozco
Martínez, Francisco Salvador López Brito, Martha
Patricia Martínez Macías, Luis Miguel Santibáñez
García, Carlos A. Valenzuela Cabrales y Juvenal
Vidrio Rodríguez.»

El Presidente:

Gracias, diputado López Brito.

Túrnese la iniciativa a la Comisión de Salud.
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El sistema tributario mexicano ha incurrido en
ineficiencias en la recaudación. Sólo por citar el
ejemplo del IVA: las pérdidas que generan las
exenciones y excepciones significan que de cada
peso que se podría recaudar, sólo se ingresa al
erario público 52 centavos.

En el caso del impuesto sobre la renta, cada año
dejan de ingresar al erario público cerca de 180
mil millones de pesos.

Otro problema que debe enfrentarse de manera
permanente es el de la elusión fiscal, por medio
del cual algunos contribuyentes buscan encontrar
en los textos legales una interpretación concep-
tual distinta a la intención del legislador, todo ello
con el ánimo de obtener un beneficio económico.

Tanto la evasión como la elusión, junto con otros
problemas estructurales de nuestro sistema im-
positivo, obligan a una reforma fiscal integral, pero
una en la que no se dependa del consumo de las
mayorías para obtener más recursos. Una que no
dependa del IVA en alimentos y medicinas. Recor-
demos que la cifra que pretende recaudar el
Ejecutivo por concepto de IVA es casi equivalente
a la que se evade por el pago del mismo impuesto:
cerca de 120 mil millones de pesos.

Nuestra propuesta de reformas al Código Fiscal
de la Federación busca también propiciar que el
contribuyente no quede en un estado de indefensión
por un acontecimiento ajeno a él y con ello se
pretende dar cumplimiento al principio de seguridad
jurídica.

Otra parte de la propuesta tiene un carácter más
bien económico, pues busca eliminar la iniquidad
que existe en la devolución de contribuciones, pues
cuentan con una tasa de interés que hace más
atractivo para algunas empresas invertir en el fisco
que en activos productivos.

Estas propuestas son trascendentes, conside-
rando que son el principio para reformar nuestro
sistema tributario, acorde con las necesidades del
país y con el objetivo de obtener mayores ingresos
para el Estado. Asimismo, el sistema tributario
mexicano ha incurrido en ineficiencias en la
recaudación. Sólo por citar el ejemplo del IVA: las
pérdidas que generan las exenciones y excep-
ciones significan que de cada peso que se podría
recaudar, sólo se ingresa al erario público 52
centavos, propiciando en los contribuyentes in-
centivos para que sigan invirtiendo en nuestro país.

CODIGO FISCAL

El Presidente:

Tiene la palabra el diputado José Antonio Maga-
llanes Rodríguez, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, para
presentar una iniciativa de reformas al Código Fis-
cal de la Federación.

El diputado José Antonio Magallanes
Rodríguez:

«El que suscribe, diputado José Antonio Maga-
llanes Rodríguez, integrante del grupo parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática de
la LIII Legislatura, en ejercicio de la facultad que
me otorga la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 56, 62 y 63 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presento ante el pleno
de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, la iniciativa de reformas al Código Fiscal de
la Federación, al tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Para el Partido de la Revolución Democrática es
claro que las características que debe reunir un
buen sistema tributario están asociadas con los
principios de: equidad, justicia, eficiencia, neutra-
lidad, sencillez administrativa y diseño eficiente
de la política impositiva.

Dentro del marco de propuestas que ha presentado
el PRD en materia de reforma fiscal integral, se
inscribe ahora la iniciativa de reformas al Código
Fiscal de la Federación, misma que tiene como
principal eje reducir la evasión fiscal a través de la
simplificación administrativa, cumpliendo con el
principio de simplicidad y claridad.

Los problemas político-administrativos del sistema
tributario mexicano están asociados con la elevada
cantidad de trámites que se deben cubrir, la
dificultad para llenar las formas fiscales y el tiempo
que se emplea. Asimismo, la provisión de bienes
y servicios públicos de cuestionada calidad
asociada con la alta corrupción y falta de transpa-
rencia en el manejo de los recursos públicos
también inciden negativamente en la recaudación
fiscal.
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En materia fiscal los plazos son fatales, ya que en
caso de siniestro o emergencia se suspenden las
labores en la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público; sin embargo, los mismos se consideran
sin modificación, lo que reduce el margen de días
que tienen los contribuyentes para presentar una
promoción y pagar su adeudo en tiempo y forma.
Por tal motivo, la propuesta de reforma al artículo
12 del Código Fiscal de la Federación tiene como
finalidad propiciar que el contribuyente no quede
en estado de indefensión por un acontecimiento
ajeno a él y con ello se daría cumplimiento al
principio de seguridad jurídica.

El artículo 18-A resulta violatorio del principio de
simplicidad y claridad, ya que para hacer una
consulta prevé demasiados requisitos, lo que
también resulta contrario al derecho de petición
consagrado en el artículo 8o., de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por lo
tanto podemos afirmar que la autoridad no cumple
con lo establecido en el artículo 33 fracción I, de
este mismo ordenamiento, en el que se señala la
obligación de proporcionar asistencia al contri-
buyente.

Asimismo, la aplicación del índice nacional de
precios al consumidor es contraria a la garantía
de legalidad tributaria. Sobre el particular encon-
tramos una jurisprudencia emitida por el pleno de
la Suprema Corte de Justicia, en la que se observa
que este cálculo no precisa los componentes, las
bases, los criterios o las reglas que deberían
considerarse para formular el citado índice y deja
en manos del Banco de México la determinación
de uno de los elementos que los contribuyentes
deben considerar para calcular la base en el monto
de los recargos, siendo que esta facultad es
exclusiva del legislador.

El párrafo séptimo del artículo 20 es contrario al
principio de simplicidad y claridad, porque algunos
contribuyentes tienen dificultades generadas por
causas en ocasiones fortuitas que llegan a caer
dentro de los límites establecidos por la ley para
que se efectúe el pago a través de transferencia
electrónica. Por lo tanto, se propone cambiar la
palabra “deberán” por la palabra “podrán”, con la
finalidad de que el contribuyente esté en aptitud
de cumplir en forma simplificada con sus obliga-
ciones fiscales.

La aplicación de la actualización desde el momento
en que el contribuyente no cumple al presentar
alguna obligación, genera una indemnización al
fisco por el daño causado por la falta de pago
oportuno. El procedimiento de indexación aplicado

a las cantidades adeudadas genera una duplicidad
con los recargos; por lo tanto, este párrafo del
artículo 21 es inconstitucional.

El artículo 22 no cumple con los principios de
simplicidad y claridad; además, resulta confuso y
absurdo, porque la autoridad exige del contribu-
yente la presentación de una garantía equivalente
al monto de la devolución solicitada, apercibido de
que en caso de no cubrir este requisito se le tendrá
por desistido. Como podemos observar, resulta
contradictoria la exigencia de una garantía cuando
se trata del reclamo de un derecho, ya que la mis-
ma es exigible sólo en caso del incumplimiento
de obligaciones. Este procedimiento no es legal.
En la práctica sucede que cuando el contribuyente
solicita la devolución de un saldo a favor, la autoridad
ejerce sus facultades de inspección o auditoría con
fundamento en el artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y exige
la exhibición de libros, además de papeles de
trabajo, para comprobar que se han aplicado las
disposiciones fiscales al solicitar el crédito. La
autoridad debe sujetarse a las leyes respectivas y
a las formalidades prescritas para cateos y no dejar
al contribuyente a merced de las facultades
discrecionales de la autoridad.

Se busca la reforma administrativa para simplificar
los trámites de devolución en saldos a favor, pero
también se prevé la sanción en caso de que el
reclamo por parte del contribuyente sea impro-
cedente. Se pretende con esta medida crear en el
ciudadano una conciencia de pago y se avanza
para que existan disposiciones menos complicadas
de entender y de aplicar.

La compensación entre diferentes impuestos debe
establecerse porque muchos contribuyentes se
encuentran en la situación de tener un adeudo de
impuesto al valor agregado y un saldo a favor en
impuesto sobre la renta. De llegarse a aprobar esta
reforma, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público tendría probablemente un costo menor por
el manejo de la recaudación. Siendo la compen-
sación una de las formas de extinción de las
obligaciones fiscales, no existe un argumento que
contravenga su aplicación.

Sucede que en muchas ocasiones el descono-
cimiento por parte del contribuyente de las leyes
tributarias, no le permite utilizar sus tres opor-
tunidades para presentar declaraciones comple-
mentarias y con la presente reforma se le permitiría
regularizar su situación fiscal:
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Con objeto de dar cumplimiento a la garantía de
información consagrada en la última parte del
artículo 6o. de la Constitución y con el fin de coad-
yuvar en el mejoramiento de la administración
tributaria y de la aplicación de la legislación fiscal,
proponemos que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público difunda la información y orientación
necesarias que permitan crear una auténtica con-
ciencia del cumplimiento fiscal entre la sociedad.

Considerando que en el Estado de México existe
la figura de la afirmativa ficta, proponemos que se
autorice en la Federación. Cabe destacar que la
autoridad fiscal no aplica el actual artículo 37 de
este ordenamiento jurídico y deja pasar el tiempo
para que se configure la negativa ficta sin resolver
las peticiones que le son requeridas.

Encontramos incongruencia en la redacción del
artículo 41-A, ya que por un lado se señala que
las facultades de comprobación se inician con la
solicitud de informes y documentos y por otro lado,
que no se considerará este ejercicio de facultades
de comprobación cuando únicamente se soliciten
los datos, informes y documentos. Por lo tanto,
proponemos que la redacción se cambie para decir
que el ejercicio de dichas facultades podrá
continuar después de solicitar datos, documentos
e informes y con ello se lograría salvaguardar la
garantía de seguridad jurídica consagrada en el
artículo 14 de nuestra Carta Magna.

En la práctica, la autoridad amplía los plazos para
continuar con las auditorías fundamentándose
principalmente en presunciones, por lo que el
contribuyente queda en estado de indefensión y
en consecuencia se viola la garantía antes men-
cionada.

De acuerdo con lo anteriormente dicho, es nece-
sario que la autoridad reconsidere sus métodos
sobre el particular y cumpla con todas las forma-
lidades del procedimiento. Existen lagunas en la
ley que fomentan el estado de indefensión del
contribuyente, por lo que consideramos necesario
corregir a la brevedad posible esta situación
anómala.

Es común que al inicio de las facultades de com-
probación, la Secretaría de Hacienda encuentre
documentos que no estén registrados: por ejemplo,
libros o sistemas contables. Cuando esto sucede,
los documentos en estas condiciones no son
tomados en consideración. Al respecto cabe hacer
mención de que las autoridades tienen oportunidad

de hacer compulsas para verificar la autencidad
de los documentos, independientes de las san-
ciones que pueden imponer por la falta de registro;
de tal manera, el cruce de información permite
determinar la omisión en caso de existir y por lo
tanto, estos documentos deben considerarse
como auxiliares en la revisión.

El actual texto del artículo 52 resulta ser violatorio
de la garantía de libertad de trabajo o profesión
contenido en el artículo 5o. de la Constitución.

La propuesta que hacemos sobre el artículo 66 de
este código tiene su fundamento en el principio de
capacidad contributiva contenida en la fracción IV
del artículo 31 constitucional, misma que debe
tomarse en consideración, en virtud de que existe
una estrecha relación entre la capacidad contri-
butiva y la exigencia de las garantías, lo cual
ocasiona una pesada carga al contribuyente.

Con el fin de uniformar los plazos, es necesario
considerar que cuando la autoridad ejerza sus
facultades de comprobación se sujete a las mismas
condiciones que tiene el contribuyente, es decir,
de acuerdo con lo estipulado en el segundo párrafo
de la fracción IV del artículo 67 de este ordena-
miento.

El fin primordial de esta propuesta es otorgar
facilidades al contribuyente que voluntaria y espon-
táneamente cumple sus obligaciones fiscales. Por
otra parte, es necesario que se valore el dictamen
fiscal en razón de los requisitos que se exigen
para que un contador público obtenga su primera
certificación para ejercer su profesión, que es el
título profesional y pueda hacer dictámenes.

Resulta absurdo que un dictamen al final de cuen-
tas no tenga ningún valor y sea un gasto infructuoso
para el contribuyente que lo realiza.

Sucede en muchas ocasiones que los contribu-
yentes omiten el pago de sus impuestos por
diversos motivos, como son el desconocimiento
de la ley, lo complicado de la misma o por error.
Por esa razón se propone que la Secretaría, antes
de elaborar denuncia o querella, compruebe que
la omisión fue cometida con dolo, aun cuando el
desconocimiento de las leyes no exime de su
cumplimiento. Es menester hacer notar que por lo
compleja que resulta la aplicación de la Ley Fis-
cal, ni el más experto profesionista puede afirmar
que la conoce perfectamente. En consecuencia,
sería conveniente que la autoridad, además de
valorar si existe o no el dolo, valore la situación del
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contribuyente respecto al conocimiento de la
misma.

La adición del artículo 29-C es una propuesta del
sector involucrado y conviene resaltar su voluntad
por convencimiento propio de solidarizarse en el
pago de sus impuestos generando las condiciones
para que el principio de cumplimiento voluntario
consagrado en la exposición de motivos del Código
Fiscal de la Federación de 1982 sea una realidad.

Se propone derogar el artículo 17-A, porque no
cumple con los requisitos para que un impuesto
tenga validez constitucional y éstos son los
siguientes:

Primero. Que sea establecido por ley.

Segundo. Que sea proporcional y equitativo y

Tercero. Que sea destinado al pago de los gastos
públicos.

En el caso de la actualización, lo que establece el
Código Fiscal no es de ninguna manera propor-
cional y equitativo. Si consultamos la Ley de
Ingresos de la Federación, observamos que no está
considerado ningún rubro referente a la misma; por
lo tanto, se cree que no se destina a cubrir los
gastos públicos y, en consecuencia, no cumple
con los requisitos de validez constitucional para
generar un recurso hacia la Federación. Incluso
existe una jurisprudencia emitida por el pleno de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, donde
se declara inconstitucional la aplicación del Indice
Nacional de Precios al Consumidor.

Estas propuestas son importantes, considerando
que son el principio para reformar nuestro sistema
tributario, acorde con las necesidades del país y
con el objetivo de obtener mayores ingresos tributa-
rios para el Estado, propiciando en los contri-
buyentes incentivos para que sigan invirtiendo en
nuestro país.

Por las razones anteriores expuestas se presenta
el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

Artículo primero. Se reforman el primer párrafo
del artículo 12, el séptimo párrafo del artículo 20,
los párrafos primero y segundo del artículo 21, los
párrafos cuarto, séptimo y décimo del artículo 22,
el primer párrafo del artículo 23, el primer párrafo

del artículo 32, el inciso e de la fracción I del artículo
33, el párrafo primero del artículo 37, el segundo
párrafo del artículo 41-A, el segundo párrafo de la
fracción IV del artículo 46, el segundo párrafo del
artículo 46-A, el primer párrafo del artículo 47, la
fracción VI del artículo 48, el inciso a de la fracción
I del artículo 52, el sexto párrafo dela fracción IV
del artículo 67 y el párrafo primero, la fracción I y
el tercer y cuarto párrafos, así como el inciso d del
quinto párrafo del artículo 108 del Código Fiscal
de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 12. En los plazos fijados en días no se
contarán los sábados, los domingos, los días que
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público no
labore ni el 1o. de enero, el 5 de febrero, el 21 de
marzo, el 1o. y 5 de mayo, el 1o. y 16 de sep-
tiembre, el 20 de noviembre, el 1o. de diciembre
de cada seis años, cuando corresponda a la
transición del Poder Ejecutivo Federal y el 25 de
diciembre .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

Artículo 20. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

Se aceptarán como medios de pago, los cheques
certificados o de caja, los giros postales, telegrá-
ficos o bancarios y las transferencias de fondos
reguladas por el Banco de México; los cheques
personales, únicamente se aceptarán en los casos
y con las condiciones que establezca el Regla-
mento de este código. Los contribuyentes obliga-
dos a presentar pagos provisionales mensuales
de conformidad con las leyes fiscales respectivas,
podrán efectuar el pago de sus contribuciones
mediante transferencia electrónica de fondos a
favor de la Tesorería de la Federación, de confor-
midad con las reglas de carácter general que al
efecto expida la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público. La citada dependencia podrá autorizar a
otros contribuyentes a efectuar el pago de sus
contribuciones mediante transferencia electrónica
de fondos.

. . .

. . .
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I a la IV. . .
. . .
. . .
. . .

Artículo 21. Cuando no se cubran las contribu-
ciones o los aprovechamientos en la fecha o dentro
del plazo fijado por las disposiciones fiscales,
además deberán pagarse recargos en concepto
de indemnización al fisco federal por la falta de
pago oportuno. Dichos recargos se calcularán
aplicando al monto original de las contribuciones
o de los aprovechamientos por el periodo a que se
refiere este párrafo, la tasa que resulte de sumar
las aplicables en cada año para cada uno de los
meses transcurridos. La tasa de recargos para cada
uno de los meses de mora será la que resulte de
incrementar en 50% a la señalada en la Ley de
Ingresos de la Federación.

Los recargos se causarán hasta por el periodo de
un año, salvo en los casos a que se refiere el
artículo 67, de este código.

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

 Artículo 22. . .

. . .

. . .

Las autoridades fiscales, para verificar la proce-
dencia de la devolución podrán requerir al con-
tribuyente, en un plazo no mayor de 20 días
posteriores a la presentación de la solicitud de
devolución, los datos, informes o documentos
adicionales que consideran al promovente, a fin de
que en un plazo máximo de 20 días cumpla con lo
solicitado apercibido que de no hacerlo dentro de
dicho plazo se le tendrá por desistido de la solicitud
de devolución correspondiente. Cuando la autoridad
requiera al contribuyente los datos, informes o
documentos antes señalados, el periodo trans-
currido entre la fecha en que se hubiera notificado
el requerimiento de los mismos y la fecha en que

éstos sean proporcionados en su totalidad por el
contribuyente, no se computará en la determi-
nación de los plazos para la determinación de la
devolución antes mencionada. No se considerará
que las autoridades fiscales inicien el ejercicio de
sus facultades de comprobación cuando solicite
los datos, informes y documentos a que se refiere
este párrafo pudiendo ejercerlas en cualquier
momento.

. . .

. . .

Si la devolución no se efectuare dentro de los
plazos indicados, computados en los términos del
párrafo anterior, las autoridades fiscales pagarán
intereses que se calcularán a partir del día siguiente
al del vencimiento de dichos plazos, según se trate,
conforme a una tasa que será igual a la prevista para
los recargos por mora, en los términos del artículo
21 de este código, que se aplicará sobre la devolu-
ción. Cuando el fisco federal deba pagar intereses
sobre las cantidades que deba devolver, pagará
dichos intereses conjuntamente con la cantidad
principal objeto de la devolución.

. . .

. . .

Cuando las autoridades fiscales procedan a la
devolución de cantidades señaladas como saldo
a favor en las declaraciones presentadas por los
contribuyentes, sin que medie más trámite que el
requerimiento de datos, informes o documentos
adicionales a que se refiere el tercer párrafo de
este artículo o la simple comprobación de que se
efectuaron los pagos de contribuciones que el
contribuyente declara haber hecho, la orden de
devolución no implicará resoluciones favorables al
contribuyente. Si la devolución se hubiera efec-
tuado y no procediera, se causarán recargos en
los términos del artículo 21 de este código sobre
las cantidades tanto por las devueltas indebi-
damente, como por las de los posibles intereses
pagados por las autoridades fiscales, a partir de la
fecha de la devolución.

. . .

. . .

. . .

Artículo 23. Los contribuyentes obligados a pagar
mediante declaración podrán optar por compensar
las cantidades que tengan a su favor contra las
que estén obligados a pagar por adeudo propio o
por retención de terceros aun y cuando no deriven
de una misma contribución, incluyendo sus
accesorios. Al efecto bastará que efectúen la
compensación de dichas cantidades presentando
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para ello el aviso de compensación correspon-
diente, dentro de los cinco días siguientes a aquél
en que la misma se haya efectuado.

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

Artículo 32. Las personas obligadas a presentar
declaraciones tienen el derecho de presentar
declaraciones complementarias, modificando los
datos de la original. Este derecho puede ser
ejercido durante los cinco años siguientes a la
fecha en que se hubiera presentado la original.

Artículo 33. . .

I. . .

a) al d) . . .

e) Difundir entre los contribuyentes los derechos y
medios de defensa que se pueden hacer valer con-
tra las resoluciones de las autoridades fiscales,
asimismo para uniformar los criterios entre las
diversas disposiciones planteadas a través de los
medios de defensa. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público se encargará de difundir a través
de un órgano oficial informativo las diversas resolu-
ciones que se refieran a los medios de defensa,
para el conocimiento de los contribuyentes.

f) y g) . . .

II. y III. . .

. . .

. . .

Artículo 37. Las instancias o peticiones que se
formulen a las autoridades fiscales deberán ser
resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido
dicho plazo sin que se notifique la resolución, el
interesado podrá considerar que la autoridad
resolvió positivamente.
. . .

. . .

Artículo 41-A. . .

Se considerará que las autoridades fiscales inician
el ejercicio de sus facultades de comprobación,
cuando soliciten los datos, informes y documentos
a que se refiere este artículo, pudiendo continuarlas
en cualquier momento.

Artículo 46. . .

I a III. . .

IV. . .

Cuando en el desarrollo de una visita las autori-
dades fiscales conozcan hechos u omisiones que
puedan entrañar incumplimiento de las disposi-
ciones fiscales, los consignarán en forma circuns-
tanciada en actas parciales. También se consig-
narán en dichas actas los hechos u omisiones que
se conozcan de terceros. En la última acta parcial
que al efecto se levante se hará mención expresa
de tal circunstancia y entre ésta y el acta final
deberán transcurrir, cuando menos 20 días, du-
rante los cuales el contribuyente podrá presentar
los documentos aún no registrados, libros o
registros que desvirtúen los hechos u omisiones,
así como optar por corregir su situación fiscal.

Cuando se trate de más de un ejercicio revisado o
fracción de éste, se ampliará el plazo por 15 días
más, siempre que el contribuyente presente aviso
dentro de 20 días.

. . .

. . .

. . .

. . .

. . .

V al VII. . .
. . .

Artículo 46-A. . .

El plazo a que se refiere el párrafo anterior podrá
ampliarse por periodos iguales hasta por dos
ocasiones, siempre que el oficio mediante el cual
se notifique la prórroga correspondiente haya sido
expedido, en la primera ocasión por la autoridad o
autoridades fiscales que ordenaron la visita o
revisión y, en la segunda, por el superior jerárquico
de la autoridad o autoridades fiscales que orde-
naron la citada visita o revisión, salvo cuando el
contribuyente durante el desarrollo de la visita
domiciliaria o de la revisión de la contabilidad, cam-
bie de domicilio fiscal, supuesto en el que serán
las autoridades fiscales que correspondan a su
nuevo domicilio las que expedirán, en su caso, los
oficios de las prórrogas correspondientes. En su
caso, dicho plazo se entenderá prorrogado hasta
que transcurra el término a que se refiere el
segundo párrafo de la fracción IV del artículo 46 de
este código. Sólo podrán ampliarse los plazos si
existen pruebas contundentes de alguna omisión
y detallándose las anomalías detectadas por la
autoridad en el ejercicio de sus facultades.

. . .

. . .

Artículo 47. Las visitas en los domicilios fiscales
ordenadas por las autoridades fiscales podrán
concluirse anticipadamente en los siguientes casos.
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Artículo 48. . .

I a la V. . .

VI. El oficio de observaciones a que se refiere la
fracción IV se notificará cumpliendo con lo se-
ñalado en la fracción I de este artículo y en el lugar
especificado en esta última fracción. El contri-
buyente o responsable solidario contará con un
plazo de 20 días, contados a partir del día siguiente
a aquél en el que se le notificó el oficio de
observaciones, para presentar los documentos aún
no registrados, libros o registros que desvirtúen
los hechos u omisiones asentados en el mismo,
así como para optar por corregir su situación fis-
cal. Cuando se trate de más de un ejercicio revisado
o fracción de éste, se ampliará el plazo por 15
días más, siempre que el contribuyente presente
aviso dentro del plazo de 20 días.

. . .

. . .

VII a la IX. . .

Artículo 52. . .

I. . .

a) Las personas de nacionalidad mexicana que
tengan título de contador público registrado ante la
Secretaría de Educación Pública, previa presen-
tación de la constancia de actualización fiscal
emitida por una institución educativa de reconocido
prestigio en la materia por la misma Secretaría.

b) . . .

II y III. . .
. . .
. . .
. . .

Artículo 67. . .

I a la III. . .

IV. . .

. . .

. . .

En todo caso, el plazo de caducidad que se sus-
pende con motivo del ejercicio de las facultades
de comprobación, adicionado con el plazo por el
que no se suspende dicha caducidad, no podrá
exceder de cinco años. Tratándose de visitas
domiciliarias y de revisión de la contabilidad en
las oficinas de las propias autoridades, en que las
mismas estén sujetas a un plazo máximo de tres
meses para su conclusión y dos ampliaciones por
periodos iguales, el plazo de caducidad que se
suspende con motivo del ejercicio de las facultades

de comprobación, adicionado con el plazo por el
que no se suspende dicha caducidad, no podrá
exceder de cinco años.

. . .

. . .

 Artículo 108. Comete el delito de defraudación
fiscal con dolo comprobado por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público quien omita total o
parcialmente el pago definitivo de alguna contri-
bución o del impuesto del ejercicio concluido una
vez cumplidos los plazos establecidos en los
términos de las disposiciones fiscales.

. . .

El delito de defraudación fiscal se sancionará con
las penas siguientes:

I. Con multa equivalente a 50% del monto defrau-
dado, siempre y cuando este monto no exceda de
500 mil pesos.

II y III. . .

Cuando no se pueda determinar la cuantía de lo
que se defraudó, la pena será equivalente a la del
monto debidamente comprobado.

El delito de defraudación fiscal será calificado
cuando éste se origine por:

a) al c). . .

d) No llevar los sistemas o registros contables a
que esté obligado conforme a las disposiciones
fiscales o asentar datos en dicho sistema o registro
cuando el monto de lo defraudado exceda de 500
mil pesos.

e). . .
. . .
. . .
. . .”

Artículo segundo. Se adicionan el artículo 29-C,
la fracción I y II del artículo 47, el segundo párrafo
del inciso b de la fracción I del artículo 52, un ter-
cer párrafo en la fracción II del artículo 66, el artículo
92-A y el segundo párrafo del artículo 108, para
quedar como sigue:

“Artículo 29-C.  Para las operaciones que no
cuenten con documentos de origen que realice el
sector de recicladores se podrá generar autofactura
que será comprobante con los requisitos fiscales
señalados en este artículo para su deducción fis-
cal.

La autofactura mencionada deberá tener los
siguientes requisitos:
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1. Nombre, razón o denominación social, domicilio
fiscal, clave del Registro Federal de Contribuyentes
y número de folio, los cuales deberán estar impresos.

2. Nombre del vendedor, ubicación de su negocio
o domicilio, la firma del mismo o quien reciba el
pago y en su caso la clave del Registro Federal de
Contribuyentes.

3. Nombre del bien objeto de la venta, número de
la unidad, precio unitario, precio total, lugar y fecha
de expedición.

4. En su caso, el número del cheque con el que
se efectúa el pago y nombre del banco contra el
cual se libra.

Los comprobantes a que se refiere esta fracción
deberán ser impresos en establecimientos auto-
rizados por el servicio de administración tributaria
y cumplir con los requisitos establecidos.

En todo caso la aplicación de lo previsto en este
artículo podrá ser el 100% del total de la compra.

Artículo 47. . .

I. Cuando el visitado antes del inicio de la visita
hubiere presentado aviso ante la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público manifestando su deseo
de presentar estados financieros dictaminados por
contador público autorizado, a que se refiere el
artículo 32-A antepenúltimo párrafo de este código,
siempre que dicho aviso presentado y cumpliendo
con los requisitos que al efecto señale el regla-
mento de este código.

II. En el caso de conclusión anticipada a que se
refiere este artículo se deberá levantar acta en la
que se señale esta situación.

Artículo 52. . .

I. . .

a) y b) . . .

Además deberán cumplir con los requisitos que
marca el inciso a de este artículo.

II y III. . .
. . .
. . .

Artículo 66. . .

I. . .

II. . .
. . .

Los contribuyentes con adeudos fiscales hasta por
un monto original de 251 mil 485 pesos, no tendrán
la obligación de garantizar el interés fiscal.

III. . .
. . .
. . .
. . .

Artículo 92-A. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público se abstendrá de presentar querella,
denuncia de hechos o declaratoria ante el Ministerio
Público, de que el fisco ha sufrido o pudo sufrir
perjuicio, en los casos de aquellos contribuyentes
que hayan dictaminado sus estados financieros y
hubieran manifestado en el informe de situación
fiscal, los gravámenes, periodos y montos de los
adeudos. Tampoco se considera que hay delito fis-
cal en los casos en que el contribuyente se en-
cuentra dentro del supuesto establecido en el primer
párrafo de este artículo o que hubiesen acudido a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para:

a) Ofrecer daciones en pago.

b) Cuando se hubiese adherido a cualquiera de
los esquemas o programas de apoyo a deudores
del fisco.

c) Cuando se encuentra perfectamente garantizado
el interés fiscal sobre el monto de lo adeudado.

d) Cuando no existía el dolo en la conducta del
contribuyente, que lo llevó a la omisión total o
parcial de la contribución.

Artículo 108. . .

En el caso de los pagos provisionales no enterados
en tiempo y forma que señala el artículo 62 se
aplicará la sanción que se establece en la fracción
IV del artículo 81.”

Artículo tercero. Se derogan los artículos 17-A,
18-A, el segundo párrafo del artículo 20 y el artículo
109, para quedar como sigue:

“Artículo 17-A. Derogado.

Artículo 18-A. Derogado.

Artículo 20. . .

Segundo párrafo. Derogado.
. . .
. . .
. . .
. . .
. . .
. . .
. . .
. . .
. . .

Artículo 109. Derogado.”
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ARTICULO TRANSITORIO

Unico. La presente reforma que adiciona y deroga
diversas disposiciones del Código Fiscal de la
Federación, entrará en vigor a partir del 1o. de enero
del año 2002. Publíquese en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de
noviembre de 2001.— Diputado José Antonio
Magallanes Rodríguez.»

Señor Presidente, yo quisiera pedirle que, por obvio
de tiempo y por lo extenso que sería el leer la
modificación de artículo por artículo, pediría que
pasara su articulado a la Gaceta Parlamentaria y
se me autorizara obviar la lectura de todo el texto
por cuestiones de tiempo y de respeto también a
los siguientes temas.

El Presidente:

Con mucho gusto, diputado José Antonio Ma-
gallanes Rodríguez. El texto íntegro de esta
iniciativa se instruye a la Secretaría para que pase
a la Gaceta Parlamentaria y al acta de esta sesión.

Túrnese la iniciativa a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público.

Para presentar una iniciativa en torno al párrafo
quinto del artículo 93 del Código Penal Federal se
había previsto la participación del diputado José
de Jesús López Sandoval, pero, a petición del
grupo parlamentario de Acción Nacional, se
pospone la presentación de dicha iniciativa para la
próxima sesión.

A su vez, a petición del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, se pospone
la presentación de la iniciativa de reformas a
diversos artículos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia elec-
toral, para la próxima semana, para el martes.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente:

A continuación, para presentar una iniciativa en
torno a las reformas a la Ley de Coordinación Fis-
cal, se le concede la palabra al diputado Víctor
Manuel Díaz Palacios, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios:

Con fundamento en los artículos 122 apartado A
fracciones I, IV y V y 71 fracción II de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como el 55 fracción Il y demás relativos del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General, Víctor Emanuel Díaz Palacios, a nombre
de los diputados federales de la LVIII Legislatura,
integrantes del gupo parlamentario del PRI, some-
temos a consideración de esta soberanía, la
iniciativa de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, al
tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Uno de los grandes retos del México contempo-
ráneo sigue siendo consolidar un auténtico fede-
ralismo fiscal. A pesar de los esfuerzos de varias
generaciones de mexicanos por avanzar en la
construcción de un sistema federal de coordinación
fiscal equilibrado, aún persisten inercias y lastres
producto del peso de la tradición centralista here-
dada del México colonial y posrevolucionario.

Durante décadas hemos sido testigos de una
verdadera lucha entre estados y municipios y el
Gobierno Federal por una redistribución federalista
más justa y equitativa de los recursos fiscales. De
hecho, no fue sino hasta los años ochenta y noventa
que la asignación de estos recursos comenzó a
realizarse con base en esquemas técnicos
objetivos, sustentados en criterios estratégicos de
desarrollo.

Los grandes momentos de esta lucha por un sis-
tema de coordinación fiscal moderno, comienzan,
como sabemos, en 1925, con las convenciones
nacionales fiscales. Después de más de 100 años
de anarquía tributaria, el México posrevolucionario
se planteó la necesidad de poner orden y establecer
las bases de un sistema coordinado de tributación
y distribución de recursos fiscales que sentara las
bases del desarrollo nacional. Este proceso, que
pasa por creación de la Ley que Regula el Pago
de Participaciones en Ingresos Federales a las
Entidades Federativas elaborada en 1948 y por la
Ley de Coordinación Fiscal entre la Federación y
los estados de 1953; culmina con el apoyo de las
entidades federativas y el Gobierno Federal a la
Ley de Coordinación Fiscal de 1980 que es, con
algunas adecuaciones y modificaciones, la que
actualmente nos rige.
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Sin embargo, a pesar de que esta ley constituye
un gran avance, aún no hemos logrado conformar
un sistema de coordinación fiscal plenamente
federalista. Esto debido a que todavía buena parte
de los ingresos fiscales y del gasto público siguen
estando bajo la responsabilidad exclusiva de la
Federación y no de las haciendas estatales y
municipales.

Como sabemos, la recaudación federal participable
está integrada por dos componentes: los im-
puestos federales y los derechos sobre la extrac-
ción de petróleo. A partir de 1996 se establece
que el Fondo General de Participaciones se inte-
graría con el 20% de la recaudación participable,
recursos éstos agrupados en el ramo 28. Estos
ingresos son considerados como propios de las
haciendas de los estados y municipios y su dis-
tribución al interior de cada entidad federativa re-
produce el esquema federal 80/20. Es decir, 16%
corresponde a la entidad federativa y 4% se
canaliza a los municipios.

Posteriormente, tiene lugar otro gran avance en el
proceso de conscilidación del federalismo fiscal.
En 1997, se crea el ramo 26, que en 1998 se trans-
forma en ramo 33, con el que se define un esquema
de transferencias federales de gasto bajo la forma
de aportaciones federales a entidades federativas
y municipios.

También estos recursos son considerados como
propios de las haciendas estatales y municipales,
aun cuando la Federación los etiqueta, con el fin
de garantizar su uso adecuado de acuerdo con
las estrategias de desarrollo social y superación
de la pobreza vigentes.

De esta forma, participaciones (ramo 28) y trans-
ferencias (ramo 33), representan poco más del
50% de la recaudación federal participable, lo cual,
sin duda, constituye un gran avance en el proceso
de descentralización y fortalecimiento del fe-
deralismo. Sin embargo, las crecientes necesi-
dades de desarrollo de los estados y municipios
han demandado nuevos esfuerzos presupuestales
para complementar el desarrollo local y regional.

Por ello se han desarrollado esquemas como los
convenios de descentralización y más reciente-
mente (en el 2000), el Programa de Apoyos para
el Fortalecimiento de las Entidades Federativas
(PAFEF), agrupado en ramo 23 denominado
provisiones salariales y económicas, que incluye
además un fondo de desastres naturales y otro
salarial.

Si sumamos los recursos que estos esquemas
aportan en conjunto, la federalización total de
recursos fiscales (ramos 28 y 33, más, recursos
del ramo 23 y convenios de descentralización) llega
a representar alrededor del 60% de la recaudación
federal participable. Sin embargo, no hay que perder
de vista que sólo los recursos provenientes de los
ramos 28 y 33 son considerados como propios de
las haciendas estatales y municipales y es aquí
donde radica el problema.

Si bien las aportaciones de recursos fiscales del
ramo 23 PAFEF y de los convenios de descentrali-
zación, representan un apoyo extraordinario al
gasto estatal y municipal, estos recursos, en es-
pecial los de PAFEF, no contribuyen necesaria-
mente a fortalecer la capacidad hacendaria de
nuestras entidades federativas y municipios.

No hay que olvidar que la decisión de que los
recursos de los ramos 28 y 33 fueran considerados
como propios de las haciendas estatales y
municipales constituyó una de las reformas más
trascendentes en el proceso de consolidación del
federalismo fiscal. El manejo de estos recursos como
propios eleva sustancialmente la capacidad de pla-
neación y programación del desarrollo de estados
y municipios; permite atender necesidades socia-
les prioritarias con oportunidad, y coadyuva a
consolidar esquemas estratégicos de mediano
plazo orientados al ámbito local y regional.

En el caso de los recursos provenientes de los
convenios de descentralización, que son básica-
mente los recursos de la alianza para el campo y
de educación media y superior, el camino para su
eventual federalización resulta aún en extremo
complejo. Sin embargo, éste no es el caso de los
recursos provenientes del PAFEF.

Del acuerdo con lo establecido en el decreto del
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF)
2001:

“Los recursos previstos para el Programa de Apoyos
para el Fortalecimiento de las Entidades Fede-
rativas se destinarán exclusivamente para sanea-
miento financiero; apoyo a los sistemas de pen-
siones de las entidades federativas, prioritariamente
a las reservas actuariales; así como a la inversión
en infraestructura de las entidades federativas.
Dichos recursos no podrán destinarse para
erogaciones de gasto corriente y de operación,
salvo en el caso de dichos sistemas de pensiones.”

El hecho de que estos recursos puedan ser
utilizados como inversión en infraestructura en las



2518

AÑO II. No. 24 CAMARA DE DIPUTADOS NOVIEMBRE 8, 2001

entidades federativas ha significado, en los hechos,
su orientación casi exclusiva para este fin. Tal es
el caso del Estado de Puebla. El destino, de gran
parte, de los recursos aportados por el PAFEF han
sido canalizados, como marca la ley, hacia
inversiones en infraestructura, obras de vialidad,
comunicaciones, además de aportaciones para el
saneamiento financiero de esta entidad. Incluso
parte de estas aportaciones ha sido destinada al
apoyo del Sistema Operador de Agua Potable y
Alcantarillado de Puebla (SOAPAP).

El problema que subyace, reitero, es que estos
recursos no pueden ser manejados con entera au-
tonomía por las haciendas estatales y municipales.
Lo que impide su distribución eficiente y oportuna
hacia los programas de inversión en infraestructura
que resultan prioritarios para los gobiernos esta-
tales y municipales. De ahí la necesidad y la perti-
nencia de reubicar estos recursos en el PEF, con
el fin de que pasen a ser recursos propios de las
haciendas locales.

Este se podría lograr a partir de la creación de un
nuevo fondo en el ramo 33 denominado: Fondo de
Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades
Federativas (Fondo III), mismo que vendría a
complementar, como de hecho ocurre en la prác-
tica, a los fondos de aportaciones para la infraes-
tructura social y para el fortalecimiento de los
municipios y de las demarcaciones territoriales del
Distrito Federal.

Por otro lado, es necesario reconocer la realidad
política y social mexicana el papel de la medicación
que deben cumplir los diputados federales, además
de su labor legislativa, ante la permanente
exigencia de la ciudadanía que representan por la
atención a un cúmulo de problemas de diverso tipo.
En tal virtud, la iniciativa propone que un 10% de
este fondo sea destinado por los estados y el
Distrito Federal, a la atención de la prioridades que
propongan los diputados federales. La distribución
de este fondo sería de manera equitativa entre los
distritos uninominales de cada entidad y del D.F.

Por lo anterior y considerando:

Que el desarrollo local y regional del país depende
en gran medida de la consolidación de un sistema
de coordinación federal eficiente.

Que el fortalecimiento de las haciendas estatales
y municipales esta relacionado directamente con
su capacidad real de gestión y administración
autónoma de los recursos fiscales de que disponen.

Que la experiencia indica que los recursos del ramo
23 correspondientes al PAFEF han sido utilizados
primordialmente como gasto de inversión en
infraestructura estatal y municipal;

Que la Ley de Coordinación Fiscal, en su Capítulo
V de los fondos de aportaciones federales, esta-
blece en su apartado 25 a las aportaciones fede-
rales, como recursos que la Federación transfiere
a las haciendas públicas de los estados, Distrito
Federal y en su caso de los municipios, condicio-
nando su gasto a la consecución y cumplimiento
de los objetivos que para cada tipo de aportación
establece esta ley.

Por lo antes expuesto y de conformidad con las
disposiciones invocadas en el proemio, someto a
la consideración del pleno, la siguiente

INICIATIVA

De reforma y adiciones a diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal.

Artículo único. Se reforman y adicionan los
artículos 25, 32, 33 y 34 del Capítulo V, de los
fondos de aportaciones federales, de la Ley de
Coordinación Fiscal, para quedar como sigue:

“CAPITULO V

Artículo 25. . .

I y II. . .

III. Fondo de apoyos para el fortalecimiento de las
entidades federativas.

IV a la VIII. . .

Artículo 32. El fondo de apoyos para el forta-
lecimiento de las entidades federativas se deter-
minará anualmente en el Presupuesto de Egresos
de la Federación con recursos federales por un
monto equivalente, sólo para efectos de referencia,
al 0.814% de la recaudación federal participable a
que se refiere el artículo 22 de esta ley, según
estimación que de la misma se realice en el propio
presupuesto, con base en lo que al efecto esta-
blezca la Ley de Ingresos de la Federación para
ese ejercicio.

Artículo 33. Las aportaciones que se realicen con
cargo al Fondo de Apoyos para el Fortalecimiento
de las Entidades Federativas, se destinarán
exclusivamente para saneamiento financiero; apoyo
a los sistemas de pensiones de las entidades
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federativas, prioritariamente a las reservas ac-
tuariales; así como a la inversión en infraestructura
de cualquier naturaleza de las entidades fede-
rativas. Dichos recursos no podrán destinarse para
erogaciones de gasto corriente y de operación,
salvo en el caso de dichos sistemas de pensiones

El 10% de este fondo será ejercido por los estados
y el Distrito Federal, de acuerdo a las prioridades
propuestas por los diputados federales. La dis-
tribución de esta porción del fondo será, por partes
iguales, a cada uno de los distritos uninominales
que integren la representación nacional en cada
estado y en el D.F.

Artículo 34. El fondo de apoyo para el fortale-
cimiento de las entidades federativas se distribuirá
entre las entidades federativas de acuerdo a las
asignaciones y reglas que se establezcan en el
Presupuesto de Egresos de la Federación.”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor el
1o. de enero de 2002.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones
legales reglamentarias y administrativas que se
opongan al presente decreto.

México, D.F., a 8 de noviembre de 2001.—
Diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios.»

Señor Presidente, para obviar tiempo, quisiera que
fuera insertada mi exposición completa en la
Gaceta y me iría a los artículos que pudiésemos,
si esta soberanía está de acuerdo, modificar.

El Presidente:

Con mucho gusto, diputado Víctor Emanuel Díaz
Palacios.

Se instruye a la Secretaría para que la iniciativa
íntegra se publique en la Gaceta Parlamentaria y
se incluya también en el Diario de los Debates.

Túrnese la iniciativa a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público.

ARTICULO 37 CONSTITUCIONAL

El Presidente:

Para presentar una iniciativa que adiciona un
apartado C al artículo 37 de la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexicanos, se le concede
la palabra al diputado Jaime Vázquez Castillo, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

El diputado Jaime Vázquez Castillo:

«Ciudadanos secretarios de la Cámara de Dipu-
tados.— Presentes.

Con fundamento en los artículos 71 fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55 fracción II, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, nos permitimos pre-
sentar, como integrantes del grupo de diputados
del PRI en los trabajos de la reforma de Estado, a
la honorable Asamblea, una iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de
conformidad con la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

El apartado C del artículo 37 constitucional esta-
blece los supuestos por los que puede perderse la
ciudadanía, entre los que se encuentran el prestar
voluntariamente servicios oficiales a un gobierno
extranjero, aceptar o usar condecoraciones extran-
jeras y admitir títulos o funciones del gobierno de
otro país. Sin embargo, estos tres supuestos son
superables si median permisos previos en los dos
primeros casos y licencia en el último, otorgados
por el Congreso de la Unión o por su Comisión
Permanente.

Los ciudadanos, por tanto, deben dirigirse al Con-
greso de la Unión para solicitar la licencia o per-
miso referidos, según sea el caso, solicitud que
sigue el trámite de cualquier iniciativa; es decir, es
turnada a la comisión competente, la cual elabora
un dictamen con proyecto de decreto en el que se
resuelve el permiso o licencia, mismo que pasa a
la discusión y en su caso aprobación de la Asam-
blea, en la cámara de origen, siguiendo igual proce-
dimiento en la revisora.

Durante la LVII Legislatura de esta Cámara y lo
que va de la LVIII, el pleno ha aprobado 233 dictá-
menes que en esta materia ha emitido la comisión
correspondiente, en el primer caso y 45 en el se-
gundo, los cuales no han merecido ninguna discu-
sión significativa; incluso dichas aprobaciones se
han realizado en conjunto, en aras del ahorro en el
tiempo de las sesiones, pues se considera que
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únicamente de manera excepcional podrían
negarse los permisos o rechazarse las solicitudes
de licencia.

En todo tiempo, y desde luego en el momento
actual, ha existido el propósito de lograr economía
de tiempos en los trámites y en el desarrollo de
las sesiones, a fin de dar curso a asuntos de de-
bate sobre iniciativas y proposiciones de interés
general, que por lo regular exigen lapsos más pro-
longados para su desahogo y solución; esto es
más apremiante, en la medida en que se acercan
las fechas finales de los periodos de sesiones
ordinarias y particularmente en el primer periodo
de cada año, en el que se realizan la glosa y las
comparecencias relativas al informe de gobierno y
se resuelven asuntos de tanta relevancia como las
leyes fiscales y el Presupuesto de Egresos de la
Federación.

A mayor abundamiento, la tendencia de reforma
institucional del Congreso, apunta hacia la más
racional programación de los trabajos de cada
Cámara y a la erradicación de los llamados rezagos
legislativos, mediante el impulso al trabajo de las
comisiones durante el receso, a fin de que en el
inicio del periodo siguiente se conozcan los
dictámenes de iniciativas de leyes y decretos y la
Asamblea se ocupe de su discusión y votación
oportuna.

En este orden de ideas, los diputados que sus-
cribimos la presente iniciativa consideramos que
una adición al artículo 37 constitucional, en la que
se precise la facultad de ambas cámaras del
Congreso para resolver dichas solicitudes de
conformidad con sus disposiciones legales y
reglamentarias, permitiría que en el reglamento de
debates o a través de acuerdos parlamentarios
aprobados con base en el artículo 77 constitucional,
se normara la aprobación de dichos trámites sin
necesidad de que se congestione el trabajo del
pleno, responsabilizándose de ellos a las
comisiones respectivas.

Los proponentes de la reforma constitucional que
contiene la presente iniciativa, consideramos que,
dichos tramites no deben constituirse en factores
que atrasen el trabajo legislativo; que es procedente
por ello propiciar que la reforma constitucional
permita delegar el procedimiento completo a las
comisiones y reservado para el pleno cada vez que
sea necesario, a juicio de la mesa directiva.

En caso de que se apruebe la reforma cons-
titucional de referencia, se pretende que la legis-

lación interna del Poder Legislativo, establezca la
facultad del pleno, por conducto de la Presidencia
de la mesa directiva de cada cámara, de delegar
en la o las comisiones específicas, la atribución
de decidir al respecto, sometiéndose a la votación
de la Asamblea solamente aquellos casos que la
propia comisión determine necesarios, por
constituir excepciones sobresalientes.

A mayor abundamiento, afirmamos los signantes
que la propuesta contenida en la presente iniciativa
favorecerá igualmente el hecho de que todo
ciudadano que se encuentre en condiciones de
ser empleado por gobiernos extranjeros o de recibir
de los mismos alguna distinción, vea en el
Congreso mexicano a una institución de servicio
que los atiende con prontitud y eficacia y con ello
se eviten posibles evasiones o inobservancias a la
Constitución.

Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos
someter a la consideración de la honorable
Asamblea el siguiente

DECRETO

Por el que se adiciona el articulo 37 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Unico. Se adiciona un último párrafo al artículo 37
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

“Artículo 37.

A) a la C). . .

I. a la VI. . .

. . .

Los permisos y licencias a que se refiere este
artículo, podrán ser otorgados por el Congreso de
la Unión a través de las comisiones ordinarias de
ambas cámaras, o por su Comisión Permanente,
de conformidad con lo establecido en las leyes,
reglamentos o acuerdos parlamentarios que
constituyan su normatividad interna.

Palacio Legislativo,  San Lázaro, a 7 de noviembre
de 2001.— Diputados: Juan Manuel Martínez Nava,
Salvador Rocha Díaz, Víctor Manuel Gandarilla
Carrasco, Jaime Vázquez Castillo, Eddie Varón
Levy, Jesús Ali de la Torre, Eduardo Andrade
Sánchez, Enrique Garza Támez,  Víctor Roberto
Infante González, Alma Carolina Viggiano Austria,
Juan Manuel Carrera López, Ranulfo Márquez
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Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometemos a la consideración de la Cámara
de Diputados, a efecto de que se turne de inmediato
para dictamen a la comisión correspondiente, la
iniciativa de decreto que adiciona un párrafo
segundo al artículo 41 y una fracción VI al artículo
53 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano,
tomando en consideración lo siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

A lo largo de la historia, México ha experimentado
una serie de transformaciones y cambios en su
marco legal acorde a las necesidades y reclamos
más señalados por la sociedad. El ámbito de
legislación del servicio exterior no ha sido la
excepción.

La Ley del Servicio Exterior Mexicano de 1994 ha
sido objeto de diversas discusiones e innumerables
reflexiones. Precisamente con la llegada del pro-
yecto de reforma a la ley y al reglamento vigente
que envía el Poder Ejecutivo a esta soberanía nos
obliga a evaluar con profundidad y a detalle la forma
y el contenido de la propuesta, así como a enfrentar
el reto de desarrollar nuestra capacidad propositiva
con el fin de profesionalizar y eficientar el servicio
exterior mexicano.

Como se recordará, el canciller Jorge G. Cas-
tañeda, en su discurso de toma de posesión,
anunció el establecimiento de la Comisión de
Reforma del Servicio Exterior con el mandato de
llevar a cabo una evaluación objetiva y de largo
alcance de los mecanismos de ingreso, ascenso,
rotación, capacitación y depuración del servicio
exterior mexicano, a fin de que el Estado cuente
con un cuerpo diplomático a la altura de las
necesidades y retos que enfrenta el México ac-
tual.

El primer artículo de la ley vigente estipula que el
servicio exterior mexicano es el cuerpo per-
manente de funcionarios del Estado, encargado
específicamente de representarlo en el extranjero
y responsable de ejecutar la política exterior de
México. Ello significa que el servicio exterior debe
encontrarse al servicio del supremo poder de la
Federación (Estado), que se divide para su ejercicio
en los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

Tomando en consideración lo que establece el
citado artículo, podemos inferir que a diferencia de
los funcionarios de la administración pública fe-
deral, los funcionarios del servicio exterior mexi-
cano son representantes de la totalidad de los
órganos del Estado, aun cuando dependen del

Hernández, José Elías Romero Apis, José Anto-
nio Hernández Fraguas, José Francisco Yunes
Zorrilla, Ney González Sánchez, María Elena
Chapa Hernández, Rodolfo González Guzmán,
Manuel Garza González, Roberto Zavala
Echavarría, José de Jesús Orozco Alfaro, Jesús
A. Cruz Gutiérrez, Juan Manuel Sepúlveda Fayad
y Manuel Galán Jiménez.

El Presidente:

Gracias, diputado Jaime Vázquez Castillo.

Túrnese la presente iniciativa a la Comisión
de Puntos Constitucionales.

ASISTENCIA (II)

El Presidente:

Antes de que tome la palabra la diputada, se pide
a la Secretaría dar cuenta del registro electrónico
de asistencia e instruya su cierre.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Se informa a la Presidencia que hasta el momento
el sistema registra la asistencia de 434 diputados.
Ciérrese el sistema electrónico.

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

El Presidente:

Para presentar una iniciativa que adiciona un párrafo
segundo al artículo 41 y una fracción VI al artículo
53 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, se le
concede la palabra a la diputada Heidi Storsberg
Montes, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional.

La diputada Heidi Gertud Storsberg Montes:

«Señores secretarios de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

Los suscritos, diputados de distintos grupos
parlamentarios de esta LVIII Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en la
fracción II del artículo 71, así como el artículo 55
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
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Poder Ejecutivo no son representantes de un
aparato u órgano en particular. Por lo que la
diplomacia como un instrumento del Estado para
diseñar, planear y ejecutar la política exterior debe
estar basada en el interés colectivo de la nación.

Tradicionalmente se ha considerado que una de
las tareas centrales de la diplomacia es la repre-
sentación de un Estado frente a otro, así lo confir-
ma la Convención de Viena sobre Relaciones
Diplomáticas (1961) y la Convención de Viena
sobre Relaciones Consulares (1967) de la cual
nuestro país forma parte. Las funciones de una
misión diplomática consisten principalmente en
representar al Estado acreditante ante el Estado
receptor, proteger en el Estado receptor los
intereses del Estado acreditante y los de sus
nacionales, dentro de los límites permitidos por el
derecho internacional y fomentar el desarrollo de
las relaciones económicas, comerciales, culturales
y científicas entre el Estado que envía y el Estado
receptor.

En base a tratados y convenciones internacionales
y de acuerdo con la legislación del servicio exterior
mexicano, un embajador o cónsul general no
representa sólo a su jefe de Estado o a su Gobierno,
sino a la totalidad de su nación y en consecuen-
cia actúa en nombre de ella. Es claro en conse-
cuencia, que la diplomacia como instrumento esen-
cial del Estado moderno y como motor de sus
relaciones internacionales, debe abrigar intereses
de Estado y no del partido en el poder. El servicio
exterior mexicano debe entregarse a la defensa y
promoción de intereses nacionales, por lo que debe
mantenerse distante de las pasiones partidarias y
de excluir cualquier actividad o ideología partidista
en el cumplimiento de sus responsabilidades.

Es ineludible que se entienda a cabalidad que en
la diplomacia profesional un representante diplo-
mático no debe actuar. Como un hombre de partido
y que sus simpatías políticas deben corresponder
al ámbito de su vida privada; es precisamente de
ahí de donde emana su credibilidad como
mensajero de Estado o interlocutor autorizado.

Resulta imprescindible que los miembros del
Servicio Exterior Mexicano y todas aquellas per-
sonas que cumplen funciones regidas por esta ley,
guarden imparcialidad política y partidaria cuando
estén en funciones.

Los miembros del servicio exterior mexicano de-
berán recibir y coadyuvar también con los distintos
representantes de los partidos políticos, sin olvidar

que la función del servicio exterior mexicano, es
institucional y representativa.

Por ello debemos procurar por todos los medios
posibles priorizar el concepto y la puesta en
práctica de la diplomacia profesional sobre la de
una posible diplomacia proselitista, para que un
funcionario del servicio exterior mexicano no pueda
incurrir en actos políticos de interés particular.

Con mayor razón, resulta imperioso que los
miembros del servicio exterior mexicano guarden
imparcialidad política si se considera la posibilidad
de introducir la modalidad del sufragio de ciuda-
danos que residen fuera del territorio nacional y si
consideramos la vinculación política y partidaria
de los representantes de embajadas y consulados
en la actualidad.

De hacer posible el voto de los ciudadanos mexi-
canos residentes en el extranjero, se despertarían
grandes inquietudes sobre las lealtades de las
autoridades mexicanas residentes en el extranjero.
Ello resulta de vital importancia porque se podría
poner en entredicho la transparencia y limpieza
de los comicios que se celebren más allá de nues-
tras fronteras. El temor y la preocupación reside
en la posibilidad de que embajadores y cónsules
de carrera, así como de personal temporal se
conviertan en un instrumento al servicio de los
diferentes partidos y en auténticos agentes de
promoción política y propagandista en detrimento
de los intereses de la nación.

Por esta vía, los diputados que suscribimos esta
iniciativa ratificamos nuestro compromiso y
consideración con los intereses de la nación y
volvemos a dar testimonio de lucha para que esta
propuesta junto con algunos esfuerzos legislativos
que la anteceden se conviertan en letra escrita, a
fin de que la diplomacia mexicana se convierta no
en una herramienta partidista, sino en un compo-
nente profesional al servicio de la nación.

En base a lo expuesto, los diputados de distintos
grupos parlamentarios expresamos que nos en-
contraríamos lejos de contribuir al perfecciona-
miento de nuestra democracia, si no se sanciona
la práctica proselitista de carácter político-
partidista de miembros del servicio exterior.

Por último, reiteramos que ni la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos ni
el Código Penal para el Distrito Federal en Materia
de Fuero Común y para toda la República son su-
ficientes para guardar el principio de imparcialidad
de tipo político-partidista en el ejercicio del servicio
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exterior. Ni en esta legislación ni en el proyecto de
reforma que envía el Poder Ejecutivo se par-
ticulariza la obligación de los miembros del servicio
exterior mexicano a guardar imparcialidad de tipo
político-partidista en el desempeño de su empleo,
cargo u comisión, por ello resulta indispensable
propiciar las modificaciones necesarias a la ley y
al Reglamento que se nos presenta con el fin de
responder a los recientes requerimientos que nos
impone la realidad nacional y los nuevos tiempos
políticos.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento
en lo dispuesto por la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, nos permitimos someter a la
consideración de esta soberanía, por conducto de
la Cámara de Diputados, la siguiente

INICIATIVA

De reformas a los artículos 41 y 53 de la Ley del
Servicio Exterior Mexicano.

Artículo único. Se adiciona un párrafo segundo
al artículo 41 y una fracción VI al artículo 53, para
quedar como sigue:

“Artículo 41. . .

Asimismo abstenerse de realizar cualquier tipo de
proselitismo electoral o actividad partidista, así
como efectuar declaraciones que comprometan la
estabilidad política del país.

Artículo 53. . .

I a la V. . .

VI. Por violar lo dispuesto en el párrafo segundo
del artículo 41 del presente ordenamiento.”

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente después de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, a 8 de noviembre de 2001.—
Diputados: Heidi Storsberg Montes, Eddie Varón
Levy, Carlos Borunda Zaragoza, Efrén Leyva,
Tarcisio Navarrete, Eduardo Arnal, Adrián S.
Galarza, Lucio Fernández, José T. Lozano, Raúl
Gracia Guzmán, Martí Batres, José Manuel del Río,
Gustavo Carvajal, Hortensia Aragón Castillo,
Gustavo Riojas, Víctor M. Gandarilla, Víctor E.
Díaz Palacios, Alejandro Zapata, Abel Cuevas,

Ramón Mantilla González, Ricardo García
Cervantes, Bernardo de la Garza, José Luis
Novales, Enrique Herrera, Jorge A. Chávez Presa,
Erika Spezia, María de los Angeles Sánchez Lira,
Félix Castellanos Hernández, Jaime Cervantes,
José A. Calderón, Lionel Funes Díaz y Humberto
Mayans Canabal.»

El Presidente:

Se instruye a la Secretaría para que la ini-
ciativa en su conjunto, de manera íntegra, se
publique en la Gaceta Parlamentaria y se in-
cluya en el Diario de los Debates y que dicha
iniciativa se turne a la Comisión de Relaciones
Exteriores.

PARTICIPACION CIUDADANA

El Presidente:

Para presentar una iniciativa de reformas a los
artículos 35, 36, 71 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, se le concede
la palabra al diputado José Manuel del Río Virgen,
del Partido Convergencia por la Democracia Partido
Político Nacional.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

«José Manuel del Río Virgen, en mi carácter de
Diputado Federal de la LVIII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, de Convergencia
por la Democracia Partido Político Nacional, con
fundamento en los artículos 71 fracción II, 72 y
135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como de los artículos 55
fracción II, 56 y 62 del Reglamento Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometemos a la consideración de esta Cá-
mara de Diputados y de su soberanía representada
por todos y cada uno de ustedes, señoras y señores
legisladores, la presente iniciativa que adiciona una
fracción VI al artículo 35; adiciona un párrafo a la
fracción III del artículo 36; adiciona una fracción IV
al artículo 71, y reforma la fracción VI del artículo
73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, bajo la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Los mexicanos, históricamente decidimos optar
por la democracia, como única vía para alcanzar
las metas trazadas que en nuestra Carta Magna,
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visionariamente los constituyentes de 1917 plas-
maron. Titanes, sin duda alguna, son junto con
muchos héroes más de la Independencia, la reforma
y la Revolución, quienes nos mostraron y demos-
traron incluso con la sangre de sus propias vidas,
lo que sigue significando la libertad, soberanía,
igualdad, justicia, trabajo, seguridad social, respeto
a la legalidad y la educación popular.

Precisamente ésta, la educación, basada en el
resultado del progreso científico, debe seguir lu-
chando contra todo tipo de ignorancia y sus de-
vastadores efectos, contra las servidumbres, los
fanatismos y los prejuicios, logrando el desarrollo
armónico de las facultades del ser humano que
fomente en él, el amor a la patria y la conciencia
de solidaridad internacional en la independencia y
la justicia.

Las reformas constitucionales de 1934 y 1946 al
artículo 3o., concretaron los anhelos de los cons-
tituyentes de 1917, cuando éstos establecieron
que la educación es libre y laica. Empero, de
aquellos días y con las reformas efectuadas a la
fecha, la educación en el país sigue siendo la más
sentida demanda de los desheredados de la fortuna
nacional; aquellos millones que por generaciones
siguen esperando el arribo de la justicia social.

Nuestra Carta Magna establece que la educación
será democrática, considerándola no sólo como
una estructura jurídica y un régimen político, sino
como un sistema de vida fundado en el constante
mejoramiento, económico, social y cultural del
pueblo.

Que será nacional, en cuanto, sin hostilidades y
exclusivismos, atenderá a la comprensión de nues-
tros problemas, al aprovechamiento de nuestros
recursos, a la defensa de nuestra independencia
política, al aseguramiento de nuestra indepen-
dencia económica y a la continuidad y asegura-
miento de nuestra cultura.

Establece también, como una de sus principales
máximas, contribuir a la mejor convivencia humana,
robusteciendo la dignidad de la persona, la
integridad de la familia y los ideales de fraternidad
e igualdad de derechos de todos los hombres,
evitando así los privilegios de razas, de religión,
de grupos, de sexos y de individuos.

Lo anterior nos demuestra que aún tenemos una
visión muy corta de lo que debe significar la
educación en México, ya que no sólo se refiere
aquella que hoy se imparte a nuestros hijos desde
pequeños hasta la educación superior, cuando así

la situación económica lo permite. La que se im-
parte en forma todavía deficiente a la población
nacional analfabeta y que suma más del 9% de
los mexicanos más pobres.

Una revisión integral de los principios rectores de
la educación en el país, nos indica que la en-
señanza nacional, no sólo es transmisión de cono-
cimientos, saber leer y escribir, tener cualquier
profesión mediante el estudio. Su fin es más su-
premo; es para bien, transformar la realidad social
que nos rodea con pleno respeto a la norma jurídica
que da sustento a la convivencia civilizada de las
mujeres y hombres en el país. Es lograr en la so-
ciedad, una participación social más decidida y
responsable, que le augure mejores niveles de vida,
pero sobre todo, que le permita estar en posibilidad
de construir junto con el Gobierno y sus repre-
sentantes su propio futuro.

No es sólo tener más y mejores profesionistas,
técnicos o ningún analfabeta. No basta saber que
la educación en el país nos permite entender lo
que pasa a nuestro alrededor, su fin está precisa-
mente en utilizar lo aprendido reflexionando
primero, para cambiar las estructuras del poder
público, cuando éste se vuelve ineficiente, corrupto,
prepotente inoperante.

La educación nacional, compañeras y compañeros
diputados, va más allá del aula escolar, porque
desea que no sólo sus hijos jóvenes estén pre-
parados. La educación que la patria requiere,
también va dirigida a los sectores más diversos de
la sociedad, sociedad enriquecida por ese mosaico
pluricultural y hoy cada vez más democrática que
decidimos ser.

La educación que necesitamos impulsar todos y
cada uno de los mexicanos, también debe ser
aquella que siendo dirigida a los diversos sectores
de la sociedad, les permita en su cotidianidad,
fortalecer los principios de amor a la patria, soli-
daridad y civismo tres premisas fundamentales que
nos dan identidad y cohesión como país.

Fue la mayoría de la voluntad ciudadana la que
determinó el 2 de julio de 2000, darse una nueva
oportunidad de tener otro tipo de gobierno. Pero
esta nueva oportunidad no le garantiza que
realmente pueda ser o haya sido la adecuada. Será
el tiempo quien determinará si la mayoría estuvo o
no equivocada, porque si bien es cierto que México
ya vive en la alternancia política en los niveles
federal y estatal, también lo es que muchas veces
la decepción es grande y más aún frustrante,
cuando sabe que debe esperar el tiempo consti-
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tucional de encargo, para volver a sufragar por un
partido o candidato distinto, en virtud de que el
anterior simplemente no les cumplió.

Muchas veces su protesta es en silencio, porque
se siente impotente ante las medidas que el
Gobierno adopta y que considera perjudicial para
ellos. Un triunfo electoralmente constitucional no
otorga un poder absoluto al gobernante, para
disponer medidas políticas o económicas que
según él, son las más indicadas para el país.

La protesta por las acciones gubernamentales a
veces queda también truncada, cuando los ciu-
dadanos acuden con sus representantes populares
de sus distritos electorales, nosotros, señores
diputados, encontrando un “déjeme ver que se
puede hacer”, “está muy ocupado el señor diputado
legislando”, “se encuentra en una reunión muy
importante” y en el peor de los casos “luego, luego
lo vemos, platique con mi secretario”.

Así, cuando la demanda ciudadana no encuentra
respuesta por parte de los poderes Ejecutivo y
Legislativo, cuando se ha violado su derecho cons-
titucional de petición, por arrogancia, ocupación o
desinterés, vemos a los mexicanos utilizando otro
tipo de medidas para hacerse escuchar, muchas
veces con resultados lamentables y fatídicos para
los ciudadanos y la estabilidad del país.

Cierto es que hoy los mexicanos tienen en los
partidos políticos el mejor instrumento para acceder
a las esferas del poder democrático y cambiar sus
condiciones de vida en lo político, económico y
social, pero no siempre son éstos, los partidos
políticos, sus mejores aliados.

No podemos entender la competencia política si
no es a través de los partidos, pero la práctica y el
reclamo de la sociedad es en el sentido de que
los partidos se convierten muchas veces en ins-
trumentos de grupo más que en portadores y
representantes de una amplia participación ciu-
dadana.

Para algunos estudiosos, los partidos políticos son
órganos diseñados con el propósito explícito de
obtener el poder y en consecuencia sacrifican los
ideales más caros de la participación democrática.

Así, además advierten, que estas actuaciones son
la crítica más sentida a lo que hoy conocemos
como régimen de partidos. Pero además de ellas,
se desprenden otras, a saber: la supremacía de
los líderes partidistas sobre la organización misma
que representan; la consolidación “institucional” de

ciertas prácticas y decisiones excluyentes sobre
la voluntad soberana, la más abstracta de la nación;
los privilegios que los miembros de los partidos se
conceden a sí mismos y que le conceden también
a ciertos grupos aliados a ellos, como la burocracia
gubernamental, las grandes organizaciones sindi-
cales que les ofrecen votos o la falta de trans-
parencia en el ejercicio de sus poderes y del dinero
que se les otorga para cumplir con su labor.

Ante esto, los ciudadanos escépticos optan por
cambiar de partido o en otros casos, agruparse
con fines específicos que sin duda, lejos de debilitar
el pluralismo político, lo enriquecen sustancial-
mente, porque encuentran en estas formas de
participación lo que los partidos muchas veces les
negamos: vida democrática.

Así, la democracia no se agota en los procesos
electorales ni los partidos políticos tienen en ab-
soluto el monopolio exclusivo de la actividad
democrática. La democracia en México y el mundo,
es mucho más que una contienda entre partidos
políticos contendientes en la búsqueda del voto.

Por ello y por el bien del país, los ciudadanos deben
extender más allá de los votos la participación
ciudadana, convirtiéndola en algo más que una
sucesión de elecciones, en una actividad cívica
que muchas veces no les satisface realizar o les
es indiferente.

En ningún país del mundo con régimen demo-
crático la sociedad está totalmente satisfecha con
la participación de los partidos políticos hecha
gobierno y nuestro país por supuesto no es la
excepción. La incipiente democracia que vivimos
debemos fortalecerla para no repetir los errores
del pasado y que hoy, sin duda, nos ubican en los
no muy honrosos primeros lugares en materia de
respeto a la democracia, derechos humanos,
legalidad, desarrollo y justicia; por el contrario, los
fantasmas de la pobreza, la impunidad, corrupción,
desempleo e inseguridad pública rondan muy cerca
del caos y la revuelta.

Cabe agregar que en las conclusiones y pro-
puestas de la comisión de estudios para la reforma
de Estado editadas por la Universidad Nacional
Autónoma de México y presentadas en este año,
por primera vez se reconoce que la cultura política
debe ser tema de la agenda nacional y, por ello,
debe atribuirse al sistema educativo la res-
ponsabilidad de desarrollar en los educandos una
cultura política democrática, lo que confirma
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nuestros argumentos, en el sentido de que la edu-
cación en México tiene una visión universal.

Por ello, debemos impulsar figuras jurídicas que
nos permitan arribar en esta nueva etapa de nuestra
vida política y social, como un país de leyes, de
respeto a la legalidad, a la Constitución y el Estado
de Derecho y en este sentido, la democracia y
participación semidirectas son el camino idóneo.

Propuesta:

Convergencia por la Democracia es un partido que
busca con el concurso de la sociedad en general
un nuevo rumbo para la nación. Por ello, nos pro-
nunciamos por una mayor apertura de opciones a
la participación popular en la toma de las grandes
decisiones y en el conocimiento de la información
que se requiere para formar un criterio objetivo en
la opinión pública.

Nuestro partido sostiene que la iniciativa popular,
el plebiscito y el referendum, deben ser puntos de
partida para el trabajo político y para otorgar sen-
tido y contenido democrático a la administración
pública, compensando y complementando la par-
ticipación política de la ciudadanía en aquellos
asuntos de primordial importancia o de carácter
general que permitan corregir desvíos y, llegado el
caso, remover a los gobernantes y servidores pú-
blicos que contraríen la voluntad popular.

Bajo estas consideraciones, los militantes y sim-
patizantes de nuestro partido, Convergencia por la
Democracia, creemos firmemente que, figuras
como el plebiscito, referendum e iniciativa popular,
deben formar parte de nuestra vida constitucional,
jurídica y legal, a fin de fortalecer la cultura cívica,
la cultura de la legalidad y la cultura democrática
que impostergablemente debemos consolidar.

Referendum:

El Diccionario Jurídico Omeba, lo señala como
una institución en la transición entre un sistema
de democracia directa y el de una democracia
representativa y que consiste en una consulta que
se hace a los electores para que ratifiquen lo que
votaron sus representantes. Por otra parte, el Dic-
cionario Universal de Términos Parlamentarios, lo
define como un procedimiento jurídico por el que
se someten al voto popular leyes o actos ad-
ministrativos cuya ratificación debe ser hecha por
el pueblo.

El doctor Ignacio Burgoa señala que más que
implicar una fiscalización popular, es un verdadero

acto jurídico con que, en algunos casos, culmina
el proceso de formación legislativa y a través del
cual los ciudadanos, sin exponer sus razones ni
deliberar, dan o no su aquiescencia para que una
ley entre en vigor o sea que se permite al pueblo
intervenir directamente en la aprobación o rechazo
de las leyes.

Plebiscito:

Su origen se remonta a la república romana, en la
que la clase plebeya establecía sus propias leyes
y que hoy día es entendido como el procedimiento
por el que se somete a la aprobación directa de
los ciudadanos con derecho a voto una decisión
propuesta por los gobernantes.

Maurice Duverger menciona que se llama así al
voto de confianza personal dado a un hombre,
aunque sus resultados son conservadores, que nos
merece el derecho a la ciudadanía para resolver
por si misma los problemas importantes y evitar
que sus representantes acaparen todo el poder
político.

Iniciativa popular:

La entendemos como una figura jurídica por la que
se concede derecho al pueblo a fin de presentar
propuestas de gobierno a los gobernantes esta-
blecidos. El Diccionario Universal de Términos
Parlamentarios establece que la iniciativa popular,
consiste en la transmisión de la potestad de iniciar
el procedimiento de revisión constitucional o de
formación de la ley formal, a una determinada
fracción del cuerpo electoral.

Diferencia de conceptos:

El doctor Ignacio Burgoa menciona que los
plebiscitos originalmente fueron actos resolutivos
de la plebe, es decir, una clase social para la pre-
servación y mejoramiento de sus mismos intereses
colectivos frente a la clase patricia; en cambio el
referendum es un acto decisorio por virtud del cual
los ciudadanos emiten su voto adhesivo o repulsivo
a cualquier acción gubernativa que conforme a la
ley deba ser sometida para su aprobación.

Generalmente los conceptos de referendum y
plebiscito son considerados como sinónimos en
su aplicación; sin embargo, la naturaleza de estos
términos son diferentes, de tal forma que la
naturaleza jurídica del referendum es la de un acto
de ratificación, aprobación y de decisión; en
cambio la del plebiscito implica una alteración del
método precedente, ya que no afecta actos de
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naturaleza normativa, se refiere sólo a cuestiones
de hecho, actos políticos y medidas de gobierno,
especialmente afecto a cuestiones de carácter
tererritorial y materias relativas a la forma de
gobierno.

El autor italiano Gladio Gemma señala que tanto
el plebiscito como el referendum son pronun-
ciamientos populares sobre temas de relevancia
constitucional, señalando que el plebiscito implica
un menor espacio para la participación del cons-
tituyente primario, ya que se resta más para el
manejo de la opinión pública y por ende de los
resultados de su aplicación. Sin embargo, creemos
son de suma importancia dichas figuras de
participación semidirectas para el país.

Antecedentes en México:

La Constitución de 1917, por reforma al artículo
73, de 6 de diciembre de 1977, incluye en su frac-
ción VI apartado segundo, que el Congreso tiene
facultades para legislar en todo lo relativo al Distrito
Federal, que los ordenamientos legales y los
reglamentos que en la ley de la materia se deter-
minen, serán sometidos al referendum y podrán
ser objeto de iniciativa popular, conforme al
procedimiento que la misma ley señale.

En el sistema constitucional mexicano se incor-
poraron en 1977 dos procedimientos de la demo-
cracia semidirecta, al referir el artículo 73 fracción
VI de la Constitución, que las leyes y los regla-
mentos relativos al Distrito Federal son materia de
referendum y de iniciativa popular, de acuerdo con
lo preceptuado por la ley orgánica del citado
departamento. Así, los artículos 53 y 55 de la citada
ley establecían que la iniciativa popular es un
método de participación directa de los ciudadanos
del Distrito Federal, para proponer la formación,
modificación o derogación de ordenamientos
legales y reglamentarios de la propia entidad,
siempre que se compruebe que la citada iniciativa
se encontrara apoyada por un mínimo de 10 mil
ciudadanos.

Esta reforma desafortunadamente no tuvo el eco
deseado dentro de nuestro sistema político, ya que
las instituciones establecidas se quedaron a medio
camino, teniendo sólo reconocimiento consti-
tucional.

Las mencionadas reformas a la Ley Orgánica del
Departamento del Distrito Federal, publicadas en
el DOF de 29 de diciembre de 1978, señalaban en
el artículo 58, que el referendum era obligatorio
cuando los ordenamientos legales y los regla-

mentos en proceso de creación, modificación o
derogación, puedan tener actos sobre la totalidad
de los habitantes del Distrito Federal y corres-
pondan a la satisfacción de necesidades sociales
de carácter general y, será facultativo cuando los
ordenamientos y los reglamentos en proceso no
correspondan, en términos generales, a las carac-
terísticas dadas respecto al referendum obligatorio.

Después surgieron otras reformas a la fracción VI
del referido artículo 73 publicadas en el DOF de 10
de agosto de 1987, posteriormente se volvió a
reformar y fueron publicadas dichas reformas el 6
de abril de 1990, en las que se mencionaba el
origen de la Asamblea de Representantes del Dis-
trito Federal, abrogando todo lo relacionado al refe-
rendum  y, estableciendo en su base cuarta que
“para mayor participación ciudadana el gobierno
del Distrito Federal, además, establece el derecho
de iniciativa popular respecto de las materias que
son competencia de la Asamblea”, requiriendo para
su formal presentación un mínimo de 10 mil ciuda-
danos debidamente identificados.

Nuevamente el 25 de octubre de 1993 se vuelven a
realizar reformas al artículo y fracción en mención,
instituyendo la facultad del Congreso para expedir
el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, mismo
que fue publicado el 26 de julio de 1994, en el que
se abrogan por completo todos los términos de
participación semidirecta.

Comentarios generales:

Jesús Reyes Heroles, en su obra Tendencias
Actuales del Estado, menciona que desde la De-
claración de los Derechos del Ciudadano de 1789
y en la Constitución francesa de 1791, los con-
ceptos de soberanía popular y de representación
política son consignados universalmente; podría
decirse, como elementos insustituibles del estado
moderno. De ahí en adelante, el Estado tendrá
siempre en cuenta que la soberanía reside en el
pueblo y que su legitimación como organismo
estatal depende que sea representativo de la
soberanía popular.

En este sentido, Francisco Berlín Valenzuela nos
dice que en México ha existido incomprensión total
a estos términos de participación popular, tal vez
por la estrecha perspectiva de lo que significa,
dando lugar a una actitud negativa para la implan-
tación, al parecer, porque su práctica puede ser
adversa en un momento dado a las decisiones
gubernamentales. Pero añade que es probable que
al principio en un país como el nuestro pudiera ser
manipulado un referendum, plebiscito o iniciativa
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popular, pero que en la medida que el pueblo se
acostumbrara a vivir y practicar estas formas, que
por otra parte son promotores de instrucción pu-
blica, las posibilidades de su manipuleo serían
cada vez más limitados.

Diego Valadés afirma, que de poco o nada serviría
que la Constitución o algún otro ordenamiento
jurídico consagrase una institución como éstas,
si de su reglamentación resultaran restricciones
para su ejercicio; de ser éste el caso, se estaría
siguiendo más la tradición del referendum, del
plebiscito o de la iniciativa popular como un ins-
trumento de manipulación y control de la ciuda-
danía.

En este sentido, debemos destacar que aunque
hablamos de que somos un país democrático, no
podemos recibir este calificativo, si no instru-
mentamos un mecanismo efectivo y seguro de dar
fuerza y vida a la soberanía del pueblo, no sólo
con su instauración constitucional, sino también
instituyéndose en leyes ordinarias, secundarias o
reglamentarias de la propia Constitución en
aquellos casos considerados como trascendentes
e importantes.

Por otra parte, las anteriores reformas que se han
mencionado no han dejado satisfechos a los ciu-
dadanos, de tal forma que sigue siendo el Congreso
de la Unión el encargado para buscar mejores
formas de participación ciudadana, pugnando por
una mayor participación política hoy día, en el que
el mundo se encuentra ante una serie de tras-
formaciones económicas, sociales y políticas, lo
cual redundaría también en abandonar acciones
de paternalismo gubernamental y responsabilizaría
al pueblo en decidir que derroteros seguir en
beneficio del mismo.

Debe destacarse que varios países cuentan con
estas figuras de participación semidirecta como:
Brasil, Cuba, Uruguay, Ecuador, Panamá, Chile,
Colombia y Costa Rica, entre otros.

Debemos darnos la oportunidad de lograr una mejor
participación para los mexicanos y su destino, por
ello es importante que incorporemos en nuestra
Constitución estas figuras jurídicas que permitirán
un país más democrático y justo.

Por lo antes expuesto, se somete a la consi-
deración de esta soberanía, las siguientes

REFORMAS CONSTITUCIONALES

Artículo único. Se adiciona una fracción VI al
artículo 35; se adiciona un párrafo a la fracción III

del artículo 36; se adiciona una fracción IV al
artículo 71 y se reforma la fracción VI del artículo
73 de la Constitución Política Mexicana, para
quedar en los siguientes términos.

“Artículo 35. Son prerrogativas del ciudadano:

I. Votar en las elecciones populares;

II. Poder ser votado para todos los cargos de elec-
ción popular y nombrado para cualquier otro em-
pleo o comisión, teniendo las calidades que esta-
blezca la ley;

III. Asociarse individual y libremente para tomar
parte en forma pacífica en los asuntos políticos
del país;

IV. Tomar las armas en el Ejército o Guardia
Nacional para la defensa de la República y de sus
instituciones, en los términos que prescriben las
leyes y

V. Ejercer en toda clase de negocios el derecho
de petición;

VI. Participar en los procesos de referendum,
plebiscito e iniciativa popular. La ley regulará los
procedimientos de éstos.

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la
República:

I. Inscribirse en el catastro de la municipalidad,
manifestando la propiedad que el mismo ciudadano
tenga, la industria, profesión o trabajo de que sub-
sista; así como también inscribirse en el registro
nacional de ciudadanos, en los términos que
determinen las leyes.

La organización y el funcionamiento permanente
del registro nacional de ciudadanos y la expedición
del documento que acredite la ciudadanía mexica-
na, son servicios de interés público y, por tanto,
responsabilidad que corresponde al Estado y a los
ciudadanos en los términos que establezca la ley;

II. Alistarse en la Guardia Nacional;

III. Votar en las elecciones populares en los térmi-
nos que señale la ley; así como participar en los
procesos de referendum y plebiscito, de confor-
midad con la ley competente.

IV. Desempeñar los cargos de elección popular de
la Federación o de los estados, que en ningún caso
serán gratuitos y
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V. Desempeñar los cargos concejiles del municipio
donde resida, las funciones electorales y las del
jurado.

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos
compete:

I. Al Presidente de la República;

II. A los diputados y senadores al Congreso de la
Unión;

III. A las legislaturas de los estados;

IV. A los ayuntamientos vía sus legisladores locales
o federales y los ciudadanos, mediante iniciativa
popular, en los términos que establezca la ley.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. Para admitir nuevos estados a la Unión Federal;

II. Derogada;

III. Para formar nuevos estados dentro de los lími-
tes de los existentes, siendo necesario al efecto:

1o. Que la fracción o fracciones que pidan erigirse
en estados, cuenten con una población de 120 mil
habitantes, por lo menos.

2o. Que se compruebe ante el Congreso que tienen
los elementos bastantes para proveer a su
existencia política.

3o. Que sean oídas las legislaturas de los estados
de cuyo territorio se trate, sobre la conveniencia o
inconveniencia de la erección del nuevo Estado,
quedando obligadas a dar su informe dentro de
seis meses, contados desde el día en que se les
remita la comunicación respectiva.

4o. Que igualmente se oiga al Ejecutivo de la
Federación, el cual enviará su informe dentro de
siete días, contados desde la fecha en que le sea
pedido.

5o. Que sea votada la erección del nuevo Estado
por dos terceras partes de los diputados y sena-
dores presentes en sus respectivas cámaras.

6o. Que la resolución del Congreso sea ratificada
por la mayoría de las legislaturas de los estados,
previo examen de la copia del expediente, siempre
que hayan dado su consentimiento las legislaturas
de los estados de cuyo territorio se trate.

7o. Si las legislaturas de los estados de cuyo te-
rritorio se trate no hubieren dado su consenti-
miento, la ratificación de que habla la fracción
anterior deberá ser hecha por las dos terceras
partes del total de las legislaturas de los demás
estados;

IV. Para arreglar definitivamente los límites de los
estados, terminando con las diferencias que entre
ellos se susciten sobre las demarcaciones de sus
respectivos territorios, menos cuando estas
diferencias tengan un carácter contencioso;

V. Para cambiar la residencia de los supremos
poderes de la Federación y

VI. Para aprobar los proyectos de ley que deban
someterse a referendum e iniciativa popular.”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Las entidades federativas deberán
adecuar sus constituciones y legislación secun-
daria, para lograr el pleno funcionamiento de las
figuras de participación semidirecta que se pro-
ponen en el presente decreto, en un plazo no mayor
de 90 días contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto.

México, D.F., a 8 de noviembre de 2001.— Dipu-
tado José Manuel del Río Virgen, de Convergencia
por la Democracia Partido Político Nacional.»

Señor Presidente: solicito respetuosamente que
el texto íntegro de esta iniciativa se inserte en el
Diario de los Debates y le ruego también se envíe
a la Comisión de Puntos Constitucionales.

Muchas gracias, compañeras y compañeros.

El Presidente:

Muchas gracias, diputado José Manuel del Río
Virgen.

Y se instruye a la Secretaría para que el texto
íntegro de la iniciativa se incluya en el Diario
de los Debates y en la Gaceta Parlamentaria.

Túrnese la iniciativa a la Comisión de Puntos
Constitucionales.

Para presentar una iniciativa...
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El diputado Miguel Gutiérrez Hernández
(desde su curul):

¡Señor Presidente!

El Presidente:

Si, dígame, diputado Gutiérrez.

El diputado Miguel Gutiérrez Hernández
(desde su curul):

Si, señor Presidente.

Es en relación a una amable solicitud, en virtud de
que esta iniciativa es concerniente a los trabajos
que en esta materia venimos desarrollando en la
Comisión de Participación Ciudadana y que así lo
estipula el decreto por el que la creó. Solicitamos
amablemente que también sea turnada a la misma.

El Presidente:

Bueno, el tema es estrictamente del ámbito de
las reformas constitucionales. Es decir, en ese
sentido es de la competencia de la comisión a la
que se ha turnado justamente. Sin embargo, se
puede dar visto y conocimiento a dicha comisión
para su conocimiento y emita opinión, pero el
dictamen se prepara por la Comisión de Puntos
Constitucionales.

Para presentar iniciativa de reformas al artículo 259-
bis del Código Penal Federal, se concede el uso
de la palabra a la diputada Norma Patricia Riojas
Santana.

El diputado Miguel Gutiérrez Hernández
(desde su curul):

Permítame comentarle, señor Presidente, que
inclusive ya es materia de revisión en esta comisión
una iniciativa en el mismo sentido sobre la iniciativa
popular, que también es una parte de la reforma
de Estado y recordar e insistir que en el decreto
que creó oficialmente por este pleno a nuestra
comisión, considera que es materia de nuestra
comisión precisamente este tema. Por lo que vuelvo
a insistir que tan amablemente sea turnada a
comisiones unidas de Puntos Constitucionales y
desde luego de Participación Ciudadana.

El Presidente:

Mire, diputado Gutiérrez, ha sido práctica de esta
mesa directiva que cuando el tema corresponde a
una reforma constitucional se le otorgue a la
Comisión de Puntos Constitucionales. Las reformas
en materia constitucional son de muy diversa
índole: afectan asuntos de orden laboral, de orden
de salud, de muchos temas, pero son de la
jerarquía de una norma constitucional. Por eso se
turnan a dicha comisión. Si fuera práctica de que
además de la Comisión de Puntos Constitucio-
nales se le turnase a la comisión que tuviera alguna
injerencia en el tema, todos los temas en materia
constitucional estarían siendo turnados a comisio-
nes unidas.

Si usted gusta podríamos posteriormente discutir
el turno, pero esta mesa directiva accede a que la
Comisión de Participación Ciudadana se le dé
conocimiento de dicha iniciativa para que emita
opinión y con mucho gusto usted se puede incon-
formar con este turno y en su momento se puede
hacer una reconsideración.

Diputado José Manuel del Río Virgen: usted es el
ponente de la iniciativa.

El diputado José Manuel del Río Virgen
(desde su curul):

Señor Presidente:

Le agradezco mucho su consideración, pero
respetuosamente le rogaría que se obsequiara la
petición de mi compañero diputado, para que se
enviara a la Comisión de Participación Ciudadana.
Yo le rogaría que, si es posible, se trasladara
también a ella.

El Presidente:

Señor diputado José Manuel del Río Virgen: usted
es el que ha presentado la iniciativa. Es, sin
embargo, criterio de esta mesa directiva y lo ha
sido desde el año pasado, el de tratar de facilitar
el trabajo de las comisiones. En la medida en que
se turnen a más comisiones el trabajo se dificulta
por razones desde la convocatoria y el trabajo
compartido. Por eso con mayor razón en temas
de materia constitucional se ha procurado, hasta
hoy, prácticamente turnar exclusivamente a la
Comisión de Puntos Constitucionales.



2531

AÑO II. No. 24 CAMARA DE DIPUTADOS NOVIEMBRE 8, 2001

Nuestra legislación aún está muy lejos de poder
llegar a regular las relaciones humanas, de tal
manera que queden encuadradas dentro de un tipo
penal establecido cada una de las variantes da-
ñinas de las mismas.

La preocupación de nosotros como legisladores y
sobre todo como ciudadanos es el poder brindarle
a los grupos más vulnerables un medio de defensa
para poder ampararse en nuestras leyes y poder
así buscar la solución a sus conflictos, encontrando
una forma de corregir por vía legal los abusos de
los que son víctimas.

El artículo 259-bis del Código Penal Federal tipifica
el delito de hostigamiento sexual entendido como
una conducta de naturaleza sexual, que afecta la
dignidad de la mujer y del hombre dentro de las
relaciones laborales, docentes, domésticas o
cualquier otra donde exista un vínculo de subor-
dinación. El hostigamiento sexual ocurre con
frecuencia en una situación en la cual el acosador
tiene más poder que la persona acosada.

Ahora bien, muchas mujeres desconocen lo que
es el acoso y el hostigamiento sexual. Algunas lo
sufren, pero no lo identifican como tal y si lo iden-
tifican, no lo denuncian por temor a represalias o
porque desconocen sus derechos. Este com-
portamiento también puede darse de parte de una
mujer hacia un hombre, entre homosexuales o bien
de homosexuales a heterosexuales.

La definición de acoso u hostigamiento sexual
comprende los siguientes aspectos:

• Conductas físicas de naturaleza sexual: son los
contactos físicos indeseados e innecesarios como
tocamientos, palmadas, pellizcos, rozamientos
contra el cuerpo del otro, de igual manera la agre-
sión y obligación de realizar el acto sexual (este
último delito tipificado en el artículo 260 del Código
Penal Federal).

• Comportamientos basados en el sexo: son aque-
llos que denigran, ridiculizan, intimidan o física-
mente son abusivos para hombres y mujeres a
causa de su sexo, asimismo comentarios ofensivos
sobre la vestimenta o apariencia. Por lo común
las mujeres son más hostigadas; sin embargo,
también se han dado casos en que los hombres
han sido hostigados sexualmente.

• Conducta verbal de naturaleza sexual: son in-
sinuaciones no deseadas, proposiciones o pre-
siones para mantener una relación sexual, coque-
teos ofensivos, comentarios, chistes, indirectas,

Si usted así lo solicita y siendo usted quien
presenta la iniciativa, para darle respuesta a
usted que ha presentado la iniciativa se
obsequia su planteamiento. Túrnese en conse-
cuencia a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales y de Participación Ciudadana, a
petición del diputado José Manuel del Río
Virgen. Comisiones unidas.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente:

Para presentar iniciativa de reformas al artículo
259-bis del Código Penal Federal, se le ha conce-
dido la palabra a la diputada Norma Patricia Riojas
Santana.

Adelante, diputada.

La diputada Norma Patricia Riojas Santana :

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Señora Presidenta de la mesa directiva de la
Cámara de Diputados.— Presente

La suscrita, diputada federal a la LVIII Legislatura
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, integrante del Partido de la Sociedad
Nacionalista, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71 fracción II y 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; la
fracción II del artículo 55 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, pongo
a consideración de esta honorable Asamblea la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 259-bis del Código Penal Federal bajo el
tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Es bien conocido que dentro de la sociedad, las
relaciones humanas se llegan a tornar conflictivas
y que desgraciadamente el uso de la fuerza y
agresión tanto física como sicológica, se hacen
cotidianas, llegando a extremos tales de obsesión
por parte de una persona que derivan en conductas
patológicas y originan crímenes nefastos.

De ahí que cada día vemos con más frecuencia
que los índices de violencia intrafamiliar y violencia
en las relaciones humanas en general, se
acrecientan día con día.
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sarcasmos, invitaciones o propuestas no bien-
venidas.

• Comportamiento no verbal de naturaleza sexual:
es el despliegue de retratos pornográficos u otras
fotografías ofensivas, miradas o gestos libidinosos.

Existen estudios donde el hostigamiento se define
como la percepción del uso de autoridad de manera
explícita o implícita que persigue una meta sexual,
supone la imposición no deseada de requerimientos
o favores sexuales en una relación desigual, que
influyen negativamente en las posibilidades, el
desempeño, las condiciones o el ambiente laboral,
educativo y social de quienes lo sufren.

El hostigamiento sexual es un problema grave que
atenta contra los derechos humanos, sexuales y
laborales, siendo vulnerables las mujeres y
hombres sin importar su estado civil, edad, prefe-
rencia sexual, status económico y social. Este
problema no es nuevo, en el pasado se asimilaba
a problemas personales o simplemente se negaba,
pero día a día el muro del silencio que lo entorna
ha comenzado a desquebrajarse con las de-
nuncias que presentan las víctimas de este delito.

El hostigamiento sexual, entendido en sus dife-
rentes expresiones, llega a crear en la víctima un
desequilibrio total, manifestándose por dolores de
cabeza, insomnios, hipertensión, nerviosismo,
crisis de lágrimas, bulimia, sentimientos de temor,
de ansiedad, de vulnerabilidad y de humillación.
Los síndromes pueden ser múltiples, variados y
no sólo se manifiestan a nivel personal, sino tam-
bién profesional, como puede ser la degradación
del ambiente de trabajo, evaluaciones o culpa-
bilidades injustas, horas de trabajo reducidas, ex-
ceso de trabajo, medidas disciplinarias o decisión
de no contratar. En muchos casos la presión es a
menudo tan fuerte que impulsa a las víctimas a
renunciar cuando no son despedidas brutalmente.

La regulación en el Código Penal Federal de este
aspecto en cuanto a que el hostigamiento se
realice por un superior jerárquico a un subordinado
derivado de sus relaciones laborales, de docencia,
domésticas o cualquier otra que implique subor-
dinación, se encuentra perfectamente normado,
pues este fenómeno constituye, como ya se dijo,
una violación a la autonomía sexual de las personas
y a sus derechos humanos, una práctica discri-
minatoria y un riesgo laboral al crear condiciones
hostiles, una negación a la igualdad de trato y
oportunidades de las personas en el trabajo.

En comparación con otros países y sindicatos inter-
nacionales, en México el tratamiento del hosti-

gamiento sexual en el trabajo es deficiente y falta
mucho por hacer. Actualmente no se cuenta con
estadísticas oficiales sobre el grado de incidencia
en los diversos centros de trabajo; existen muy
pocas investigaciones al respecto. En las leyes
mexicanas su previsión y sanción son mínimas;
sin embargo, hay testimonios y denuncias que
evidencian que el hostigamiento sexual es una
práctica común en los centros de trabajo y en la
docencia.

Sin embargo, es conveniente preguntarnos: ¿qué
es lo que pasa cuando el que hostiga no es de
ninguna forma superior jerárquico y la víctima no
es un sujeto subordinado en ningún aspecto?
¿Cómo puede una mujer u hombre acudir ante la
autoridad para que se le administre justicia, si la
persona que está realizando una conducta con
implicaciones sexuales, no solicitadas ni deseadas,
sea verbal o física por quien la recibe, reiterada o
que habiendo ocurrido una sola vez, provoca efectos
perjudiciales, es un compañero de trabajo, un
cliente, una amigo o un vecino?

El artículo 259-bis deja fuera a todos aquellos,
sujetos que sin caer en el supuesto de valerse de
su posición jerárquica, realizan actos equiparables
encaminados a conseguir en el ánimo de la víctima
una angustia igual, provocada por la insinuación
reiterada y el ataque a su integridad moral y
sicológica, ya que no está de más recordar que
no solamente se encuentra la hipótesis que se
menciona en el artículo 260 en el cual se hace
alusión del acto sexual o la obligación de ejecutarlo,
mismo que está encaminado netamente al acto
físico, sino que también existe la posibilidad de
que el hostigamiento se lleve a cabo por medio de
amenazas o de intervenir en el ánimo de la víctima
y en su tranquilidad emocional y eso es de igual
forma un hostigamiento sexual.

De ahí que encontremos la imperiosa necesidad
de modificar este artículo, para que el delito de
hostigamiento sexual no sólo tome como requisito
necesario que el individuo que hostiga sea un
superior jerárquico dentro de relaciones laborales,
docentes, domésticas o cualquiera que implique
subordinación, para poderse actualizar tal hipó-
tesis; sino que de igual forma puede darse en
cualquier tipo de relación humana, ya que al no
estar tipificado, queda totalmente fuera del alcance
legal y como se desprende de la lectura del ar-
tículo 259-bis, se excluye a los amigos, com-
pañeros laborales, vecinos, novios, ex cónyuges
etcétera y, por tanto, es necesario que se legisle
en este sentido con el fin de proteger a las víctimas
para comenzar a erradicar este problema.
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En este contexto la reforma que propongo va enca-
minada a que el hostigamiento sexual se traslade
a un plano que no sea exclusivamente laboral,
docente o doméstico; es decir, que se haga
extensivo a los ámbitos de vecindad, amistad,
compañerismo; es decir, que la conducta típica
se extienda a los campos antes mencionados y
que no se limite exclusivamente al ámbito laboral
o de docencia.

Por otro lado, el artículo 259-bis del Código Penal
Federal debe de ser reformado, cambiando la
palabra “lascivos” por otra que resultare entendible
a todas las personas, en virtud de que su significado
es poco comprensible; esto con base en que los
diccionarios jurídicos que sólo lo definen como:
“propenso a los deleites carnales”,  además lo
relacionan a adjetivos de juguetón, bromista,
burlón. Por lo que “lascivos” no sólo debe enten-
derse como el deleite carnal, como lo establece
su definición etimológica: lascivus: juguetón, del
laxus: suelto, flojo, sino debe de cambiarse a una
palabra más adecuada al tipo penal buscado y que
no sólo contemple todas aquellas conductas ten-
dientes a buscar un placer sexual por medio de
conductas carnales físicas, sino también que abarque
hostigamiento sexual, emocional y sicológico.

Por las anteriores razones considero que debe
existir una palabra o frase adecuada a la realidad
mexicana, para que las conductas realizadas por
el sujeto activo encuadren en el tipo penal deno-
minado “hostigamiento sexual” y que el Ministerio
Público o juez, según sea el caso y el momento
procesal, al analizar los hechos realice una
interpretación correcta del precepto legal y no deje
fuera de este supuesto varios hechos constitutivos
de delito.

Por tales razones se propone modificar el
enunciado que cito:

Artículo 259-bis.  Al que con fines lascivos asedie
reiteradamente a persona de cualquier sexo...

Por el siguiente:

“Artículo 259-bis.  Al que asedie, acose o solicite
favores de naturaleza sexual, reiteradamente, para
sí o para un tercero...”

Todo ello en virtud de que el hostigamiento sexual
no necesariamente se da cara a cara entre el sujeto
pasivo y el sujeto activo, ya que a través de un
tercero o bien por el uso de la tecnología se puede
hostigar como pudieran ser las llamadas por te-
léfono, correo electrónico, cartas, fax, es decir, a

través de esos medios un superior jerárquico, un
vecino, amigo, compañero de trabajo, puede mo-
lestar a otra persona provocando en esta última
temor, miedo, inseguridad, angustia etcétera.

El derecho mexicano tiene que otorgar a todos
sus gobernados la seguridad que requieren para
desempeñar su función social adecuadamente, sin
el temor de que sea despedida, no ascendida, no
promovida e incluso las personas que aspiran a
un empleo, no conseguirlo, reprobar una materia,
tratándose de la relación jerárquica que sea o bien
de realizar su vida como normalmente lo hace en
el caso de no existir ningún tipo de vínculo de je-
rarquía o subordinación, sin la angustia constante
de tener que rendir favores sexuales a personas
de cualquier sexo.

Asimismo, el artículo vigente nos menciona en su
texto que: “si el hostigador fuese servidor público
y utilizase los medios o circunstancias que el
encargo le proporcione, se le destituirá de su
cargo”.

Al parecer los legisladores que crearon este
artículo no quisieron caer en un error de cacofonía
y decidieron sustituir la palabra cargo por encargo,
cuando lo más conveniente es que dijera: “...
utilizase los medios o circunstancias que el cargo
le proporcione, se le destituirá del mismo”, ya que
lo que está perdiendo el servidor público al caer en
este supuesto es su cargo o empleo que desem-
peña en ese momento, mas no un encargo, el cual
pudiese entenderse de muchas maneras.

Por otro lado, la propuesta de modificación a la
sanción para este delito, se basa en que es irrisoria
la penalidad vigente y distante totalmente de la
realidad, la cual desgraciadamente ha sobrepa-
sado los límites que los legisladores que redactaron
este artículo ni siquiera pudieron llegar a contem-
plar. En este sentido propongo que la penalidad
para el delito de hostigamiento sexual sea de seis
meses a dos años de prisión y eliminar la sanción
que actualmente se contempla para este delito,
que es hasta de 40 días de multa.

Retomando las palabras de Martin Luther King:
“los decretos judiciales no podrán cambiar el
corazón del hombre, pero sí pueden restringir a
los hombres que no tienen corazón”, podemos
asegurar que no es suficiente la ley para combatir
el hostigamiento sexual como práctica que viola
los derechos humanos; sin embargo, el aumento
de la penalidad contribuirá a que este tipo de
conductas delictivas disminuya paulatinamente a
cambiar la realidad mexicana en este sentido. Es
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preciso además iniciar una campaña educativa
para cambiar la mentalidad retrograda y patriarcal
que existe en nuestra sociedad y lograr que las
relaciones entre mujeres y hombres se funda-
menten en el respeto mutuo.

Por otro lado, el segundo párrafo del artículo 259-bis
establece que sólo será punible el hostigamiento
sexual cuando se cause un daño o perjuicio. El
daño y perjuicio no debe limitarse a la definición
civil, entendido como la pérdida o menoscabo
sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento
de una obligación y la ganancia o beneficio que
racionalmente esperado ha dejado de obtenerse,
respectivamente, conceptos que encuadran en el
actual tipo, ya que sólo se hace referencia a la
subordinación que existe entre el hostigador y la
víctima por las relaciones laborales, docentes o
domésticas. El concepto de daño debe extenderse
a otras materias como lo señalan las definiciones
del licenciado Marco Antonio Díaz de León y
Carmen García Mendieta, cito:

“Daño: es el perjuicio, lesión, detrimento en la
persona, bienes o valores sociales o morales de
alguien”.

Es ineludible que el hostigador no sólo causa daño
material, sino también moral, pues la persona sufre
en sus sentimientos, en su honor, en su conside-
ración laboral o social a causa del hecho dañoso.
El artículo 259-bis debe ser reformado para que
contemple el perjuicio y el daño en su doble
aspecto: material y moral.

Compañeras y compañeros legisladores, el
hostigamiento sexual no es un problema de edad,
comportamiento o manera de vestir de las perso-
nas, principalmente de las mujeres, pues existen
evidencias de que hasta las niñas, ancianas y
religiosas e incluso los hombres, también son
víctimas de violencia sexual. El problema es poco
denunciado y el proceso legal se caracteriza por
ser lento, engorroso y corrupto y por lo regular no
es favorable a las mujeres y hombres, quienes a
pesar de que son soslayados en su integridad fí-
sica, emocional y productiva no cuentan con
mecanismos legales adecuados para poder
acceder a la procuración de justicia.

La experiencia en atención de estos casos
demuestra que se niega la existencia de hostiga-
miento sexual en los centros de trabajo, ya que
los jefes se consideran respetables; se dice que
la afectada “exagera los hechos”, se habla de la
falta de humor de las mujeres, la libertad de
expresión, la camaradería masculina y la
vestimenta de las y los afectados, se argumenta

que las mujeres hostigan también a los hombres,
exagerando el número de casos y probablemente
se pasará en silencio cuando el hostigamiento es
realizado por personas del mismo sexo porque es
muy delicado, en la docencia es más notorio el
solapamiento y encubrimiento de las autoridades
escolares de los maestros hostigadores y en el
caso de amigos, vecinos, compañeros de trabajo,
clientes o conocidos, como es un supuesto no
contemplado en la ley el acceso a la justicia es
nulo, existiendo un vacío en la ley que es necesario
llenar.

La iniciativa que hoy propongo responde a la ne-
cesidad de promover y ejecutar una normatividad
legal que pretende amparar, efectivamente, a las
personas que podrían verse afectadas por el
hostigamiento sexual, así como el promover la
creación de un ambiente que permita el desarrollo
de relaciones laborales, docentes, de amistad o
cualquier otra que no implique una relación de
subordinación, dentro de un marco de respeto y
equidad. Vemos que nadie sale ganando con esta
conducta, es por eso que debemos erradicarla y
la prevención debe ser la herramienta para ello.

Lo importante es que tanto mujeres como hombres
tomemos conciencia de que se están violando
nuestros derechos cuando somos víctimas de esta
forma de violencia; que debemos reaccionar frente
al hostigamiento tanto de manera individual como
en grupo y que debemos de aprovechar toda oportu-
nidad para transmitir conocimientos y brindar
apoyo a las víctimas de este comportamiento
indigno, por lo que es un imperativo para todos los
legisladores empezar por definir que se entiende
por esta conducta de una manera más amplia y
menos restrictiva, estableciendo sanciones
penales acordes a la realidad y no irrisorias
sanciones pecuniarias y así comenzar a combatir
eficazmente esta conducta deleznable.

Bajo principios como el derecho al trabajo, a la
educación, a la intimidad, a la dignidad, a la igual-
dad, a la igualdad de oportunidades y a la integridad
física, sexual y emocional, presentamos la inicia-
tiva de decreto que reforma el artículo 259-bis del
Código Penal Federal, con la finalidad de prevenir,
desalentar, prohibir y sancionar esta grave con-
ducta y responsabilizar a las instituciones públicas
y privadas, de tomar medidas expresas para
mantener el lugar de trabajo o de estudio, libre de
hostigamiento sexual.

Por lo anteriormente expuesto, presento la si-
guiente
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INICIATIVA

Con proyecto de decreto que reforma el artículo
259-bis del Código Penal Federal:

Artículo único. Se reforma el artículo 259-bis del
Código Penal Federal, para quedar en los siguien-
tes términos:

“Artículo 259-bis. Al que asedie, acose o solicite
favores de naturaleza sexual, reiteradamente, a
personas de cualquier sexo para sí o para un
tercero, sin importar la relación existente entre
ellos, se le impondrá sanción de seis meses a
dos años de prisión.

Si el hostigador fuese servidor público y utilizase
los medios o circunstancias que el cargo le
proporcione, además de la pena señalada se le
destituirá de su cargo.

Solamente será punible el hostigamiento sexual
cuando se cause un perjuicio o daño, material o
moral.

Este delito se perseguirá por querella.”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Cámara de Diputados, a 8 de octubre de 2001.—
Diputados federales a la LVIII Legislatura del
Congreso de la Unión: Norma Patricia Riojas
Santana PSN; Bertha Alicia Simental García, PSN;
Gustavo Riojas Santana , PSN; Luis Alberto
Villarreal García, PAN.

Es cuanto, señor Presidente.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos.

El siguiente punto del orden del día es el relativo a
los dictámenes de primera lectura.

Ruego a la Secretaría proceder.

PETROLEOS MEXICANOS

La secretaria Martha Silva Sánchez González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— LVIII Legislatura.

Honorable Asamblea: a la Comisión de Gober-
nación y Seguridad Pública fue turnada para su
estudio y dictamen la iniciativa presentada por los
diputados integrantes del grupo parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, de la LVIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, que pro-
pone la reforma del segundo párrafo del artículo
7o., de la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos y
Organismos Subsidiarios.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos
39, 40 y 44 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por los numerales 65, 66, 85, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, esta Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública somete a la consideración de
esta Asamblea el presente dictamen, a partir de
los siguientes

ANTECEDENTES

1. El  21 de febrero de 2001, los diputados referidos
en el proemio de este dictamen, presentaron ante
el pleno de la Cámara de Diputados la iniciativa de
reforma a la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos
y Organismos Subsidiarios, en su artículo 7o., se-
gundo párrafo. En esa misma fecha, la mesa direc-
tiva de la Cámara de Diputados la turnó para su
estudio y dictamen a la Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública.

2. El objeto de la iniciativa es la reforma del segun-
do párrafo del artículo 7o. de la Ley Orgánica de
Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios,
a efecto de que los secretarios de Medio Ambiente
y Recursos Naturales y de Hacienda y Crédito
Público, formen parte del Consejo de Adminis-
tración de Petróleos Mexicanos.
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Con base en los antecedentes mencionados, los
integrantes de esta Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública, formulamos las siguientes

CONSIDERACIONES

I. Los autores de la iniciativa señalan en la expo-
sición de motivos que es muy alta la respon-
sabilidad de Pemex por el deterioro de numerosos
sitios en los que realiza actividades de explora-
ción, perforación y explotación. Que durante
muchos años las comunidades han visto afectado
su medio ambiente y han demandado que Petró-
leos Mexicanos restaure y aplique técnicas menos
depredatorias. Asimismo, que en materia de conta-
minación es preferible la prevención a la restau-
ración y por el considerable volumen de emisiones
de Pemex y sus organismos subsidiarios como
Pemex-Exploración y Producción; Pemex-Refina-
ción; Pemex-Gas y Petroquímica Básica y Pemex-
Petroquímica, consideran indispensable la presen-
cia de un representante del Estado que tenga un
profundo conocimiento aunado a una fuerte capaci-
dad de gestión y de implementación y supervisión
en asuntos ambientales, para que Pemex, la mayor
empresa del Estado mexicano, sea un ejemplo de
conciencia ecológica para el resto de las entidades
públicas y privadas.

II. Esta comisión dictaminadora está de acuerdo
con la justificación que los iniciadores hacen valer
únicamente en cuanto a que el Secretario de Medio
Ambiente y Recursos Naturales forme parte del
consejo de administración de Petróleos Mexicanos,
no así el Secretario de Hacienda y Crédito Público,
toda vez que no existe justificación alguna y los
iniciadores no esgrimieron motivación para ello.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión
de Gobernación y Seguridad Pública, sometemos
a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados, el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

Por el que se reforma el segundo párrafo del artículo
7o. de la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos y
Organismos Subsidiarios.

Artículo único. Se reforma el segundo párrafo del
artículo 7o. de la Ley Orgánica de Petróleos Mexi-
canos y Organismos Subsidiarios, para quedar
como sigue:

“Artículo 7o. . .

Seis representantes del Estado designados por el
Ejecutivo Federal, entre los que deberá estar el
Secretario de Medio Ambiente y Recursos Natu-

rales y cinco representantes del Sindicato de
Trabajadores Petroleros de la República Mexicana,
que deberán ser miembros activos de dicho
sindicato y trabajadores de planta de Petróleos
Mexicanos.
. . .
. . .”

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito
Federal, a 6 de noviembre de 2001.— Por la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.—
Firman los diputados: Armando Salinas Torre,
presidente, José A. Hernández Fraguas, Víctor M.
Gandarilla Carrasco, José G. Anaya Llamas y Luis
Miguel G. Barbosa Huerta, secretarios, Manuel
Añorve Baños, José Francisco Blake Mora, Tomás
Coronado Olmos, Omar Fayad Meneses, Alejandro
R.  García Sainz Arena, Federico Granja Ricalde,
Lorenso Rafael Hernández Estrada, Efrén Nicolás
Leyva Acevedo, Miguel Angel Martínez Cruz,
Rodrigo David Mireles Pérez, José Narro Céspedes,
Ricardo Francisco García Cervantes, Ricardo A.
Ocampo Fernández, Fernando Ortiz Arana,
Germán Arturo Pellegrini Pérez, José Jesús Reyna
García, María Teresa Gómez Mont y Urueta,
Eduardo Rivera Pérez, Jorge Estebán Sandoval
Ochoa, César Augusto Santiago Ramírez, David
Augusto Sotelo Rosas, Ricardo Torres Origel,
Jaime Vázquez Castillo, Néstor Villarreal Castro
y Roberto Zavala Echavarría.»

La Presidenta :

Gracias, señora Secretaria.

Es de primera lectura.

REPUBLICA DE CUBA

La Presidenta:

Quisiera rogar a las legisladoras y a los legisla-
dores, tuvieran la gentileza de estar en su curul, a
efecto de anunciar ante el pleno la presencia de
una distinguida delegación cubana en este recinto,
encabezada por el excelentísimo señor Felipe
Pérez Roque, ministro de Relaciones Exteriores
de Cuba; el señor embajador Jorge Bolaños
Suárez, embajador de Cuba en México; el señor
Orlando Silva Fors, consejero político de la Emba-
jada de Cuba y el señor Carlos Miguel Pereyra,
del ministerio de Relaciones Exteriores.
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Distinguidos integrantes de la delegación enca-
bezada por el señor Felipe Pérez Roque:

Para la Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura
de los Estados Unidos Mexicanos, constituye
motivo de aprecio el contar con su destacada
presencia en este recinto.

Las relaciones de México con Cuba enraízan en
el orgullo compartido de naciones soberanas que
en ejercicio de su dignidad han podido desarrollar
una amistad entrañable, nutrida por los versos de
Martí, por la grandeza de Pedro Santa Cecilia, por
la dignidad de Alfonso García Robles, cuando
México manifestó su voluntad política en el seno
de la OEA.

Para expresarles nuestro saludo respetuoso y la
manifestación de nuestra preocupación por las
pérdidas económicas y humanas que ha dejado el
paso del huracán “Michelle” en esa hermosa isla
caribeña, quisiera concluir esta breve salutación
con la mención a un texto que en la Reunión
Interparlamentaria México-Cuba tuve oportunidad
de expresar.

“A Cuba evoco. Hay una suerte de nostalgia de la
bóveda celeste tan azul que la cobija y del rumor
del mar estrellándose en El Morro. Siglos van,
siglos vendrán y la inmortal Habana seguirá siendo
el rostro más hermoso de la América antillana, el
de la bienvenida, el del adiós al viajero, el del
regreso.

“Evoco a Cuba y en la cadencia de las expresiones
del diálogo ininterrumpido entre las olas del golfo
y las del Caribe, en la fusión de los sonidos de la
sirena del vapor que zarpaba de Veracruz para
atracar en La Habana vieja, con el tambor mulato
de Africa-América, encuentro el hilo de continuidad
que hace de la identidad de dos pueblos, el
mexicano y el cubano, la más profunda esencia
de la América Latina nuestra.”

Como mexicana, como latinoamericana, como
respetuosa de la soberanía del pueblo cubano,
reciban de esta representación un saludo fraternal
para su pueblo, que les rogamos transmitan.

Muchas gracias por su presencia.

Continúa la sesión e informamos a las señoras y
señores diputados de que en virtud de que el
dictamen se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria, solicito a la Secretaría consulte a
la Asamblea si se le dispensa la segunda lectura
y se pone a discusión y votación de inmediato.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se consulta a la Asamblea
si se le dispensa la segunda lectura al dictamen y
se pone a discusión y votación de inmediato.

La Presidenta:

¿Si, diputado Ramírez Marín?

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín
(desde su curul):

Muy respetuosamente quisiéramos solicitarle sea
tan amable la mesa directiva de dictar el trámite
solamente en primera lectura.

La Presidenta:

Con mucho gusto, diputado Ramírez Marín.

Se rogaría entonces a la Secretaría haga la
consulta respectiva y le rogaría entonces a la
Asamblea me ratifique el planteamiento propuesto
por el grupo parlamentario del PRI.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se consulta a la
Asamblea si se le dispensa la segunda lectura al
dictamen y se pone a discusión y votación de
inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Publíquese y se da el trámite solamente de
primera lectura.
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coadyuve al desarrollo del país, de ahí que planteé
la necesidad urgente de incrementar y eficientar
la participación del sector privado en el finan-
ciamiento del gasto en ciencia y tecnología
nacional.

Señala la iniciativa que uno de los motivos del
atraso tecnológico en el país obedece a la insu-
ficiente canalización de recursos, tanto públicos
como privados, para acelerar un factor tan
importante como éste. En particular, uno de los
principales problemas que se han detectado es la
falta de dirección, limitado apoyo y rigidez en los
ordenamientos aplicables a los pocos estímulos
fiscales que existen para la promoción de esta
materia, situación que hace más urgente esta-
blecer los cambios necesarios para su adecuado
aprovechamiento.

En efecto, la experiencia ha demostrado que los
estímulos incorporados en el artículo 27-A de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta en el año de 1998
tuvieron un efecto muy limitado, dado que resultaba
problemático y complejo aplicar y definir las
inversiones objeto de los beneficios a la inves-
tigación y desarrollo de tecnología, procediéndose
a incorporarlos a partir del ejercicio fiscal de 1999
al capítulo de estímulos fiscales contenidos en el
artículo 15 de la Ley de Ingresos de la Federación.

Así, en 1999 se estableció el comité interins-
titucional como órgano responsable de garantizar
que los proyectos de más alta prioridad fueran los
beneficiados con estos estímulos, fijándose
además un monto de 500 millones de pesos para
ejercer recursos presupuestales durante ese año,
mientras que en el 2000 se repitió esta misma
situación, con el fin de lograr mayor impacto en el
esfuerzo por promover la investigación y la
innovación tecnológica.

No obstante estos cambios, la realidad fue que no
se logró impulsar de manera importante la inversión
productiva en este campo y apenas se ejerció el
equivalente al 0.6% y 1.7% del monto total
autorizado en los años de 1999 y 2000,
respectivamente.

En virtud de lo anterior, se plantea para el presente
ejercicio reubicar el estímulo fiscal previsto en la
citada Ley de Ingresos, a la Ley del Impuesto Sobre
la Renta, norma jurídica donde se deben situar los
estímulos fiscales referentes a dicho impuesto.
Asimismo, la iniciativa propone eliminar la
aplicación del estímulo sobre el gasto incremental
y aplicar tal incentivo sobre los gastos e inversiones
totales efectuadas dentro del ejercicio. También

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Presidenta:

Pasamos al siguiente punto del orden del día que
es el relativo a la lectura del dictamen con proyecto
de decreto por el que se adiciona el artículo 163 a
la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

En virtud de que el dictamen se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria, queda de
primera lectura.

«Comisiones unidas de Hacienda y Crédito Público
y de Ciencia y Tecnología

Honorable Asamblea: con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55 fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, el diputado José Mar-
cos Aguilar Moreno, en representación del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, así
como de diversos legisladores de otros grupos
parlamentarios, sometió el pasado 29 de marzo
del año en curso a la consideración de esta Cámara
de Diputados la iniciativa con proyecto de “decreto
que adiciona el artículo 27-A de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta”, misma que fue turnada a las
comisiones de Hacienda y Crédito Público y de
Ciencia y Tecnología para su análisis y dicta-
minación.

En cumplimiento de esta responsabilidad se
procedió al dictamen de la iniciativa en comentario,
realizando para ello diversas consultas con repre-
sentantes de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, así como de las autoridades del Consejo
Nacional de Ciencia y Tecnología y de la Asocia-
ción Mexicana de Directivos de la Investigación
Aplicada y el Desarrollo Tecnológico, AC. También
se tomaron en cuenta los objetivos que en la
materia contiene el Plan Nacional de Desarrollo
2001-2006, con base en los cuales los miembros
de estas comisiones unidas presentan a esa
Asamblea el siguiente

DICTAMEN

Descripción de la iniciativa

La presente iniciativa plantea la necesidad de
impulsar la ciencia y tecnología, así como lograr
un mejor aprovechamiento de los recursos
públicos, que permitan convertir a este sector de
la economía en una variable estratégica que
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establece un crédito fiscal del 35% de los gastos
de inversiones totales para el caso de las em-
presas pequeñas y medianas y del 20% para las
empresas grandes, según la clasificación vigente
emitida al respecto por la Secretaría de Economía.

En suma, el propósito último de la iniciativa no es
el de exigir mayores recursos presupuestales por
parte del Gobierno Federal, sino el de hacer más
eficaz y oportuno el uso de los estímulos fiscales
ya autorizados por el Congreso de la Unión, para
que así se cumpla el fin para el cual fueron creados.

Consideraciones de las comisiones

Las comisiones unidas de Hacienda y Crédito Públi-
co y de Ciencia y Tecnología consideran ne-
cesario, a la luz de los diversos análisis realizados,
así como de las consultas sostenidas con las
autoridades competentes en la materia, la nece-
sidad de establecer en la Ley del Impuesto Sobre
la Renta, en el Título Sexto, de los estímulos fis-
cales, la opción para apoyar el gasto total en
investigación y desarrollo de tecnología que se
realice en un determinado ejercicio fiscal por parte
de las empresas y no sólo el gasto incremental,
con lo que se estaría dando una mayor promoción
a la inversión en este amplio terreno.

Cabe precisar que se considera más conveniente
ubicar este incentivo en el capítulo específico de
estímulos fiscales, en lugar de como lo plantea la
iniciativa al situarlo en su artículo 27-A, que
corresponde al Capítulo II, de las deducciones de
las personas morales.

Por otro lado, las que dictaminan consideran incon-
veniente establecer estímulos fiscales diferenciados
para el caso de las pequeñas y medianas em-
presas, respecto de las grandes, ya que si bien
existe una clara diferenciación económica y, por
ende, capacidad de gasto en este tipo de unidades,
la realidad es que en materia fiscal su tratamiento
diferenciado puede dar lugar a iniquidades que
podrían ser impugnadas por los contribuyentes con
mayor capacidad, tal y como se ha presentado en
otros impuestos, en épocas recientes.

En tal virtud, se está proponiendo que el estímulo,
consistente en un crédito fiscal, sea de carácter
general con una tasa del 30% de los gastos e inver-
siones totales, independientemente del tamaño de
las empresas. Ello no significa, desde luego, que
las pequeñas empresas puedan estar sujetas a
otros requerimientos, de conformidad con las reglas
generales que al efecto emita a la brevedad posible
el comité interinstitucional, a que se refiere la Ley

de Ingresos de la Federación y que se integra por
el Conacyt y las secretarías de Hacienda y Crédito
Público y de Economía.

Al respecto, es importante señalar que se con-
sidera como investigación y desarrollo de
tecnología, los gastos e inversiones realizados en
territorio nacional, destinados directa y exclusi-
vamente a la ejecución de proyectos propios del
contribuyente, que se encuentren dirigidos al
desarrollo de productos, materiales o procesos de
producción, que representen un avance tecnoló-
gico, de conformidad con las reglas generales
anteriormente referidas.

De esta forma, el nuevo artículo 163 quedaría como
sigue:

“Artículo 163. Se otorga un estímulo fiscal a los
contribuyentes del impuesto sobre la renta por los
proyectos en investigación y desarrollo tecnológico
que realicen en el ejercicio, consistente en aplicar
un crédito fiscal del 30%, en relación con los
gastos e inversiones en investigación y desarrollo
de tecnología, siempre y cuando dichos gastos e
inversiones no se financien con recursos prove-
nientes del fondo a que se refieren los artículos 27
y 108 fracción VII, de esta ley.

Para los efectos de este artículo, se considera
como investigación y desarrollo de tecnología, los
gastos e inversiones realizados en territorio
nacional, destinados directa y exclusivamente a
la ejecución de proyectos propios del contribuyente
que se encuentren dirigidos al desarrollo de
productos, materiales o procesos de producción,
que representen un avance científico o tecnológico,
de conformidad con las reglas generales que
publique el comité interinstitucional a que se refiere
la Ley de Ingresos de la Federación.

El monto total del estímulo fiscal a distribuir entre
los aspirantes del beneficio, así como los requisitos
que se deberán cumplir, serán los que contemple
la Ley de Ingresos de la Federación en esta ma-
teria.”

La opción que ahora se otorga, vía el estímulo fiscal
en la Ley del Impuesto Sobre la Renta, consistente
en un crédito fiscal del 30% sobre el gasto total,
responde a dos situaciones concretas: la escasa
cultura empresarial de apoyar la investigación y el
desarrollo científico y tecnológico y, en segundo
lugar, la experiencia que en esta materia reportan
otras economías, pero considerando nuestro propio
marco jurídico.
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A manera de recomendación, esta dictaminadora
considera imprescindible que el comité interins-
titucional, así como las dependencias involucradas
en lo individual, deberán de redoblar sus actividades
de difusión de estos estímulos a la investigación y
desarrollo de tecnología ante la comunidad
empresarial, atendiendo a los cambios que se
realizan.

Finalmente, se establece en los artículos tran-
sitorios una fecha límite para que el Comité
Interinstitucional publique en el Diario Oficial las
reglas de carácter general que deberán hacer
operativo y sobre todo ágil el estímulo fiscal
propuesto, así como la aclaración de que el techo
o monto de los estímulos fiscales que se podrán
aplicar por este concepto no podrán rebasar, en
conjunto, de los 500 millones de pesos que ya
contempla la Ley de Ingresos de la Federación
para el año 2001.

Asimismo, por el conocimiento que tiene acerca
del estado en que se encuentra el desarrollo de la
ciencia y la tecnología en el país, así como de las
necesidades en materia de investigación e innova-
ción tecnológica, se juzga procedente que el
Conacyt cuente con el voto de calidad en la deter-
minación de los proyectos que podrán ser suscep-
tibles de recibir los estímulos fiscales, con lo cual
se espera agilizar el análisis y otorgamiento de
estos apoyos.

Por lo anteriormente expuesto, las comisiones
unidas de Hacienda y Crédito Público y de Ciencia
y Tecnología someten a la consideración de esta
Cámara de Diputados, el siguiente

DECRETO

Por el que se adiciona el artículo 163 a la Ley del
Impuesto Sobre la Renta.

Artículo único. Se adiciona el artículo 163 de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar
como sigue:

“Artículo 163. Se otorga un estímulo fiscal a los
contribuyentes del impuesto sobre la renta por los
proyectos en investigación y desarrollo tecnológico
que realicen en el ejercicio, consistente en aplicar
un crédito fiscal del 30%, en relación con los
gastos e inversiones en investigación y desarrollo
de tecnología, siempre y cuando dichos gastos e
inversiones no se financien con recursos prove-
nientes del fondo a que se refieren los artículos 27
y 108 fracción VII, de esta ley.

Para los efectos de este artículo, se considera
como investigación y desarrollo de tecnología, los
gastos e inversiones realizados en territorio nacio-
nal, destinados directa y exclusivamente a la
ejecución de proyectos propios del contribuyente
que se encuentren dirigidos al desarrollo de
productos, materiales o procesos de producción,
que representen un avance científico o tecnológico,
de conformidad con las reglas generales que
publique el Comité Interinstitucional a que se re-
fiere la Ley de Ingresos de la Federación.

El monto total del estímulo fiscal a distribuir entre
los aspirantes del beneficio, así como los requisitos
que se deberán cumplir, serán los que contemple
la Ley de Ingresos de la Federación en esta materia.”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. El Comité Interinstitucional a que se
refiere el artículo 15 fracción IX numeral 1, de la
Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2001, deberá publicar en el Diario Oficial
de la Federación dentro de los 10 días siguientes
a la publicación de este decreto, las reglas gene-
rales con que operará dicho comité, así como los
sectores prioritarios susceptibles de obtener el
estímulo fiscal, las características que deberán
reunir las empresas y los requisitos adicionales
que se tendrán que cumplir para hacerse acreedo-
res al beneficio que se establece en el artículo
163 de esta ley.

Dentro del comité mencionado, el Consejo Na-
cional de Ciencia y Tecnología tendrá voto de
calidad en la determinación de los proyectos
susceptibles de ser beneficiados con el estímulo
fiscal.

Tercero. Por el periodo comprendido entre la fe-
cha en que entre en vigor el presente decreto y el
31 de diciembre de 2001, el monto total de los
estímulos fiscales a que hace referencia el artículo
163 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta,
ascenderá a la cantidad prevista en la fracción IX
del artículo 15 de la Ley de Ingresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2001.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— México,
D.F., a 7 de noviembre de 2001. Palacio Nacional,
a 25 de octubre de 2001.— Diputados: Enrique
Alonso Aguilar Borrego, Francisco Agundis Arias,
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Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se consulta a la
Asamblea si se le dispensa la segunda lectura al
dictamen y se pone a discusión y votación de
inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Se le dispensa la segunda
lectura.

«Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Honorable Asamblea:  con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55 fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, el diputado Cuauhté-
moc Montero Esquivel, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática sometió el
pasado 13 de septiembre a la consideración de
esta Cámara de Diputados, la iniciativa con
proyecto de “decreto que reforma el artículo 80-A
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta”, misma
que fue turnada a esta Comisión de Hacienda y
Crédito Público para su análisis y dictaminación.

De igual forma, el diputado Rodolfo G. González
Guzmán, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional presentó el 25 de
septiembre, iniciativa con proyecto de “decreto por
el que se modifica el artículo 80-A de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta”, el cual fue turnado el
mismo día a esta comisión para su estudio y
dictamen.

A su vez, el Congreso del Estado de Sonora
presentó el pasado 9 de octubre una iniciativa por
medio de la cual se reforma el artículo 80-A de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta. Igualmente, el
Senado de la República remitió el 16 del mismo
mes, iniciativa con proyecto de ”decreto que
reforma el artículo 80-A de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta”, presentada por el senador Héctor
Michel Camarena, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Por otro lado, el 18 de octubre se presentó una
“Iniciativa que reforma el artículo 80-A de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta”, a cargo del grupo
parlamentario del Partido del Trabajo, a través del
diputado José Narro Céspedes.

Manuel Añorve Baños, Enoch Araujo Sánchez,
Miguel Arizpe Jiménez, Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa, Florentino Castro López, Jorge A.
Chávez Presa, Enrique Octavio de la Madrid
Cordero, Francisco de Jesús de Silva Ruiz,
Roberto Javier Fuentes Domínguez, Julián
Hernández Santillán, Diego Alonso Hinojosa
Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez, Oscar
Guillermo Levín Coppel, Rosalinda López
Hernández, José Antonio Magallanes Rodríguez,
José Manuel Minjarez Jiménez, César Alejandro,
Monraz Sustaita, José Narro Céspedes, Luis
Alberto Pazos de la Torre, Francisco Raúl Ramírez
Avila, Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha
Díaz, Arturo San Miguel Cantú, Reyes Antonio Silva
Beltrán, Yadhira Ivette Tamayo Herrera, José Luis
Ugalde Montes, Emilio Ulloa Pérez, José Francisco
Yunes Zorrilla, Hugo Adriel Zepeda Berrelleza,
Silvia Alvarez Bruneliere, Luis Artemio Aldana
Burgos, Heriberto Huicohea Vázquez, Francisco
Patiño Cardona, Gerardo Sosa Castelán, José
Marcos Aguilar Moreno, Oscar R. Maldonado
Domínguez, Gumercindo Alvarez Sotelo, Armando
Enríquez Flores, Carlos Luna Salas, Martín Gerardo
Morales Barragán, Jaime Salazar Silva, Mónica
Leticia Serrano Peña, José María Tejeda Vázquez,
Fernando Ugalde Cardona, Jorge Carlos Berlín Mon-
tero, Claudio Mario Bres Garza, Roberto Domín-
guez Castellanos, Aarón Irizar López, Silverio López
Magallanes, María del Rosario Oroz Ibarra, Luis
Gerardo Rubio Valdez, Jorge Schettino Pérez, Abel
Trejo González, Hortensia Aragón Castillo, María
de los Angeles Sánchez Lira, Olga Patricia Chozas
y Chozas y Beatriz Patricia Lorenzo Juárez.»

Es de primera lectura.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (II)

La Presidenta:

Pasamos al siguiente punto del orden del día. El
siguiente punto del orden del día es el relativo al
dictamen del artículo 80-A de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta.

En virtud de que el dictamen se encuentra
publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la
Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
segunda lectura y se pone a discusión y votación
de inmediato.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el
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Finalmente, los días 25 de octubre y 6 de noviem-
bre, se recibieron de los congresos de los estados
de Jalisco y de Tlaxcala, sendas iniciativas de
decreto por medio de las cuales, en la primera se
“reforman los artículos 77 fracciones VI y IX y 80,
y deroga el artículo 80-A, todos de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta“ y, la segunda, “reforma
al artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta”.

En cumplimiento de esta responsabilidad se
procedió al dictamen de las iniciativas en co-
mentario, realizando para ello diversas consultas
con representantes de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, así como de los sectores
involucrados en el tema que abordan dichas
iniciativas, con base en las cuales los miembros
de esta comisión presentan a esa honorable
Asamblea, el siguiente

DICTAMEN

Descripción de las iniciativas

Refiere la iniciativa que presenta el diputado Cuauh-
témoc Montero Esquivel, que cuando se creó el
artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre la Renta,
que definía un mecanismo de estímulo a los
trabajadores asalariados, no se estableció con
claridad el criterio para calcular el monto de dicho
subsidio.

Derivado de esta situación, el Ejecutivo Federal,
en ejercicio de su facultad, publicó en el Diario
Oficial de la Federación del 26 de diciembre de
1990, el 24 de enero de 1991, el 15 de marzo de
1991, el 20 de diciembre de 1991 y el 24 de enero
de 1992, la mecánica para calcular el subsidio
acreditable contra el impuesto para las personas
físicas, en cuyo texto se señalaba que el cálculo
para determinar el mencionado subsidio incluiría,
entre otras erogaciones, a las inversiones y gastos
efectuados en relación con la previsión social.

Esta redacción careció de precisión desde su
inicio, ya que omitió enumerar cada uno de los
conceptos con los que se integraba el cálculo.
Consecuentemente, un gran número de patrones
continuaron haciendo el cálculo sin integrar en él,
las aportaciones patronales al IMSS y al Infonavit,
por lo que hubo numerosas controversias de
carácter fiscal.

Finalmente, el 18 de mayo del año en curso, la
segunda sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación emitió la tesis de jurisprudencia para la
interpretación del quinto párrafo del artículo 80-A

de la ley que nos ocupa, estableciendo que para
obtener la proporción aplicable para calcular el
monto del subsidio acreditable contra el impuesto,
deben incluirse las cuotas patronales al IMSS y al
Infonavit, dentro de las erogaciones relacionadas
con los servicios personales subordinados.

Todo lo anterior, señala la citada iniciativa, reper-
cute en contra de los grupos salariales más
deprimidos, por lo que se impone una reforma
legislativa que de una vez por todas establezca
con claridad los elementos que deben integrar el
calculo del monto del subsidio, exceptuando de
las prestaciones que deben incluirse en el mismo,
las cuotas patronales tanto al IMSS, como al
Infonavit y, en su caso, las aportaciones al ISSSTE,
dando seguridad jurídica a los contribuyentes y a
los obligados a la retención.

Por su lado, la iniciativa presentada por el diputa-
do Rodolfo G. González Guzmán, señala que la
recién publicada tesis jurisdiccional 2a./J 19/2001,
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación en materia administrativa ha causado
controversia y afectado la estabilidad de los factores
de la producción, al considerar que las aportaciones
patronales al IMSS, al Infonavit y al SAR, deben
incluirse para integrar el cálculo del monto del
subsidio que menciona el artículo 80-A de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, a pesar de que el
Código Fiscal de la Federación expresa claramente
en su artículo 2o., que las aportaciones de segu-
ridad social son contribuciones y, por lo tanto, no
deben considerarse como ingresos sujetos a grava-
men.

Adicionalmente juzga la iniciativa en comento que
cubrir la retención de las diferencias impositivas
podría provocar problemas laborales y, los
sindicatos llegar hasta emplazamientos de huelga
si existe un cobro más allá de los que determina
el artículo 517 de la Ley Federal del Trabajo en su
fracción I, mismo que establece la prescripción a
favor del trabajador de efectuar descuentos no
realizados después de 30 días.

De igual manera, la obligación del pago retroactivo
a cinco años pondría a las empresas en grave
situación, ya que muchas de ellas no cuenta con
liquidez para cubrir las cantidades que no retuvo y
que se incrementarán por las diferencias de
actualización y recargos.

Con relación a la iniciativa presentada por el gobier-
no del Estado de Sonora, ésta refiere que para
determinar el monto del subsidio acreditable contra
el impuesto que se deriva de los ingresos gravables,
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incluye entre los diversos conceptos relacionados
con la prestación de servicios personales subordi-
nados a las inversiones y gastos efectuados en
relación con la previsión social, exceptuando las
aportaciones patronales al IMSS, al Infonavit, al
SAR, así como al ISSSTE, tanto a nivel federal
como estatal, servicios de comedor comida y
transporte al trabajador, entre otros.

Por su parte, el proyecto presentado por el senador
Héctor Michel Camarena señala que la resolución
de la Suprema Corte va en contra de las conquistas
de los trabajadores al determinar el subsidio contra
el impuesto sobre la renta, considerando que las
cuotas de aportación que hacen los patrones al
IMSS, el Infonavit, SAR y Fovissste, se consideran
como percepciones de ellos.

Agrega también que la mencionada resolución
afecta a los empresarios, puesto que la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público trata de cobrarles o
hacerlos que descuenten los subsidios al salario
por el ISR que dejaron de pagar durante los últimos
cinco años por el cálculo mal realizado.

Derivado de lo anterior, se pronuncia por la posibili-
dad constitucional de que el Legislativo, en ejercicio
de la facultad que le concede el artículo 73 fracción
VII, reforme el artículo 80-A de la ley en comento,
precisándose que las prestaciones de previsión
social no son parte de los ingresos de los traba-
jadores, con lo cual se evitarían las interpretaciones
erróneas del máximo tribunal.

Por su parte, el diputado José Narro Céspedes,
representante del Partido del Trabajo, juzga con-
veniente respecto a la problemática que ya ha sido
referida con anterioridad, proponer la reforma del
párrafo quinto del artículo 80-A, para dejar claro
que las aportaciones patronales al IMSS, Infonavit
y al Fovissste no se consideren como percepciones
de los trabajadores para el cálculo del subsidio.

Asimismo, propone incorporar un artículo transitorio
a efecto de que las modificaciones al citado párrafo
quinto del artículo en comento, se apliquen en
beneficio de todos aquellos contribuyentes y
obligados a la retención del impuesto sobre la renta,
aun cuando hayan recibido resolución judicial en
contra.

La iniciativa del gobierno del Estado de Jalisco,
por su parte, considera que las aportaciones a la
seguridad social no deben ser conceptos por los
que se pague el impuesto sobre la renta para las
personas físicas, por lo que propone derogar el
subsidio que se otorga con base en el artículo 80-A

y, por tanto, ajusta la tarifa que contempla el artículo
80 de la ley en comento.

Por último, la iniciativa del Estado de Tlaxcala, de
forma similar a las anteriores, incorpora al cálculo
del subsidio, las aportaciones de seguridad social,
IMSS, ISSSTE e Infonavit, con el propósito de no
afectar el nivel del subsidio a otorgar a los
trabajadores.

Consideraciones de la comisión

Esta dictaminadora coincide con la problemática
que plantean las iniciativas objeto de análisis,
formuladas por diputados de diversos grupos
parlamentarios y de varios congresos locales, ya
que la aplicación de la resolución de la segunda
sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
obliga a las empresas a cubrir correctamente el
ajuste de los últimos cinco años con los recargos
y actualizaciones correspondientes, situación que
a la luz de las circunstancias actuales podría oca-
sionarles efectos negativos, que podrían poner en
peligro la operación de muchas empresas y la
permanencia de las fuentes de trabajo.

Por cuanto a los trabajadores, se estima necesario
darles la completa seguridad jurídica de que en lo
futuro, el subsidio a que son acreedores, no se
vea afectado por criterios que no estén debidamente
recogidos en ley, ya que este apoyo lo reciben en
función del salario percibido y la cantidad de
prestaciones que les son otorgadas, esto es, a
menor salario y/o prestaciones, mayor es el
subsidio, lo que implica un sacrifico fiscal.

Asimismo, debe considerarse los términos de la
decimonovena resolución de modificaciones a la
resolución Miscelánea Fiscal para 2000, publicada
el día 10 de octubre de 2001 en el Diario Oficial de
la Federación, la cual señala a la letra que “cuando
los patrones no efectúen la retención o lo hagan
en retención menor a la que efectivamente les
corresponde a sus trabajadores, en los términos
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, éstos no
podrán efectuar descuento alguno a los salarios
de sus trabajadores, cuando hubiese transcurrido
un periodo mayor de un mes, contado a partir de
la fecha en que los salarios fueron pagados, sin
que dicha situación libere a los patrones de la
responsabilidad solidaria que sobre la parte de las
retenciones no efectuadas les corresponde”.

De acuerdo a estos señalamientos y, en consi-
deración a la resolución que el 23 de octubre la
Suprema Corte de Justicia de la Nación le dio el
amparo número 946/2001 promovido por la
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empresa Exportadora de Sal, S.A. de C.V, en el
sentido de que para calcular el subsidio al salario
no deben incluirse las cuotas del IMSS e Infonavit,
pues ello sería violatorio del principio constitucional
de proporcionalidad tributaria a que se refiere la
fracción IV del artículo 31 de nuestra Carta Magna,
esta comisión considera indispensable realizar las
reformas al párrafo quinto del artículo 80-A de la
ley en comento.

La que dictamina estima necesario señalar en el
presente dictamen, el planteamiento del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, el cual
manifiesta su total acuerdo con el espíritu de las
iniciativas en comento, en virtud de la posible
afectación sobre un amplio número de trabajadores
y considerando los graves problemas de liquidez
que enfrentan en estos momentos la mayoría de
los retenedores.

Sin embargo, el mismo grupo parlamentario
también considera que no se puede dejar de
mencionar que una solución de fondo al tema del
subsidio acreditable al impuesto sobre la renta de
las personas físicas fue planteada por el Ejecutivo
Federal en la iniciativa de la nueva Ley del Impuesto
Sobre la Renta, remitida a esta soberanía el pasado
4 de abril, con anterioridad a las resoluciones
emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación y a la presentación de las iniciativas que
se dictaminan. Conforme a esto, estima que el
acto legislativo idóneo hubiera sido el de dictaminar
la iniciativa del Ejecutivo y, mediante artículos
transitorios, otorgar los beneficios a trabajadores
y empleadores en forma retroactiva.

En atención a los planteamientos derivados de las
iniciativas presentadas, así como en respuesta a
las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público estima conveniente resolver mediante las
reformas necesarias, la problemática que
representa la actual redacción del artículo 80-A.

Asimismo, con el propósito de incluir en esta
solución a todo el sector laboral, se considera
conveniente incorporar al texto de ley tanto las
aportaciones patronales al Sistema de Ahorro para
el Retiro, como de los trabajadores al servicio del
Estado, con lo cual se les brindará la seguridad
jurídica y el trato equitativo a que tienen derecho.

En tal sentido la que dictamina propone que la
redacción del artículo en cuestión quede en los
siguientes términos:

“Artículo 80-A. ...

Para determinar el monto del subsidio acreditable
contra el impuesto que se deriva de los ingresos
por los conceptos a que se refiere este capítulo,
se tomará el subsidio que resulte conforme a la
tabla, disminuido con el monto que se obtenga de
multiplicar dicho subsidio por el doble de la
diferencia que exista entre la unidad y la proporción
que determinen las personas que hagan los pagos
por dichos conceptos. La proporción mencionada
se calculará para todos los trabajadores del
empleador, dividiendo el monto total de los pagos
efectuados en el ejercicio inmediato anterior que
sirva de base para determinar el impuesto en los
términos de este capítulo, entre el monto que se
obtenga de restar al total de las erogaciones
efectuadas en el mismo por cualquier concepto
relacionado con la prestación de servicios
personales subordinados, incluyendo, entre otras,
a las inversiones y gastos efectuados en relación
con previsión social, servicios de comedor, comida
y transporte proporcionados a los trabajadores, aun
cuando no sean deducibles para el empleador ni
el trabajador esté sujeto al pago del impuesto por
el ingreso derivado de las mismas, sin incluir los
útiles, instrumentos y materiales necesarios para
la ejecución del trabajo a que se refiere la Ley
Federal del Trabajo, las cuotas patronales pagadas
al Instituto Mexicano del Seguro Social y las
aportaciones efectuadas por el patrón al Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores o al Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado y al
Sistema de Ahorro para el Retiro. Cuando la
proporción determinada sea inferior al 50% no se
tendrá derecho al subsidio.

...”

De igual forma y en atención a los planteamientos
que se hacen en las diversas iniciativas que se
analizan, se establece el procedimiento para
aplicar en el presente ejercicio el cálculo del
subsidio de conformidad con las reformas que se
plantean para el citado artículo.

En tal virtud, esta comisión propone que la reforma
al artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, se acompañe de los siguientes artículos
transitorios:

“Primero. Lo dispuesto en el presente decreto en-
trará en vigor al día siguiente de su publicación en
el Diario Oficial de la Federación, pudiendo apli-
carse para el cálculo del subsidio acreditable a
partir del 1o. de octubre del ejercicio de 2001.
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Segundo. Para el cálculo del subsidio acreditable
anual correspondiente al ejercicio de 2001, se pro-
cederá como sigue:

I. Se determinará la proporción a que se refiere el
quinto párrafo del artículo 80-A de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, considerando las cuotas
patronales pagadas al Instituto Mexicano del
Seguro Social y las aportaciones efectuadas por
el patrón al Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores o al Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado y al Sistema de Ahorro para el Retiro;
dentro de las erogaciones efectuadas por concep-
tos relacionados con la prestación de servicios
personales subordinados.

II. Se determinará la proporción a que se refiere el
quinto párrafo del artículo 80-A de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, sin incluir las cuotas y
aportaciones señaladas en la fracción anterior.

III. El subsidio acreditable determinado aplicando
lo dispuesto de la fracción I anterior se dividirá entre
12 y se multiplicará por nueve.

IV. El subsidio acreditable determinado aplicando
lo dispuesto en la fracción II anterior se dividirá
entre 12 y se multiplicará por tres.

V. El subsidio acreditable del ejercicio se obtendrá
sumando los montos resultantes de las fracciones
III y IV anteriores.

Tercero. Los patrones que en su calidad de respon-
sables solidarios enteren el impuesto sobre la renta
correspondiente a las retenciones no efectuadas
a sus trabajadores por no haber considerado para
la determinación del subsidio acreditable a que se
refiere el artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta vigente con anterioridad a la entrada en
vigor de este artículo, las cuotas al Instituto Mexica-
no del Seguro Social, al Instituto del Fondo Nacio-
nal de la Vivienda para los Trabajadores y al Siste-
ma de Ahorro para el Retiro, quedarán liberados
de la responsabilidad solidaria por la retención del
impuesto sobre la renta que resulte por la diferencia
a que haya dado lugar la no inclusión de las cuotas
y aportaciones antes señaladas, determinado
conforme a este artículo, siempre que:

a) Los pagos que se tengan que efectuar en los
términos del párrafo anterior, sean los que
correspondan al periodo comprendido del 1o. de
enero al 30 de septiembre de 2001.

b) El impuesto sobre la renta correspondiente a
las retenciones no efectuadas a que se refiere el
inciso anterior, se pague a más tardar el último día
del mes de noviembre de 2001, con actualización
y recargos.

c) Los patrones quedarán liberados de la respon-
sabilidad solidaria a que se refiere el artículo 26
fracción I, del Código Fiscal de la Federación y se
entenderá por satisfecho el requisito establecido
en el artículo 24 fracción V, de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta, por las diferencias de impuesto a
que se refiere este artículo, siempre que se cumpla
con los requisitos señalados en los incisos a, y b,
anteriores.”

Con las adecuaciones propuestas, la que dicta-
mina considera que se atienden los planteamientos
de las iniciativas en estudio, así como las preocu-
paciones del sector obrero, el cual no deberá verse
afectado y, de los patrones, a la vez que se protegen
los intereses del fisco federal, al darles un marco
de mayor seguridad jurídica. Asimismo, se es-
tablece el procedimiento a seguir, según la opción
que se resuelva tomar de conformidad con el
segundo transitorio.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público somete a la consideración
de esta Cámara de Diputados, el siguiente

DECRETO

Que reforma el artículo 80-A de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta

Artículo único. Se reforma el quinto párrafo del
artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre la Renta,
para quedar como sigue:

“Artículo 80-A. ...

Para determinar el monto del subsidio acreditable
contra el impuesto que se deriva de los ingresos
por los conceptos a que se refiere este capítulo,
se tomará el subsidio que resulte conforme a la
tabla, disminuido con el monto que se obtenga de
multiplicar dicho subsidio por el doble de la
diferencia que exista entre la unidad y la proporción
que determinen las personas que hagan los pagos
por dichos conceptos. La proporción mencionada
se calculará para todos los trabajadores del
empleador, dividiendo el monto total de los pagos
efectuados en el ejercicio inmediato anterior que
sirva de base para determinar el impuesto en los
términos de este capítulo, entre el monto que se
obtenga de restar al total de las erogaciones
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efectuadas en el mismo por cualquier concepto
relacionado con la prestación de servicios perso-
nales subordinados, incluyendo, entre otras, a las
inversiones y gastos efectuados en relación con
previsión social, servicios de comedor, comida y
transporte proporcionados a los trabajadores, aun
cuando no sean deducibles para el empleador ni
el trabajador esté sujeto al pago del impuesto por
el ingreso derivado de las mismas, sin incluir los
útiles, instrumentos y materiales necesarios para
la ejecución del trabajo a que se refiere la Ley
Federal del Trabajo, las cuotas patronales pagadas
al Instituto Mexicano del Seguro Social y las
aportaciones efectuadas por el patrón a la Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores o al Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado y al
Sistema de Ahorro para el Retiro. Cuando la propor-
ción determinada sea inferior al 50% no se tendrá
derecho al subsidio.

...”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. Lo dispuesto en el presente decreto
entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación, pudiendo
aplicarse para el cálculo del subsidio acreditable
a partir del 1o. de octubre del ejercicio de 2001.

Segundo. Para el cálculo del subsidio acreditable
anual correspondiente al ejercicio de 2001, se
procederá como sigue:

I. Se determinará la proporción a que se refiere el
quinto párrafo del artículo 80-A de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, considerando las cuotas
patronales pagadas al Instituto Mexicano del
Seguro Social y las aportaciones efectuadas por
el patrón al Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores o al Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado y al Sistema de Ahorro para el Retiro,
dentro de las erogaciones efectuadas por
conceptos relacionados con la prestación de
servicios personales subordinados.

II. Se determinará la proporción a que se refiere el
quinto párrafo del artículo 80-A de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, sin incluir las cuotas y
aportaciones señaladas en la fracción anterior.

III. El subsidio acreditable determinado aplicando
lo dispuesto en la fracción I anterior se dividirá en-
tre 12 y se multiplicará por nueve.

IV. El subsidio acreditable determinado aplicando
lo dispuesto en la fracción II anterior se dividirá
entre 12 y se multiplicará por tres.

V. El subsidio acreditable del ejercicio se obtendrá
sumando los montos resultantes de las fracciones
III y IV anteriores.

Tercero. Los patrones que en su calidad de res-
ponsables solidarios enteren el impuesto sobre la
renta correspondiente a las retenciones no efec-
tuadas a sus trabajadores por no haber considerado
para la determinación del subsidio acreditable a
que se refiere el artículo 80-A de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta vigente con anterioridad a
la entrada en vigor de este artículo, las cuotas al
Instituto Mexicano del Seguro Social, al Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores y al Sistema de Ahorro para el Retiro,
quedarán liberados de la responsabilidad solidaria
por la retención del impuesto sobre la renta que
resulte por la diferencia a que haya dado lugar la
no inclusión de las cuotas y aportaciones antes
señaladas, determinado conforme a este artículo,
siempre que:

a) Los pagos que se tengan que efectuar en los
términos del párrafo anterior, sean los que
correspondan al periodo comprendido del 1o. de
enero al 30 de septiembre de 2001.

b) El impuesto sobre la renta correspondiente a
las retenciones no efectuadas a que se refiere el
inciso anterior, se pague a más tardar el último día
del mes de noviembre de 2001, con actualización
y recargos.

c) Los patrones quedarán liberados de la responsa-
bilidad solidaria a que se refiere el artículo 26 frac-
ción I, del Código Fiscal de la Federación y se
entenderá por satisfecho el requisito establecido
en el artículo 24 fracción V de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta, por las diferencias de impuesto a
que se refiere este artículo, siempre que se cumpla
con los requisitos señalados en los incisos a y b
anteriores.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— México,
D.F., a 7 de noviembre de 2001.— Diputados:
Enrique Alonso Aguilar Borrego, Francisco
Agundis Arias, Manuel Añorve Baños, Enoch
Araujo Sánchez, Miguel Arizpe Jiménez, Felipe
de Jesús Calderón Hinojosa, Florentino Castro
López, Jorge A. Chávez Presa, Enrique Octavio
de la Madrid Cordero, Francisco de Jesús de Silva
Ruiz, Roberto Javier Fuentes Domínguez, Julián
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elementos que pudieran ser sometidos al escrutinio
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en
materia del principio de proporcionalidad, toda vez
que el patrón determina una sola proporción de
subsidio aplicable a todos sus trabajadores, con
lo cual se desconoce la situación individual con el
perjuicio o el beneficio correspondiente.

El principio de proporcionalidad constitucional, la
regla 100, la resolución miscelánea vigente en 1991
y la exposición de motivos del artículo 80-A,
seguramente fueron elementos determinantes para
decidir la utilización por parte de los contribuyentes
de los medios de defensa

Para tener una idea de lo complejo que la aplicación
del párrafo referido ha significado en el tiempo, es
suficiente mencionar que en 10 años de vigencia
lleva una reforma muy importante, la de 1992, no
menos de ocho reglas misceláneas por cada año
de vigencia y si hubiera alguna duda es un
elemento indispensable en la generación de las
más de 40 tarifas del cálculo de impuesto sobre la
renta a las personas físicas, a las que alude
también la exposición de motivos de la propuesta
fiscal del Ejecutivo.

La obligación y objetivo del Estado de tener leyes
que cumplan con el principio de certidumbre jurídica
a los gobernados en el caso particular, no se ha
dado. Al momento actual corresponde la corrección
y solución definitiva de este problema, el cual ha
provocado incertidumbre en la clase obrera y en el
sector empresarial, ya que a ellos, a los trabajadores
les ha correspondido un beneficio indebido por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público califi-
cado. A los otros, a los patrones les corresponde,
según la autoridad hacendaria, el pago de las
diferencias de los impuestos.

En opinión de la Comisión de Hacienda y Crédito
Publico, uno y otro, trabajador y patrón, solamente
han sido las partes afectadas por la falta de
precisión tanto del precepto legal como del actuar
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
no olvidemos que el contribuyente solamente es
uno, el trabajador; el otro, el patrón, solamente es
responsable solidario.

Diversas iniciativas sobre el artículo en discusión
fueron presentadas por diputados integrantes de
esta legislatura y por congresos locales, coin-
cidiéndose con esta dictaminadora con la proble-
mática anteriormente referida.

En atención a los planteamientos derivados de las
iniciativas presentadas, así como en respuesta a

Hernández Santillán, Diego Alonso Hinojosa
Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez, Oscar
Guillermo Levín Coppel, Rosalinda López
Hernández, José Antonio Magallanes Rodríguez,
José Manuel Minjares Jiménez, César Alejandro
Monraz Sustaita, José Narro Céspedes, Luis
Alberto Pazos de la Torre, Francisco Raúl Ramírez
Avila, Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha
Díaz, Arturo San Miguel Cantú, Reyes Antonio Silva
Beltrán, Yadhira Ivette Tamayo Herrera, José Luis
Ugalde Montes, Emilio Ulloa Pérez, José Francisco
Yunes Zorrilla y Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

La Presidenta:

Para fundamentar el dictamen,  ha solicitado hacer
uso de la palabra la diputada Rosalinda López
Hernández, a nombre de la comisión.

La diputada Rosalinda López Hernández:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y
compañeros.

Es del conocimiento general que la principal razón
para las diversas confusiones a que ha dado lugar
la aplicación del párrafo quinto de artículo 80-A de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta, ha sido la
falta de claridad del texto del precepto legal referido.

Así las cosas, el actuar de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, dentro del ejercicio de
sus facultades, también contribuyó a la confusión
que provocaba en los contribuyentes la falta de
precisión del referido artículo, tal como se evidenció
en la regla 100 de la resolución miscelánea vigente
en 1991 publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el día 15 de marzo de aquel año, en la
cual con toda precisión se señalaba por parte de
la Secretaría referida, que las contribuciones
originalmente a cargo de empleados no se consi-
deraban erogaciones relacionadas con la
prestación del servicio personal subordinado; ello
dio por resultado que no se incluyeran las aporta-
ciones patronales al Instituto Mexicano del Seguro
Social ni al Infonavit, para la determinación de la
proporción del subsidio.

La regla referida se derogó en la XXII resolución
miscelánea para 1991 publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 24 de enero de 1992.

Adicionalmente a los conceptos que intervienen o
no en la determinación del subsidio, los contri-
buyentes, trabajadores y patrones encontraron
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las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público estima conveniente resolver mediante las
reformas necesarias la problemática que repre-
senta la actual redacción del artículo 80-A de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Esta comisión considera indispensable realizar las
reformas al párrafo quinto del artículo mencionado
y dictamina que para el cálculo del subsidio al
salario no deben incluirse las cuotas patronales al
Instituto Mexicano del Seguro Social y al Infonavit,
pues ello es violatorio del principio constitucional
de proporcionalidad tributaria a que se refiere la
fracción IV del artículo 31 de nuestra Carta Magna.

Asimismo, con el propósito de incluir en esta
solución a todo el sector laboral, la comisión
considera conveniente incorporar al texto de ley,
tanto las aportaciones patronales al Sistema de
Ahorro para el Retiro, como el de los trabajadores
al servicio del Estado, con lo cual se les brindará
la seguridad jurídica y el trato equitativo a que
tienen derecho.

También se propone que la reforma al artículo 80-A
mencionado se acompañe de transitorios, donde
se establezca la condonación del pago a las
diferencias de retenciones de impuesto sobre la
renta a trabajadores, a que haya dado lugar el
cálculo conforme el actual artículo referido en vigor
de los cinco últimos ejercicios fiscales, siempre
que se cubran con actualizaciones y recargos las
diferencias correspondientes solamente al periodo
del 1o. de enero al 30 de septiembre del año 2001,
a más tardar el último día del mes de noviembre
de este año, dándose por cumplido el requisito de
deducibilidad que establece el artículo 24 fracción
V de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Con las adecuaciones propuestas, la que dicta-
mina considera que se atienden los planteamientos
de las iniciativas en estudio, así como las
preocupaciones del sector obrero y patronal, a la
vez que se protegen los intereses del fisco federal
al darles un marco de mayor seguridad jurídica.

Es cuanto, señor Presidente.

Presidencia del diputado
Eloy Cantú Segovia

El Presidente:

Muchas gracias a la diputada Rosalinda López
Hernández.

Para fijar posición en lo general y en lo particular,
se le concede la palabra, para fijarla a nombre del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, al diputado José Antonio Magallanes
Rodríguez, hasta por 10 minutos.

El diputado José Antonio Magallanes
Rodríguez:

Con su permiso, diputado Presidente; compañeras
y compañeros diputados:

El 20 de diciembre de 1991 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la ley que establece,
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
fiscales y que reforma también otras disposiciones
de carácter federal. Tal disposición contenía entre
otras modificaciones, la reforma al quinto párrafo
del artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta a efecto de restituir el poder adquisitivo de
los trabajadores, cuestión que naturalmente
mitigaba parcialmente la constante reducción de
poder de compra de los salarios.

El Partido de la Revolución Democrática siempre
ha denunciado la eminente reforma política,
económica y social del Estado mexicano. Dema-
siados enunciados en materia fiscal no respetan
el sentido de equidad, justicia y sencillez admi-
nistrativa que mandata la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Pretender aplicar
la retención de esas diferencias impositivas a
todos los trabajadores mexicanos, el Partido de la
Revolución Democrática nunca, pero nunca va a
claudicar en la defensa de los derechos de los
trabajadores de México.

El artículo 517 de la Ley Federal del Trabajo debe
ser respetado incuestionablemente. Consideramos
que la aplicación de ese precepto tributario de
interpretación, pondría en riesgo la estabilidad y el
escaso ingreso de las familias mexicanas, así
como al sector empresarial. La jurisprudencia es
la interpretación de una ley o de una norma que
realizan los tribunales judiciales y por atribución,
en materia fiscal lo realiza el tribunal federal de
justicia fiscal y administrativa, aclarando que la
jurisprudencia no es una norma jurídica de carácter
general y abstracta que obliga a los particulares a
cumplirla. En cambio serán los tribunales, al dirimir
controversias, quienes estarán obligados a res-
petar la jurisprudencia cuando ésta sea invocada
por las partes en el juicio.
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El grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
en esta LVIII Legislatura, expresa su posición
respecto al dictamen presentado por la Comisión
de Hacienda y Crédito Público de esta Asamblea
para que se realicen reformas, adiciones y modi-
ficaciones al artículo 80-A de la Ley del Impuesto
Sobre al Renta, a fin de dar seguridad jurídica a
los contribuyentes respecto al subsidio fiscal a los
trabajadores asalariados.

Como aquí se ha dicho, el artículo 80-A de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta pretendía en un inicio,
constituirse en un mecanismo de estímulo para
los trabajadores asalariados. No obstante, no se
estableció con claridad el criterio que habría de
servir para calcular el monto de dichos subsidios.
Esta condición derivó que de manera indistinta los
patrones pudieran tomar o no en consideración para
el cálculo de este subsidio erogaciones vinculadas
a la previsión social y de manera concreta el integrar
o no en dicho cálculo las aportaciones patronales
al IMSS y al Infonavit.

Esta condición originó controversias de carácter
fiscal, mismas que debieron ser dirimidas ante
tribunales especializados en la materia, llegando
incluso a ser tema de análisis en la segunda sala
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Un primer veredicto dado a conocer por dicha
instancia fue el estudio de la legalidad, la cual
establecía calcular el monto del subsidio acre-
ditable contra el impuesto causado y deberían de
incluirse las cuotas patronales al IMSS y al ISSSTE
dentro de las erogaciones relacionadas con los
servicios patronales subordinados.

La consecuencia de esta medida fue, por un lado,
el que un gran número de empresas tendrían que
verse obligadas a pagar en forma retroactiva
importantes cantidades de dinero, que incluyen
multas y actualizaciones, por no haber calculado
las retenciones durante los últimos cinco años,
conforme al primer criterio emitido por la Corte.

Situación que en las condiciones actuales de la
economía podría generar efectos negativos sobre
la planta productiva del país, poniendo en peligro,
no sólo su permanencia en el mercado, sino
también las fuentes de trabajo que de ella se
derivan. En contraparte, millones de asalariados
podrían experimentar una reducción sustancial en
sus ingresos netos.

Se trataba pues de una circunstancia que, desde
cualquier posición, imponía costos adicionales,
tanto a empleados como a empleadores. Poste-

El 13 de septiembre de este año el Partido de la
Revolución Democrática y a nombre de la fracción
parlamentaria de mi partido aquí representado en
el Congreso mexicano, mi compañero diputado
Cuauhtémoc Montero Esquivel, presentó una
iniciativa, preocupado y recogiendo este asunto
que lastima naturalmente y preocupa a todos los
trabajadores del país.

Cuauhtémoc Montero Esquivel, diputado, perredista
y trabajador mexicano supo captar la problemática
y se presentó en consecuencia dicha iniciativa y
en atención, sin duda alguna, a todos los plantea-
mientos que posteriormente en iniciativas presen-
tadas y a las resoluciones de las cortes, el Partido
de la Revolución Democrática, mi fracción parla-
mentaria apoya íntegramente y en atención a todos
esos planteamientos, esta modificación de decreto
que reforma el artículo 80-A de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta, esperando que este tipo de inter-
pretaciones y de consistencias podamos natural-
mente acotarlas y discutirlas en esta anhelada
reforma política, económica y social que demanda
todo el territorio nacional a todos los integrantes
de esta legislatura.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente:

Muchas gracias al diputado José Antonio
Magallanes Rodríguez.

Con el mismo tema para fijar posición, en nombre
del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, se le concede la palabra al diputado
Julián Hernández Santillán.

El diputado Julián Hernández Santillán:

Con el permiso de la directiva; compañeras y
compañeros diputados:

En el grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional consideramos que la atención a los
diversos problemas de la sociedad es, sin lugar a
dudas, causa y motivo de nuestra presencia como
legisladores en este recinto.

De entre éstos, uno que merece especial atención
tanto por los efectos que genera en el sector
empresarial del país, como por su innegable
incidencia sobre la clase obrera nacional, es el
del subsidio fiscal a los trabajadores asalariados.
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riormente el día 23 de octubre del año en curso, el
pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
entró al estudio del fondo del asunto, desde el punto
de vista constitucional, concediendo el amparo a
un particular, en el sentido de que para calcular el
subsidio al salario, no deberían de incluirse las
cuotas del IMSS e Infonavit, pues ello sería violatorio
al principio de proporcionalidad tributario, referido
en el artículo 31 constitucional, declarando
entonces la inconstitucionalidad del artículo 80-A
de la Ley de Impuesto Sobre la Renta.

Este fallo, como tesis jurisprudencial, marca el
criterio del Poder Judicial Federal respecto a este
tema.

Dado este escenario, en el Partido Acción Nacio-
nal consideramos adecuado señalar, que comparti-
mos la preocupación expresada en esta tribuna y
consideramos urgente el dar solución a este
problema de inseguridad jurídica, toda vez que del
mismo pudiera derivarse una afectación a un gran
número de trabajadores y empleadores.

No obstante hemos de ser claros, al establecer
que la solución de fondo al tema del subsidio,
acreditable al impuesto sobre la renta de las
personas físicas, fue planteado por el Ejecutivo
Federal en la iniciativa de nueva Ley de Impuesto
Sobre la Renta, remitida a esta soberanía desde
el pasado 4 de abril, con anterioridad a las resolu-
ciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia
de la Nación y por supuesto a la presentación de
las iniciativas de dictamen.

En consecuencia, los legisladores de Acción Na-
cional, estimamos que el acto legislativo idóneo,
hubiera sido el de dictaminar la iniciativa del
Ejecutivo y mediante artículos transitorios, otorgar
los beneficios a los trabajadores y a los emplea-
dores en forma retroactiva.

El grupo parlamentario del Partido Acción Nacional
presenta así una postura a favor del dictamen,
presentado por la Comisión de Hacienda y Crédito
Público de esta Asamblea, para que se realicen
las reformas, adiciones y modificaciones al artículo
80-A de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente:

Muchas gracias al diputado Julián Hernández
Santillán.

Para fijar la posición del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, se le concede
la palabra al diputado Enrique Aguilar Borrego.

El diputado Enrique Alonso Aguilar Borrego:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y
compañeros diputados:

En el mes de mayo último, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación resolvió sobre la forma en
que debe de interpretarse el artículo 80-A de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, en el sentido de
que debe de descontarse del subsidio al salario
de los trabajadores las aportaciones al Seguro
Social y al Infonavit, resolviendo legalmente pero
no en justicia, una controversia que se había
presentado en el propio Poder Judicial.

Conceptualmente la parte del artículo 80-A de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, que ordena el
descuento del subsidio al que tienen derechos los
trabajadores por las aportaciones que éstos hacen
al Seguro Social y al Infonavit, realmente está
gravando la previsión social, el derecho a la salud
y el derecho a la vivienda que la propia Ley del
Impuesto Sobre la Renta ordena que no sea gra-
vada. Ese es el centro y objetivo de nuestra de-
fensa: el proteger la previsión social, que es en sí
misma la esencia del bienestar de los trabajadores
mexicanos y el instrumento para alcanzar mejores
niveles de vida, por lo que la diputación obrera se
opone a cualquier gravamen que a la previsión
social se pretenda imponer, aún en el pago del
subsidio al salario.

Nos satisface que la propia Suprema Corte de
Justicia de la Nación, dándole la razón a la clase
trabajadora de México, determinó el mes pasado
la inconstitucionalidad de descontar del subsidio
al salario de los trabajadores los conceptos de
previsión social, resolviendo en esta sentencia
realmente sobre el fondo de la aplicación del
artículo 80-A de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Igualmente, es de suma importancia resolver la
problemática del adeudo que las empresas y
trabajadores tienen hoy con la Secretaría de Ha-
cienda, por no haber hecho el descuento al subsidio
como lo establece la resolución de mayo del más
alto tribunal de México, ya que la mayoría de las
empresas no han hecho tal retención y verdade-
ramente dicha resolución pone en riesgo la
existencia de muchas fuentes de empleo y una
parte muy importante del ingreso de las familias
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en el ya de por sí insuficiente salario de los traba-
jadores, porque de aplicarse estrictamente las
disposiciones hacendarias, las empresas que estén
en ese caso tendrían que pagar hasta cinco años
retroactivos con actualizaciones y recargos y los
trabajadores un mes, de acuerdo a la Ley Federal
de Trabajo.

Nuestro grupo parlamentario mantiene firme y
decidida su posición en defensa de la previsión
social, buscando siempre fortalecer a las institu-
ciones tales como el Seguro Social, el ISSSTE, el
Infonavit y la Consar y no gravando el salario de
los trabajadores por el ejercicio de dicho derecho
constitucional.

Respetamos las resoluciones de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación y reconocemos particu-
larmente la sentencia que declara inconstitucional
gravar la previsión social a través del descuento al
subsidio del salario de los trabajadores.

Requerimos hoy de fortalecer el empleo, por lo que
propusimos y respaldamos resolver en gran parte
el adeudo que las empresas tienen como obligados
solidarios con Hacienda por no haber hecho la
retención al subsidio referido. Propusimos y respal-
damos que a los trabajadores no se les cobren los
descuentos al subsidio no retenido, fundamental-
mente por el daño a la economía de las familias
de la clase trabajadora, ya que lo que requieren
los trabajadores son mayores ingresos y de nin-
guna manera ver reducidos sus salarios por la apli-
cación de un artículo contradictorio e incons-
titucional.

Propusimos y respaldamos no sólo que las
aportaciones al Seguro Social y al Infonavit no sean
gravadas, sino que además expresamente se
ordene que tampoco se graven las aportaciones al
ISSSTE y al SAR por ser éstas instituciones de
previsión social.

Por todo ello y con absoluto sentido social, la
fracción priísta apoya el dictamen presentado por
la Comisión de Hacienda, ya que beneficia dicho
dictamen a la clase trabajadora, a las empresas
de nuestro país, al empleo y le da certidumbre en
la aplicación del subsidio al salario a que tienen
derecho todos los trabajadores.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente:

Muchas gracias al diputado Enrique Aguilar
Borrego.

Está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto.

No habiéndose registrado para la discusión en lo
general y particular ningún diputado, consulte la
Secretaría a la Asamblea si el artículo único del
proyecto de decreto se encuentra suficientemente
discutido en lo general y en lo particular.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta
a la Asamblea si el artículo único del proyecto de
decreto se encuentra suficientemente discutido en
lo general y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

El Presidente:

Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema elec-
trónico, por 10 minutos, para proceder a la votación
del proyecto de decreto.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Abrase el sistema electrónico, por 10 minutos,
para proceder a la votación del proyecto de decreto.

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el
artículo 161 del Reglamento Interior.

(Votación.)

El Presidente:

Si algún diputado tiene falla en su sistema de
votación, favor de reportarlo a esta mesa antes de
que transcurra el tiempo de los 10 minutos.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se emitieron 399 votos en pro y ninguno en contra.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta:

Aprobado el proyecto de decreto por 399 votos.
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para apoyar al pueblo y al gobierno cubano ante
los desastres causados por el huracán “Michelle”
bajo las siguientes

CONSIDERACIONES

Una vez más la tragedia se ha cernido en el pueblo
cubano. El huracán “Michelle” tocó tierras cubanas
el domingo pasado dejando una estela de
destrucción y muerte. Según la información
periodística, ha sido el meteoro más devastador
desde lo ocurrido el 18 de octubre de 1944. Afectó
las provincias de Matanzas, Cienfuegos, Pinar del
Río, Santi Spiritus y la isla de la Juventud.

Los daños ocasionados por el huracán “Michelle”
han sido cuantiosos; afectando viviendas y cultivos
agrícolas. Hasta el momento no se tiene una
cuantificación económica precisa de los daños.
Sin embargo, estamos seguros de que el monto
será muy grande, muy importante para tratar de
resolver los problemas que se ocasionaron por ese
ciclón.

El pueblo de México como siempre, ha sido
solidario con las tragedias y con los problemas
que se presentan en otros pueblos. Aún si
consideramos que en muchas ocasiones las posi-
bilidades económicas de los mexicanos no han
sido las mejores. Siempre el sufrimiento y la tra-
gedia hermana a los pueblos; prueba de ello es la
ayuda que el pueblo y el Gobierno de México han
brindado en su momento a Nicaragua, a El Sal-
vador, a Colombia, a Honduras, a Turquía y a mu-
chos otros países.

Por supuesto que los mexicanos también hemos
sido apoyados por la Comunidad Internacional en
nuestras tragedias y en nuestros problemas. Tal
es el caso de los sismos de 1985 de los huracanes
“Gilberto” y “Paulina” que afectaron severamente
el sureste de nuestro país.

México, gracias a su política internacional y a su
solidaridad con los pueblos hermanos del mundo,
se ha visto también beneficiado con la solidaridad
internacional ante estos graves problemas.

Por ello, los diputados que suscribimos este docu-
mento y las fracciones parlamentarias consideran
que pese a las dificultades por las que atraviesa
nuestro país, debemos hacer un esfuerzo para
apoyar a nuestras hermanas y hermanos del pue-
blo cubano.

Aprobado en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto que reforma el artículo
80 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Pasa al Senado para los efectos constitu-
cionales.

El diputado Ernesto Higinio Rodríguez
Escalona (desde su curul):

Apareció en el tablero como abstención y es a
favor.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado. Que se registre para el
acta.

REPUBLICA DE CUBA (II)

La Presidenta:

Informo a la Asamblea que por acuerdo de los
grupos parlamentarios la presentación de la
proposición con un punto de acuerdo para que la
Cámara de Diputados solicite al Ejecutivo Federal
haga un llamado a la solidaridad de apoyo
humanitario con el pueblo cubano, con motivo de
los desastres provocados por el huracán “Michelle”
a cargo del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo, hemos recibido en esta mesa directiva la
solicitud de que se adelante su turno en el orden
del día, solicitud que obsequiamos con todo gusto,
por lo cual tiene el uso de la palabra el diputado
José Narro, del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo.

El diputado José Narro Céspedes:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras
y compañeros diputados:

Con fundamento en el artículo 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos,
diversos grupos parlamentarios y diputados
independientes, someten a la consideración de
esta Cámara de Diputados, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, por medio de la cual se
solicita al Presidente de la República que en su
carácter de jefe de Estado, provea lo indispensable
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México y Cuba son dos países cuyos pueblos tie-
nen en común muchas cosas. Para nadie es un
secreto el reconocimiento de los cubanos hacia
México por la ayuda y la solidaridad que siempre
hemos tenido para con ellos.

Hoy que la tragedia se ha cernido sobre este pueblo
hermano, los mexicanos debemos de estar ahí
presentes con nuestro apoyo y con nuestra
solidaridad.

En tal virtud y con independencia de que la sociedad
mexicana se organice para brindar ayuda a Cuba,
los diputados firmantes del presente punto de
acuerdo consideramos que resulta también indis-
pensable que el propio titular del Ejecutivo Federal
disponga lo necesario para brindar apoyo huma-
nitario a un Estado de la comunidad internacional
tan cercano a nuestros afectos y aprecios.

Compañeras y compañeros diputados: nuestro
grupo parlamentario solicitó respetuosamente a la
Junta de Coordinación Política se agendara este
punto como de urgente resolución, en virtud de que
la ayuda que el Gobierno y la sociedad mexicana
pueden dar y debemos de brindar en ese com-
promiso que tenemos al pueblo de Cuba requiere
que se otorgue ese apoyo en forma inmediata.

Por ello, solicitamos, compañeras y compañeros
legisladores, su solidaridad con la proposición que
presentamos votando a favor de su admisión con
el carácter que sugerimos, que es de urgente y
obvia resolución y su voto favorable con el contenido
de la misma.

«Por las consideraciones antes expuestas y con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 58 y
59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometemos a su consideración la siguiente
proposición

PUNTO DE ACUERDO

Artículo único. Las diputadas y los diputados de
la LVIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión solicitamos respetuosamente al Presidente
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos,
Vicente Fox Quesada, que disponga la ayuda
humanitaria necesaria para apoyar al pueblo y al
gobierno cubano en la difícil situación en la que
actualmente se encuentra con motivo del fenómeno
meteorológico en comento.

Palacio Legislativo, de San Lázaro, a 8 de
noviembre de 2001.— Firman el presente punto
de acuerdo los diputados: Rafael Rodríguez
Barrera, PRI; Jorge Carlos Rodríguez Marín, PRI;
Martí Batres, PRD; Erika Spezia, PVEM; Tarcisio
Navarrete, PAN; José Antonio Calderón, Partido
Alianza Social; Ricardo García Cervantes, PAN;
José Manuel del Río Virgen, por Convergencia,
Humberto Mayans Canabal, diputado independiente
de esta legislatura; Jaime Martínez Veloz, del
Partido Revolucionario Institucional; Jaime Cervan-
tes Rivera, del Partido del Trabajo; Félix Castella-
nos Hernández, del Partido del Trabajo; Juan Carlos
Regis Adame, del Partido del Trabajo y un servidor,
José Narro Céspedes, del Partido del Trabajo y
Alberto Anaya Gutiérrez, del Partido del Trabajo.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación
económica, si se considera de urgente resolución
el punto de acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, de confor-
midad con lo que establece el artículo 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, en
votación económica se pregunta a la Asamblea si
se considera de urgente resolución el punto de
acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Se considera de urgente resolución.

En consecuencia está a discusión el punto de
acuerdo...

Ha solicitado hacer uso de la palabra en pro el
diputado Jaime Martínez Veloz, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.
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El diputado Jaime Cleofas Martínez Veloz:

Con su permiso, señora Presidenta; estimadas
diputadas y estimados diputados; señores funcio-
narios del gobierno de Cuba que el día de hoy nos
acompañan:

He solicitado pasar a esta tribuna a partir de la
opinión favorable de muchos compañeros del
Partido Revolucionario Institucional, empezando
por nuestro coordinador que ha firmado el punto
de acuerdo, que ha expuesto en esta tribuna el
diputado José Narro Céspedes, porque creemos
que es de suma importancia en estos momentos
aprobar una propuesta de esta naturaleza, dado la
difícil situación por la que atraviesa nuestro
hermano país de Cuba.

El diputado Narro Céspedes ha comentado aquí la
pertinente necesidad de que el Estado mexicano
ratifique la solidaridad con nuestra nación hermana
en estos momentos difíciles. Algunos miembros
de esta Cámara han manifestado, dentro de
nuestras posibilidades nacionales, la necesidad
de ejercer medidas concretas de asistencia a
nuestros vecinos y hermanos cubanos, afligidos
en su país por el desastre causado por el huracán
“Michel”.

Si bien es cierto que las siempre lamentables
pérdidas humanas constituyen una de las trágicas
consecuencias de este desastre, la destrucción
de la infraestructura habitacional y de servicios
alcanza niveles muy alarmantes en la isla. Varios
países de la comunidad internacional han comen-
zado a prestar asistencia y apoyo material a nues-
tra nación hermana.

El pueblo de Cuba siempre se ha caracterizado
por su vocación altruista en apoyo a otras naciones
que por múltiples circunstancias han padecido
situaciones graves de emergencia social,
económica o política. Por ejemplo, es proverbial la
asistencia médica cubana hacia otros países que
lleguen a padecer situaciones de crisis por
desastres naturales. La solidaridad del pueblo
cubano al mundo está fuera de discusión.

Ahora en estos momentos nuestros hermanos
cubanos requieren la solidaridad de todos los
países que, como México, hemos sido confortados
y asistidos por la isla en circunstancias en las
que lo hemos requerido. Aún con las graves ca-

rencias que sufren, los cubanos no han regateado
el apoyo a naciones que han padecido una emer-
gencia. Nunca han dejado de acudir a los pedidos
de solidaridad. Ellos siempre han dado muestras
de apoyo incondicional altruista para causas
nobles y verdaderamente humanas.

Debemos cultivar las relaciones con la isla cari-
beña. La fraternidad, el apoyo mutuo, la solidaridad,
no pueden sacrificarse por situaciones coyuntu-
rales por muy estratégicas que parezcan, porque
la dignidad y los principios son invaluables, no
tienen precio. Dignidad y esfuerzo son cualidades
de las que Cuba ha dado ejemplos numerosos a
lo largo de estos 40 años de bloqueo económico
por el país más poderoso del mundo.

He solicitado subir a esta tribuna para apoyar la
petición de los compañeros legisladores del Partido
del Trabajo, pero no solo para pronunciarnos a fa-
vor del apoyo mexicano a nuestra nación hermana,
sino para apoyar también la conveniencia de que
tomemos una decisión inmediata: votando de
urgente y obvia resolución la solicitud de los com-
pañeros del Partido del Trabajo. Ello, porque la
situación emergente del pueblo cubano demanda
acciones expeditas y nosotros en estos momentos
bien podemos hacer mucho.

Es pertinente mantener una postura humanitaria a
favor de quienes padecen y sufren por catástrofes
naturales o por la acción del hombre.

Es cuanto, señora Presidenta.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Sobre el mismo tema se le concede el uso de la
palabra al diputado Tarcisio Navarrete Montes de
Oca, del grupo parlamentario de Acción Nacional.

El diputado Ricardo Tarcisio Navarrete
Montes de Oca:

Con su permiso, estimada Presidenta; distinguidas
amigas y amigos legisladores:

Con sentida sinceridad expresamos nuestro apoyo
a este punto de acuerdo, que si bien no lo hemos
firmado todos por la velocidad en que se nos ha
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comunicado, sí cuenta con todo el apoyo de
nuestro grupo, porque es una legítima y necesaria
expresión de solidaridad en situaciones límite y
México sabe responder con mucha generosidad.

Para nosotros este punto de acuerdo significa la
presencia generosa del Legislativo, de donde nace,
haciendo un llamado al Ejecutivo y de esta manera
tenemos los dos brazos de nuestro Gobierno
presente en este momento de tragedia por el ciclón.

Estamos ante un caso de dolor inevitable. Son las
fuerzas de la naturaleza que de alguna manera
han dañado muy fuertemente al pueblo cubano.
Por lo tanto, de manera muy breve pero muy sen-
tida, en este momento de tragedia esperamos
corresponderle con mucha generosidad a un pueblo
que sentimos muy cercano no solamente geográ-
ficamente hablando.

Queremos dar una muestra, una expresión de
mano tendida al pueblo cubano y que sepan que
sabremos responderle a él y a todos los pueblos
de América Latina cuando vivan tragedias, porque
estamos para expresar una verdadera solidaridad
y estamos hoy presentes y seguiremos estándolo
en cualquier otro momento.

Gracias a Cuba por su momento de expresión con
México y aquí estamos presentes.

Muchas gracias.

La Presidenta :

Gracias, señor diputado.

En uso de la palabra el diputado Pedro Miguel
Rosaldo Salazar, del grupo parlamentario del PRD,
sobre el mismo tema.

El diputado Pedro Miguel Rosaldo Salazar:

Gracias, señora Presidenta; compañeras diputadas
y diputados:

La isla de Cuba una vez más sufre embates, ahora
desafortunadamente de la naturaleza. Es el peor
huracán que ha sufrido Cuba en los últimos 50
años. Es triste, pero bueno, es un pueblo que ha
sido un pueblo de lucha, es un pueblo que a pesar
de todos los embates ha alcanzado un gran

desarrollo social, a pesar de sufrir la peor represión
económica que un pueblo puede tolerar viniendo
del país más desarrollado del mundo.

Cuba, compañeros, quiero que sepan que es el
primer país desarrollado en medicina y educación,
de los mejores del mundo en neurología, si no es
que el mejor, y en inmunología también. Cuba,
compañeros, no sólo por eso, sino porque ha sido
y espero que siga siendo por mucho tiempo un
país libre, Cuba merece ser apoyado por ser el
bastión de la dignidad de esta América nuestra.
Cuba, compañeros, en estos momentos está
pasando por una situación terrible. Nosotros
sabemos lo que son las consecuencias de los
huracanes. Recordemos el huracán “Janet”, que
en los años cincuenta destruyó Chetumal, Quintana
Roo.

Nosotros como mexicanos sabemos de los
desastres del terremoto de 1985. Esta solidaridad
que demuestra la Cámara de Diputados no sólo
me satisface mucho, me enorgullece más, ser
miembro de este honorable Congreso desde el
momento de haber recibido esta tan digna Repre-
sentación, sino que además veo que en muchas
cosas podremos tener diferencias, pero cuando
se necesita nos damos la mano todos y esto habla
mucho y mucho y bien de esta Cámara de Dipu-
tados.

Yo felicito a esta Cámara de Diputados por ello y
me conduelo con el pueblo cubano por su situación
tan crítica, pero a la vez desde esta tribuna le envío
un afectuoso saludo y le deseo que como siempre
saque la lucha del corazón y levante la cara y siga
siendo ese bastión que para nosotros es de
dignidad de un pueblo que está acostumbrado a
luchar en contra del país más poderoso.

Muchas gracias, compañeros.

La Presidenta:

Para el mismo tema la diputada Erika Spezia Mal-
donado, del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

La diputada Erika Elizabeth Spezia
Maldonado:

Con su venia, señora Presidenta:

México y Cuba son pueblos hermanos y como
hermanos tenemos que apoyarnos, tenemos que
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ayudarnos en momentos en que nuestro hermano
necesita de nuestro apoyo.

El Partido Verde Ecologista de México se suma
en apoyo al punto de acuerdo que han firmado
todas las fracciones parlamentarias de esta Cámara
y exhorta a que no sólo en estos momentos, sino
en todos los momentos de nuestras dos historias
México y Cuba sigan siendo pueblos hermanos y
nos sigamos atendiendo y cuidando como
hermanos.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se con-
sidera suficientemente discutido el punto de
acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se considera suficientemente discutido el punto
de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta:

Le ruego a la Secretaría dar lectura al contenido
específico del punto de acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

PUNTO DE ACUERDO

Artículo único. Las diputadas y los diputados de
la LVIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión solicitamos respetuosamente al Presidente
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos,
Vicente Fox Quesada, que disponga la ayuda
humanitaria necesaria para apoyar al pueblo y al
gobierno cubano en la difícil situación en la que
actualmente se encuentran con motivo del fenó-
meno meteorológico en comento.

La Presidenta:

Le ruego consulte a la Asamblea en votación eco-
nómica, si es de aprobarse el punto de acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se aprueba el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Aprobado el punto de acuerdo.

SECRETARIA DE HACIENDA
Y CREDITO PUBLICO

La Presidenta:

Continuando con el orden del día se concede el
uso de la palabra al diputado David Penchyna Grub,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, para presentar una proposición con
punto de acuerdo respecto al informe que sobre la
situación económica, las finanzas públicas y la
deuda pública correspondiente al tercer trimestre
del año en curso, presentó la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, así como respecto
del recorte presupuestal anunciado por el Poder
Ejecutivo el 5 de noviembre del 2001.

El diputado David Penchyna Grub:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras
y compañeros legisladores:

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58
del Reglamento Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someto a consi-
deración de la honorable Asamblea el siguiente
punto de acuerdo, de conformidad con los si-
guientes

ANTECEDENTES

El pasado 5 de noviembre esta soberanía recibió
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Publico, el
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informe sobre la situación económica, las finanzas
públicas y la deuda pública correspondiente al
tercer trimestre del año 2001, dando cumplimiento
con lo dispuesto en la Ley General de Deuda Pú-
blica, así como en lo dispuesto por el decreto apro-
batorio de Egresos de la Federación para el mismo
año y la Ley de Ingresos de la Federación.

El citado informe, al igual que los de los dos pasa-
dos trimestres anteriores, centra su atención en
describir el comportamiento de las principales
variables macroeconómicas, la producción, los
servicios, el empleo, los ingresos y lamentable-
mente continúa omitiendo analizar las causas; es
decir, no hay una vinculación entre los resultados
y las decisiones de la política económica nacional.

En este ejercicio democrático tenemos que re-
cordar que responsabilizar de todo el éxito o de
todo el fracaso a la institución presidencial de la
evolución de la economía nacional sería una
muestra de escasa seriedad con los mexicanos,
pero por el contrario, no efectuar un balance efectivo
profesional por parte de este Congreso sería
incumplir con nuestra obligación constitucional de
vigilar el cumplimiento del presupuesto que
nosotros mismos aprobamos por consenso y con
ello conformarnos en un auténtico y legítimo
contrapeso que cuestiona y sobre todo disuada
mediante la crítica todo exceso del Poder Ejecutivo
Federal.

Es en este sentido, señoras y señores diputados,
que el informe de finanzas públicas de la Secre-
taría de Hacienda se constituye en la evidencia
más clara que demuestra que el Poder Ejecutivo
Federal y no así el Poder Legislativo, es el res-
ponsable de la agudización de la recesión
económica en la que está inmerso nuestro país.

El informe mismo es la confesión de la falta de
planeación y falta de capacidad que el Gobierno
Federal en su Poder Ejecutivo ha tenido en el
manejo de nuestra economía, al no ejecutar
políticas públicas pertinentes y acertadas con los
ciclos económicos que estamos viviendo los
mexicanos y el mundo entero.

En este informe presentado por Hacienda se revela
claramente cómo el gasto corriente ha crecido en
términos reales un 11.4%, lo referente al gasto de
suministros y materiales ha crecido también en
términos reales 15% y en contraste con estos dos
conceptos, se revela cómo el gasto de inversión
ha caído en términos reales 2.4%. Esta direc-
cionalidad que el Ejecutivo Federal le ha dado al
gasto público restringe el margen de maniobra para

el ejercicio presupuestal de los ejercicios
subsecuentes, ya que aumenta el gasto corriente
y baja el gasto de inversión, aumenta las
obligaciones laborales del Estado engrosando la
burocracia, restando eficacia a la reactivación
económica sedienta de crecimiento y de políticas
eficientes para generar empleo.

Es en este mismo contexto que abundando en
señalar otros datos del informe me permito señalar
lo siguiente: de acuerdo con la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, el nivel de ingresos
captados en el periodo enero-septiembre, ascendió
a más de 961 mil 149 millones de pesos, cifra
superior en 2.8% en términos reales a la del mismo
periodo del año 2000.

El impuesto al valor agregado presentó una
variación real favorable del 4.2% respecto al mismo
periodo del año anterior y el impuesto sobre la renta
una variación positiva del 8.4%.

También se menciona la reducción tan dramática
que ha vivido nuestra economía en el número de
desempleados registrados en el Instituto Mexicano
del Seguro Social, cifra que aunque aumenta 220
mil empleos perdidos, se contrapone a lo que
establece el informe del Banco de México, donde
se señalan 403 mil empleos perdidos.

A este respecto no es posible que el Ejecutivo
Federal pretenda ocultar esta lamentable situación
del desempleo, maquillando y contradiciendo cifras.

Nos preguntamos: ¿no es éste un ejemplo de la
transparencia que se profesa y que defiende la
Presidencia de la República?

Hoy, en el informe, a diferencia del informe del tri-
mestre anterior, no se menciona la tasa de desem-
pleo abierto que ya se contenía en otros informes.

Otras inconsistencias que nos refleja el citado in-
forme son los conceptos que influyeron en la ela-
boración del gasto programable, donde se men-
cionan diversos programas de gasto de inversión,
de los que sólo Petróleos Mexicanos y la Comisión
Federal de Electricidad variaron en su comporta-
miento, es decir, programas de inversión en
comunicaciones y transportes, salud, Sagarpa,
vivienda, Conagua etcétera no reflejan variaciones
favorables en su gasto.

Lamentamos los subejercicios que en entidades
de la administración pública se presentan en este
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tercer trimestre. Como ejemplo: comunicaciones
y Transportes, menos 4 mil 600 millones de pesos;
Educación Pública, menos 1 mil 500; aportaciones
a la seguridad social, menos 3 mil 700; Sedesol,
menos 1 mil 300; Capufe, con menos 1 mil 349
millones de pesos.

En particular advertimos también los graves
subejercicios en programas de inversión que a
octubre se presentan también, sólo por mencionar
algunos: el Programa de Empleo Temporal, con
un promedio del 46%, pero en Sagarpa con un
avance apenas del 18%. En el Programa de Agua
Potable, con un avance del 50%; el desarrollo del
sureste, con un avance del 15%; rubros de alianza
para el campo con avances no mayores al 50%;
Comisión Nacional del Agua, en algunos proyectos
con 47%, pero en otros con apenas avances del
1.3%. Capufe, con 45% y en promedio la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes con 49%,
registrando 0% de avance en los tramos carreteros
como los de Arriaga-La Ventosa, Celaya, en
Salamanca, Guadalajara-Zapotanejo, por sólo
mencionar algunos.

La página 36 del informe también refiere un contrato
celebrado entre Banobras y el Banco Interame-
ricano de Desarrollo, para financiar un programa
de vivienda de hasta 505 millones de dólares, que
por el contrario, al mes de septiembre el Infonavit,
Fovissste y Fovi suman más de 53 mil millones de
pesos de recursos que podrían se colocados en
recursos crediticios para los demandantes de
vivienda, situación que no se ha hecho, situación
que podría favorablemente generar empleos casi
por 1 millón de nuevos empleos.

Por el otro lado, el día 5 de noviembre también se
anuncia el recorte al presupuesto, tercero imple-
mentado por esta administración, esto nos da
muestras de la falta de capacidad y de imaginación
del Ejecutivo Federal para implementar programas
que aminoren los impactos de la situación eco-
nómica que prevalece. El Gobierno toma el camino
fácil: recortar el gasto argumentando la caída de
ingresos, la caída de ingresos que estimaron mal
en un calendario que fijó la Secretaría de Hacienda
y que no hizo caso del calendario histórico con el
que se han estimado los ingresos.

Según datos de la propia Secretaría de Hacienda
publicados en algún medio de comunicación,
porque lamentablemente esta soberanía no ha
recibido el informe de manera oficial, la Secretaría
de Educación recibe disminuciones en su gasto
por más de 9 mil millones; seguridad social con
más de 967; Comunicaciones y Transportes con

más de 800; la Sagarpa con 250 y la Secretaría
de Salud con más de 230.

Asimismo comunica a través de los medios de
comunicación de algunas ampliaciones líquidas al
presupuesto de entidades que no tienen gasto de
inversión. Es el caso de la Secretaría de Hacienda
y de la propia Presidencia de la República en su
oficina, que recibe ampliaciones líquidas a su
presupuesto, situación que no permite hacerlo el
Presupuesto de Egresos de la Federación que
nosotros aprobamos.

Queda claro que a la luz del informe de finanzas
públicas y de la realidad que advertimos en los
hechos, todo apunta a que el Ejecutivo Federal
hace creer a través de un recorte y trata de ocultar
el subejercicio al gasto.

Por todo lo anterior me permito someter a esta
soberanía, el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Se solicita que la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público dé cumplimiento al mandato de
esta soberanía que a través de su Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión, mediante
dictamen aprobado el 22 de agosto del año en
curso, solicitó que en los próximos informes sobre
la situación económica, las finanzas y la deuda
pública, se presente de acuerdo a lo establecido
en el decreto y a la Ley de Ingresos, es decir, pre-
sentar información más clara, comparada, desa-
gregada, con calendarios de gasto y con elementos
que permita tener un análisis responsable y
herramientas para tomar decisiones oportunas y
viables en los ciclos económicos.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Hacienda
informe a esta soberanía el monto del recorte
presupuestal; los programas y entidades que fueron
objeto de dicho recorte y los criterios utilizados
para elaborar el ajuste recientemente anunciado.

Tercero. Se solicita a la Secretaría de Hacienda,
informe a esta soberanía si el recorte incluyó
ampliaciones líquidas al capital y en base y con
fundamento en qué se realizó dicha acción.

Cuarto. Se solicita que se cite a comparecer a
los funcionarios de la Secretaría de Hacienda ante
las comisiones de Hacienda y Presupuesto y
Cuenta Pública, para que aclaren a esta soberanía
la marcha del programa económico y esclarezca
las confusiones y dudas que sus propios informes
han generado.
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Quinto. Que en la presentación de los Criterios
Generales de Política Económica, Miscelánea
Fiscal y Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el año 2002, próximos a ser
presentados por el Ejecutivo Federal, se acom-
pañen los saldos de programa por programa de
aquellos recursos que no se ejercieron en las
diferentes entidades del Poder Ejecutivo Federal y
las razones de la no ejecución de estos recursos.

Ruego a la Secretaría sirva dar trámite a este punto
de acuerdo, a las comisiones de Hacienda y Cré-
dito Público.

Muchas gracias.

«Punto de acuerdo respecto al informe que sobre
la situación económica, las finanzas públicas y la
Deuda Pública correspondiente al tercer trimestre
del año 2001, presentó la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, así como por el recorte presu-
puestal anunciado por el Poder Ejecutivo Federal
el pasado 5 de noviembre de 2001.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58
del Reglamento Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se somete a
consideración de esta Asamblea el siguiente punto
de acuerdo, de conformidad con los siguientes

ANTECEDENTES

El pasado 5 de noviembre esta soberanía recibió
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el
informe sobre la situación económica, las finanzas
públicas y la Deuda Pública correspondiente al
tercer trimestre de 2001, dando cumplimiento con
lo dispuesto en la Ley General de Deuda Pública,
así como en lo dispuesto por el decreto aprobatorio
del Presupuesto de Egresos de la Federación para
el año de 2001 y la Ley de Ingresos de la Fede-
ración.

El citado informe, al igual que los pasados dos
trimestres centra su atención en describir el
comportamiento de las principales variables ma-
croeconómicas: como la producción, los servicios,
el empleo y continua omitiendo analizar las causas
es decir, no hay una vinculación entre los resul-
tados y las decisiones de la política económica
nacional.

En este ejercicio tenemos que recordar que
responsabilizar de todo el éxito o fracaso a la ins-
titución presidencial de la evolución de la economía
nacional sería una muestra de escasa seriedad

con los mexicanos; pero por el contrario no efectuar
un balance objetivo y profesional por parte del
Congreso, sería incumplir con nuestra obligación
constitucional de vigilar el cumplimiento del
presupuesto que nosotros mismos aprobamos y
con ello conformar un auténtico y legítimo
contrapeso que cuestione y sobre todo disuada
mediante la crítica todo exceso del Poder Ejecutivo
Federal.

En este sentido, señoras y señores diputados, que
el informe de finanzas públicas de la Secretaría de
Hacienda se constituye en la evidencia más clara
que demuestran que el Poder Ejecutivo Federal y
no así el Poder Legislativo, es responsable de la
agudización de la recesión económica en la que
está inmerso nuestro país.

El informe mismo es la confesión de la falta de
planeación y falta de capacidad que el Gobierno
Federal en su Poder Ejecutivo ha tenido en el
manejo de nuestra economía, al no ejecutar
políticas públicas pertinentes y acertadas con los
ciclos económicos que estamos viviendo los
mexicanos y el mundo entero.

Este informe revela como el gasto corriente ha
crecido en términos reales un 11.4%.

Lo referente al gasto en suministro y materiales
ha crecido en términos reales 15% y en contraste
con estos dos conceptos se revela como el gasto
de inversión ha caído 2.4% también en términos
reales.

Esta direccionalidad que el Ejecutivo Federal le
ha dado al gasto público restringe el margen de
maniobra para el ejercicio presupuestal de ejer-
cicios subsecuentes, ya que aumentando el gasto
corriente y bajando el gasto de inversión, aumentan
las obligaciones laborales, engrosando la buro-
cracia y restan eficacia a la activación económica
sedienta de crecimiento y de políticas eficientes
para generar empleo.

En este mismo contexto abundo en señalar otras
consideraciones del informe de la Secretaría de
Hacienda:

• De acuerdo con la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, el nivel de ingresos captados
ascendió a más de 961 mil 149 millones de pesos,
cifra superior en 2.8% en términos reales a la del
mismo periodo del año 2000.

• El impuesto al valor agregado present ó una
variación real favorable del 4.2% respecto al
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año anterior, mientras que el ISR tuvo una variación
del 8.4%.

• También se menciona la reducción tan dramática
que ha vivido nuestra economía en el número de
desempleados registrados en el Instituto Mexicano
del Seguro Social, cifra que aunque aumenta a
220 mil empleos perdidos se contrapone con lo
que establece el informe del Banco de México,
donde se señalan 403 mil empleos perdidos. A
este respecto no es posible que el Ejecutivo
pretenda ocultar esta lamentable situación del
desempleo maquillando y contradiciendo cifras. Yo
me pregunto, ¿es éste un ejemplo de la política
de trasparencia que, tanto defienden desde la
Presidencia de la República?

• No se menciona la tasa de desempleo abierto
que en otros informes se venían presentando.

• Otra inconsistencia que nos refleja el informe son
los conceptos que influyeron en la variación del
gasto programable (página 17) donde se mencionan
diversos programas de gasto de inversión de los
que sólo Pemex y la CFE variaron en su compor-
tamiento, es decir, programas de inversión como
la SCT, Salud, Sagarpa, Vivienda, Conagua etcéte-
ra no reflejan variaciones favorables en su gasto.

Lamentamos los subejercicios que en entidades
de la Administración Pública Federal se presentan
en este tercer trimestre, como ejemplo:

Comunicaciones y Transportes menos 4 mil 629
millones de pesos. Educación Pública menos 1
mil 594 millones de pesos.

Aportaciones a la seguridad social menos 3 mil
788 millones de pesos. La Sedesol menos 1 mil
370 millones de pesos, Capufe menos 1 mil 349
millones de pesos.

En particular advertimos también los graves
subejercicios; en programas de inversión que a
octubre se presentan también sólo por mencionar
algunos:

- PET con un avance del 46%.

- Programa de Agua Potable con un avance del
54%.

- Desarrollo del sureste con un avance del 15.7%.

- Rubros de alianza para el campo con avances
del 50%.

- Progresa con un avance de 61.5%.

- Comisión Nacional del Agua con un avance gene-
ral del 47%, pero conceptos como el de la
construcción de infraestructura básica y drenajes
del 1.3% y el de construcción e infraestructura de
agua potable con avances de sólo el 8.2%.

- El IMSS con avances del 43.9% en sus subramos
de la zona 2.2%.

- Capufe con avances del 45% de su presupuesto
aprobado.

- La SCT con un avance del 49.0% pero con 0%
en carreteras como la que va de Arriaga a la
Ventosa, Celaya a Salamanca, Guadalajara a
Zapotlanejo, por mencionar algunas.

- La Secretaría de Salud, en sus proyectos de
inversión, cuenta con avance presupuestal apenas
del 12%.

• La página 36 del informe se refiere a un contrato
celebrado entre Banobras y el Banco Intera-
mericano de Desarrollo para financiar un Programa
de Vivienda de hasta 505 millones de dólares y
por el contrario el Infonavit al mes de septiembre
cuenta con un remanente superior a los 7 mil
millones de pesos, en Fovissste se cuenta con
más de 38 mil millones de pesos disponibles y en
Fovi se dejarán de gastar más de 8 mil millones
de pesos.

Con estos 53 mil millones de pesos; podrían
construirse más de 230 mil viviendas que
demandan los mexicanos manteniendo reservas
sanas para estas instituciones y se detonarían
favorablemente el sector de la construcción y se
podrían lograr más de 1 millón de empleos tan
necesarios en estos momentos.

• Fondo de estabilización de los ingresos petroleros.

Respecto a los recursos con los que actualmente
cuenta el fondo de estabilización de los ingresos
petroleros, se anota en el informe que su saldo al
30 de septiembre es de 8 mil 966 millones de
pesos, monto menor 7.3% al reportado en el
trimestre previo, derivado en su mayor parte por
los gastos asociados con la adquisición de
coberturas.

Me pregunto si estas coberturas se refieren a los
contratos que Pemex firmó con diversas empresas
nacionales que optaron por esta mecánica ante el
incremento que se registró en el precio del gas
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natural y que utilizan de forma importante en sus
procesos productivos.

No obstante ello, nos preocupa que ahora que,
una vez realizado estos gastos en función a los
convenios signados, las empresas particulares
quieran ahora cancelar los contratos de coberturas
de futuros ya que el precio actual les resulta más
cómodo para situarse en menos de los 4 dólares
el millón de BTU.

• Costo financiero de la deuda pública.

Reporta el informe que el costo financiero de la
deuda pública en los primeros nueve meses se
redujo en términos reales en un 0.5%, con lo cual
su participación dentro del gasto neto del sector
público fue del 16.3%, esto es, 0.7 puntos por-
centuales menos que el año anterior.

Al respecto, no se aclara de manera adecuada
por qué al mes de septiembre se cumple con el
presupuesto aprobado para todo el año en materia
del programa de apoyo a ahorradores por un monto
de 39 mil 759 millones de pesos, lo que incluso
implica un sobregiro a lo autorizado del 1.5%.

Asimismo, esto nos lleva a pensar que para el caso
del financiamiento del IPAB, por no haber
remanente que ejercer, el citado instituto tiene
forzosamente que recurrir a la emisión de mayores
bonos de protección al ahorro bancario.

Finalmente, si uno observa la contracción tan
importante que se da en el costo financiero del
sector paraestatal de un 20.8% respecto del
Gobierno Federal, el ahorro aparente no sólo podría
ser derivado de las reducciones en las tasas de
interés y otras economías en gastos asociados,
sino más bien pueden responder al rezago que
muestra el financiamiento de los proyectos de
inversión, ante su menor ritmo de construcción, lo
cual demanda a su vez un menor volumen de
recursos, sin que implique un verdadero ahorro.

Por el otro lado el día 5 de noviembre también se
anuncia el recorte al presupuesto presentado por
el Ejecutivo, tercero implementado por esta
administración; esto nos da muestra de la falta de
capacidad y de imaginación del Ejecutivo Federal
para implantar programas que aminoren los
impactos de la situación económica que prevalece,
el Gobierno toma el camino fácil de recortar el
gasto argumentando la caída en los ingresos,
producto de una deficiente calendarización
realizada por la Secretaría de Hacienda, ya que

no la efectuó de acuerdo al comportamiento
histórico observado en ejercicios anteriores.

Según datos de la propia Secretaría de Hacienda,
publicados en algunos medios de comunicación
(y tengo que recurrir a esta fuente toda vez que a
la fecha el Poder Ejecutivo no ha comunicado de
manera oficial a esta soberanía el recorte que
efectúo el pasado 5 de noviembre) el recorte afecta
a áreas estratégicas del desarrollo nacional tales
como:

Educación con más de 9 mil millones.

Seguridad social con más de 967 millones.

Comunicaciones y transportes con más de 801.7
millones.

Sagarpa con más de 250 millones.

Salud con más de 230 millones.

Asimismo, comunica ampliaciones presupuestales
a estados y municipios, a provisiones salariales y
entre otras dependencias que por su naturaleza
no ejercen gasto de inversión, amplía presupuesto
a la oficina de la Presidencia de la República,
Economía y la propia Secretaría de Hacienda.

Habrá que preguntarnos también con base en qué
facultades la Secretaría de Hacienda realizo am-
pliaciones liquidas al presupuesto, cuando éstas
de manera expresa las prohíbe el Presupuesto de
Egresos que por consenso aprobó esta Cámara
de Diputados.

El recorte no contempla programas de reactivación
de la economía, no contempla programas emer-
gentes de empleo, no contempla transferencias a
programas de combate a la pobreza y si contempla
graves reducciones a sectores prioritarios.

¿Qué se pretende con estas políticas si se anuncia
incluso la posibilidad de un cuarto recorte a esca-
sos 52 días de terminar el ejercicio 2001?

Señoras y señores legisladores: lo hemos seña-
lado en diversas ocasiones, un presupuesto no
ejercido a su debido tiempo son oportunidades de
desarrollo que se pierden.

Exigimos que se cumpla lo establecido en el PEF,
no es válido ni mucho menos legítimo atesorar los
recursos que tienen como destino invertir en obras
para los mexicanos.
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La actual administración ha reprimido al gasto
público, situación que ha impactado negativamente
la industria, pero lo más grave es que esta política
insensible ha incrementado la pobreza en el país
al retener programas o no saber ejecutar, es decir
se está contribuyendo ha exacerbar el ciclo
económico.

Queda claro a la luz del informe de finanzas pú-
blicas y de la realidad que advertimos en los hechos
a que, todo apunta a que el Ejecutivo Federal quiere
hacer creer que esté efectuando un recorte al gasto
público, cuando en la realidad trata de sacar
provecho del subejercicio un recorte al pre-
supuesto, por su incapacidad de hacer uso ade-
cuado de los recursos públicos aprobados por la
Cámara de Diputados en los distintos programas
y proyectos.

En este Congreso de la Unión, en esta casa de
las ideas, de las propuestas, en ésta la más alta
tribuna de la nación, se dejarán escuchar siempre
las voces de la razón, del consenso y la verdad
sin prejuicios de ideología o partido, aquí será donde
se resuelva y apruebe el Presupuesto de Egresos
de 2002 y se vigilará su estricta observancia y
aplicación, que sepa el Ejecutivo y que sepa la
nación, que el Congreso asumirá responsa-
blemente su obligación, le corresponde al Ejecutivo
cumplir con el mandato del Congreso y del pueblo
de México.

Por lo anteriormente expuesto con fundamento en
el artículo 58 del Reglamento Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y a fin
de dar cumplimiento con lo establecido en el
decreto aprobatorio de Presupuesto de Egresos
de la Federación y Ley de Ingresos 2001, some-
temos a la consideración de esta Asamblea el
siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Se solicita que la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público dé cumplimiento al mandato, de
esta soberanía, que a través de la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión, mediante
dictamen aprobado el 22 de agosto del año en
curso, solicitó que en los próximos informes sobre
la situación económica, las finanzas y la deuda
pública, se presenten de acuerdo a lo establecido
en el decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación y la Ley de Ingresos, es decir presen-
tando información clara, comparada, desagregada
con calendarios de gasto, con elementos que
permitan realizar un análisis responsable y con

herramientas para tomar decisiones acertadas de
políticas económicas.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público informe a esta soberanía el
monto de recorte presupuestal, los programas y
entidades que fueron objeto de dicho recorte y los
criterios utilizados para elaborar el ajuste anun-
ciado recientemente.

Tercero. Se solicita a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público informe a esta soberanía si dicho
recorte presupuestal considera ampliaciones
líquidas a otras entidades, como diferentes medios
de comunicación lo hicieran del conocimiento pú-
blico.

Cuarto. Se solicita se cite a comparecer a funcio-
narios de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público ante las comisiones de Hacienda y de Pre-
supuesto y Cuenta Pública de esta Cámara de
Diputados, para que aclaren ante esta soberanía
la marcha del programa económico y esclarezcan
las confusiones y dudas que sus propios informes
han generado.

Quinto. Que en la presentación de los criterios
generales de política económica, Miscelánea
Fiscal y proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio 2002, próximos a
ser presentados por el Ejecutivo Federal, se acom-
pañen los saldos por programa, de aquellos
recursos que no se ejercieron en las diferentes
entidades del Poder Ejecutivo Federal y las razones
de la no ejecución de estos recursos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviem-
bre de 2001.— Firma el diputado David Penchyna
Grub.»

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

La mesa directiva había determinado que el turno
de este punto de acuerdo, diputado, fuera a las
comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y
de Hacienda y Crédito Público, ¿es correcto?

El diputado David Penchyna Grub:

Es correcto.

La Presidenta:

Turno a las comisiones de Hacienda y Crédito
Público y de Presupuesto y Cuenta Pública.
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1980 se declaró como zona de monumentos, y
que en 1987 la UNESCO la hiciera merecedora de
la denominación Patrimonio Cultural de la Huma-
nidad.

Sin embargo, existen zonas aledañas, que también
forman parte del Centro Histórico, que también son
Patrimonio de la Humanidad y que quedaron fuera
de este programa, tal es el caso del perímetro B
del Centro Histórico o mejor conocido como zona
de La Merced.

En la zona de La Merced, se encuentran ubicados,
una casa habitación del Siglo XVIII, así como dos
capillas y seis iglesias del mismo siglo, una de
las cuales está en uso.

En este perímetro resalta una gran inseguridad a
partir de las 16:00 horas, debido a la utilización
del espacio público, ya que sólo se cuenta con un
20% de uso habitacional, siendo el resto mixto o
comercial.

La actividad termina cuando el comercio cierra sus
puertas y la zona se convierte en un perímetro de
alta inseguridad, enfrentándose graves problemas
de drogadicción, alcoholismo, niños de la calle y
prostitución.

En un estudio que realizó la delegación Venustiano
Carranza dirigido a la Presidencia de la República,
se reporta que los mercados públicos tienen en
su gran mayoría deficiencias hidráulicas, eléc-
tricas, falta de mantenimiento, locales que obsta-
culizan las áreas comunes y sanitarios en mal
estado.

La Merced alberga 78 giros de alto impacto social,
entre loncherías, retaurantes-bar, cervecerías,
pulquerías y 12 hoteles. Sumado a lo anterior, tam-
bién se ubican en esta zona, 5 mil 750 ambulantes,
660 sexoservidoras, 150 niños de la calle, 100
indigentes y 600 indígenas que viven en extrema
pobreza.

Como podemos deducir, es una zona que ha per-
dido sus valores e identidad, así como los ele-
mentos que la conformaban. Este es el caso de la
plaza de la Parroquia de la Candelaria de los Patos,
Las Atarazas, el Hospital San Lázaro y la estación
de ferrocarriles del mismo nombre, para convertirse
en una zona de gran inseguridad y fomento para la
comisión de delitos.

La zona de La Merced es parte esencial de la
historia de nuestra Ciudad de México, encierra
nuestra cultura y tradiciones. Ha sido testigo de la

DISTRITO FEDERAL

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la proposi-
ción con punto de acuerdo sobre el rescate del
Centro Histórico de la Ciudad de México. Con ese
objeto se concede el uso de la palabra al diputado
Daniel Ramírez del Valle, del grupo parlamentario
de Acción Nacional.

El diputado Daniel Ramírez del Valle:

Con su permiso, diputada Presidenta; amigas y
amigos diputados:

Presentamos el siguiente punto de acuerdo con
fundamento en el artículo 58 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos y bajo los siguientes

ANTECEDENTES

A principio del mes de julio del año en curso, el
Ejecutivo Federal y el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal firmaron un acuerdo a favor del rescate del
Centro Histórico. Del mismo, se desprende la
instalación de un consejo consultivo amplio
integrado por parte del Gobierno Federal, por un
representante de Conaculta y un representante de
la Secretaría de Turismo. Por parte del gobierno
del D.F., estará un representante de las secretarías
Desarrollo Urbano y Vivienda, de Turismo y
Desarrollo Económico y finalmente por parte de
sociedad civil, el ingeniero Carlos Slim, Jacobo
Zabludovsky, Alfonso Durazón, Guillermo Tobar y
deTeresa y el cardenal Norberto Rivera Carrera.

Su función será la coordinación de acciones de
remodelación, desarrollo urbano, de estructuración,
de uso de suelo, promoción de inversiones y el
diseño de incentivos fiscales.

Del mismo modo que el anterior, se creó un Comité
Ejecutivo, cabeza y dirigente del consejo con-
sultivo, amplio, integrado por el ingeniero Carlos
Slim Melú, Jacobo Zabludovsky y un representante
de Conaculta. Sus funciones serán la dirección de
los acuerdos del Consejo Consultivo y encabezar
el mismo, así como convocar a reuniones.

Considerando el acuerdo firmado por el Ejecutivo
Federal y el Jefe de Gobierno del D.F., para el
rescate del Centro Histórico, sin duda es un avance
muy importante para lograr el rescate de lo que en
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evolución de la capital de nuestro país, es por ello
que debe tomarse en cuenta para incluirla en el
programa de rescate del Centro Histórico.

«Por las consideraciones antes expuestas, inte-
grantes de la Comisión del Distrito Federal del
grupo parlamentario de Acción Nacional y del Verde
Ecologista, someten al pleno de esta Cámara de
Diputados, el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Que el gobierno de la Ciudad de México,
a través de su representante en el Consejo Con-
sultivo para el Rescate del Centro Histórico, so-
meta a consideración de este último, la necesidad
de incorporar a dicho programa el perímetro B del
Centro Histórico.

Segundo. Que el Gobierno Federal, a través de
sus representantes en el consejo consultivo para
el Rescate del Centro Histórico, someta a con-
sideración de este último, la necesidad de incor-
porar a dicho programa al perímetro B del Centro
Histórico.

Tercero. De ser procedente la incorporación, que
se fomente la pronta remodelación de los
monumentos históricos y se sumen esfuerzos para
reactivar el perímetro como zona de uso habita-
cional y termine de este modo con la delincuencia.

Cuarto. De no ser procedente que el gobierno de
la ciudad a través de las autoridades competentes,
pongan mayor interés en solucionar los problemas
que afectan a dicha zona.

Dado en el Palacio Legislativo, a 8 del mes de
noviembre del 2001.— Suscribimos el presente
punto de acuerdo los diputados: Carlos Alberto
Flores Gutiérrez, Jorge Lara Rivera, Raúl García
Velázquez, Celita Alamilla, Franciso Ramírez
Cabrera, Tomás Ríos, Jesús Dueñas, Máximo
Soto, José Tomás Lozano Pardinas, Miguel Angel
Torrijos, Benjamín Muciño, José Antonio Arévalo,
José Escudero, del Partido Verde Ecologista,
Samuel Yoselevitz y un servidor, Daniel Ramírez
del Valle.»

Ruego a la Secretaría turnar el presente punto de
acuerdo a la Comisión del Distrito Federal y a la
Comisión de Cultura.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Túrnese el punto de acuerdo a las comisiones
del Distrito Federal y a la de Cultura.

SISTEMA FINANCIERO INTERNACIONAL

La Presidenta:

Para presentar una proposición con punto de
acuerdo en relación al llamado impuesto Tobin, se
concede el uso de la palabra al diputado Rafael
Hernández Estrada, del grupo parlamentario del
PRD.

El diputado Lorenso Rafael Hernández
Estrada:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y
compañeros diputados:

Me honra presentar esta propuesta con punto de
acuerdo que en resumen busca que México tome
la iniciativa para que la comunidad internacional
acuerde medidas en contra de la especulación
financiera internacional. El punto de acuerdo que
estamos presentando, así como la carta de
adhesión de diputados mexicanos a la campaña
mundial a favor del impuesto Tobin, ha sido suscrita
por 85 diputados federales integrantes de todos
los partidos políticos representados en esta
Cámara.

Es conveniente señalar que 711 parlamentarios de
26 países han suscrito un llamamiento similar; se
trata de un amplio arco iris partidista y parla-
mentario, laboristas de Inglaterra, quebequenses
y liberales de Canadá, petistas y socialdemócratas
de Brasil, junto con los verdes de Europa y de otra
naciones, entre muchos otros.

La casa de los comunes de Canadá y el parla-
mento de Bélgica, han apoyado mociones fa-
vorables a esta causa, la que también ha sido
apoyada por el Parlamento Latinoamericano y por
la Reunión Internacional de Parlamentarios del
Foro Social Mundial de Porto Alegre.

Por otro lado, los primeros ministros de Francia,
la India y Finlandia, se han pronunciado a favor de
los controles al capital especulativo y éste es uno
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de los temas centrales en las cumbres de la unidad
europea hoy día.

Con el abandono, en 1971, del sistema interna-
cional de cambios, que había sido producto de los
Acuerdos de Bretton Woods, se inició formalmente
la era del capitalismo financiero global. No sólo
quedaron atrás los tipos de cambio relativamente
estables, las tasas fijas de interés y el orden
monetario internacional, sino que también se puso
en marcha un proceso de desregulación financiera
mundial. La liberalización de los mercados de
capital abrió cauce a una frenética expansión y
movilidad de una enorme masa de recursos
financieros circulando a escala mundial.

Si en 1977 el movimiento diario de divisas era de
unos 18 mil millones de dólares, hoy día ese
movimiento se estima en alrededor de uno y medio
billones de dólares al día, uno y medio millones de
millones de dólares al día. La mayor parte de estos
flujos no corresponde al intercambio real de
mercancías ni a las inversiones productivas que
se realizan en el mundo en la industria, en el
comercio, en la agricultura, sino a la búsqueda de
beneficios financieros inmediatos mediante la
especulación.

La economía real casi parece estancada ante el
dinamismo de la economía financiera. La relación
entre el movimiento mundial de divisas y el valor
del comercio mundial que era de 3.5 a uno en 1977,
para 1995 fue de 64 a uno, según estudios de la
CEPAL.

Lejos de las ventajas teóricas esgrimidas por sus
defensores, la liberalización financiera se ha
sucedido en una interminable lista de crisis. Un
estudio del Fondo Monetario Internacional revela
que entre 1980 y 1995, 36 países habían registrado
una o más crisis sistémicas, entre ellos nuestro
país y que 108 de los países miembros, es decir
el 80%, habían a travesado por uno o más periodos
de notorios problemas bancarios.

Habrá que adicionar a esta estadística las crisis
financieras posteriores a 1995 que afectaron al
sudeste asiático, a Rusia, a América Latina y a
Africa.

Las naciones se ven obligadas a tratar de atraer a
los grandes capitales mediante cada vez mayores
concesiones y garantías que van en detrimento de
sus planes de desarrollo, afectando a millones de
trabajadores y al medio ambiente.

Considerando lo anterior los diputados federales
que hemos firmado la carta de adhesión a la

campaña mundial a favor del impuesto Tobin,
misma que solicitamos se transcriba en su
totalidad en el Diario de los Debates y en la
Gaceta Parlamentaria , consideramos que la
libertad irrestricta de circulación de capitales se
ha convertido en un factor de inestabilidad de la
vida democrática de las naciones.

Por esa razón es de capital importancia fijar meca-
nismos regulatorios; uno de ellos es el llamado
impuesto Tobin, que recibe su nombre del Premio
Nobel de Economía, el norteamericano James
Tobin, quien desde 1972 y luego en 1978, propuso
una pequeña tasa a todas las transacciones finan-
cieras internacionales para desalentar la espe-
culación y además procurar ingresos a la
comunidad internacional. Con sólo un 0.05% de
gravamen a estas operaciones, se obtendrían entre
150 y 300 mil millones de dólares al año, recursos
que podrían ser empleados para estabilizar los
mercados monetarios para el desarrollo económico
de las naciones, para financiar ayuda humanitaria
a los países más pobres o para paliar las crisis
nacionales e internacionales de las economías del
mundo, así como para la atención de problemas
ambientales de carácter global.

A nuestro juicio conviene que nuestro país tome la
iniciativa para que junto con las naciones y par-
lamentos que se han manifestado en ese sentido,
promueva entre la comunidad internacional la
adopción de medidas de regulación de la espe-
culación financiera. Ello resulta congruente además
con los principios que en términos del artículo 89
fracción X de la Constitución, deben guiar la
conducción de la política exterior mexicana, par-
ticularmente aquellos que se refieren a la igualdad
jurídica de los estados y la cooperación inter-
nacional para el desarrollo económico.

Una última reflexión: algunos defensores del libre
cambismo a ultranza han calificado erróneamente
a este tipo de propuestas como globalifóbicas.
Nosotros pensamos que en realidad estas inicia-
tivas buscan una globalidad distinta al gobierno
del capital especulativo; una globalidad que asuma
la soberanía de las naciones; la relación demo-
crática entre los estados y el desarrollo de las
sociedades. Para decirlo en palabras de la
declaración de Porto Alegre del Foro Social
Mundial: “otro mundo es posible”.

Considerando lo planteado en la carta de adhesión
de diputados mexicanos a la campaña mundial a
favor del impuesto Tobin, formulamos el siguiente
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PUNTO DE ACUERDO

La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, acuerda:

Primero. Manifestar su apoyo a la campaña
mundial a favor del impuesto Tobin.

Segundo. Solicitar al Poder Ejecutivo Federal que
manifieste ante el Consejo Económico y Social
de la Organización de Naciones Unidas, ante los
organismos financieros internacionales, la Organi-
zación Mundial de Comercio, la Organización de
Cooperación y Desarrollo Económico, entre otros,
el apoyo de nuestro país para que se establezcan
las medidas de cooperación multilateral que regulen
y graven la especulación financiera internacional y

Tercero. Enviar a otros congresos del mundo una
invitación para actuar juntos ante los gobiernos
nacionales y los organismos financieros mundiales
para que de manera coordinada se acuerde un
mecanismo internacional para la aplicación del
impuesto Tobin y se exploren otras medidas para
reformar el sistema financiero y monetario
internacional.

Los diputados federales que firman esta propuesta,
como ya mencioné, son un total de 85 diputados
de todos los partidos aquí representados y so-
licitamos que se turne esta proposición con punto
de acuerdo a la Comisión de Relaciones Exteriores
de esta Cámara para su estudio y dictamen.

Asimismo, solicito que la lista íntegra de los
diputados firmantes sea publicada en la Gaceta
Parlamentaria y en el Diario de los Debates.

Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legis-
latura.

Carta de adhesión de diputados mexicanos a la
campaña mundial a favor del impuesto Tobin.

La especulación en los mercados financieros ha
alcanzado en los últimos años un nivel sin
precedentes en la historia económica mundial. El
abandono en 1971 del sistema internacional de
cambios, producto de los acuerdos de Bretton
Woods, provocó un aumento considerable de los
flujos financieros y monetarios que han pasado en
los últimos 30 años, de 70 mil millones de dólares
a más del 1 billón y medio de dólares diarios. La
mayor parte de estos flujos no corresponde al

intercambio real de mercancías ni a las inversiones
productivas que se realizan en el mundo, sino a la
búsqueda de beneficios financieros inmediatos, a
menudo considerables.

Esta disociación entre los mercados financieros
especulativos y la economía real ha provocado una
gran inestabilidad e incertidumbre en todo el
mundo, pues ha sido una de las causas más im-
portantes de la desviación o caída de las inver-
siones productivas y por lo tanto de la creación de
empleos. Ha provocado también una mayor con-
centración del poder económico y un aumento de
la pobreza y la desigualdad a nivel mundial.

Esta dinámica ha resultado nefasta para la hu-
manidad entera. La sucesión de graves y con-
tagiosas crisis económicas que se han producido
en diversas economías del mundo, como la de
México en 1994, diversos países del sudeste
asiático en 1997, Rusia en 1998 y Brasil en 1999,
muestran cómo en pocos días, se acaba con el
trabajo productivo de muchos años. Las naciones
se ven obligadas a tratar de ganarse la confianza
de los inversionistas otorgando concesiones para
atraer capitales y ganancias cada vez más
elevadas, a costa de millones de trabajadores,
ciudadanos y a costa del medio ambiente.

La libertad irrestricta de circulación de capitales
se ha convertido en un factor de inestabilidad de la
vida democrática de las naciones. Por esa razón,
es de capital importancia fijar mecanismos regu-
latorios. Uno de ellos es el impuesto Tobin, nombre
del Premio Nobel de Economía, el norteamericano
James Tobin quien, desde 1978, propuso una pe-
queña tasa a todas las transacciones financieras
internacionales para desalentar la especulación y,
además, procurar ingresos a la comunidad
internacional. Con sólo un 0.05% de gravamen a
estas operaciones, se obtendrían entre 150 y 300
mil millones de dólares al año, recursos que podrían
ser empleados para estabilizar los mercados
monetarios, para el desarrollo económico, para
financiar ayuda humanitaria a las naciones más
pobres o para paliar las crisis nacionales o
internacionales de las economías del mundo.

Numerosas organizaciones no gubernamentales,
sindicatos, asociaciones sociales y ecologistas,
están actuando coordinadamente con sus propios
gobiernos y parlamentos para poner en marcha
impuestos del tipo de la tasa Tobin.

Los parlamentarios del mundo deben responder al
llamado de esas organizaciones y a una creciente
preocupación de la opinión pública mundial sobre
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los daños que ha provocado la especulación
financiera. Se requieren urgentemente nuevos
niveles de cooperación multilateral para regular esta
especulación y para obtener ingresos que sirvan
para las necesidades locales y globales más
urgentes.

El impuesto Tobin ha sido apoyado favorablemente
por los parlamentos de Canadá y Bélgica. Una
moción parecida ha sido propuesta sin haber sido
votada, en los congresos de la República Argentina
y Estados Unidos de América. Hace unas cuantas
semanas, se presentó en la Cámara de los
Comunes del Reino Unido de la Gran Bretaña,
recibiendo el apoyo inmediato de parlamentarios
de los tres partidos más importantes y de la
ministra de desarrollo económico del gobierno
laborista. En el Parlamento Europeo, recibió la
adhesión de 225 eurodiputados.

Tomando en cuenta que, actualmente se discuten
diversas propuestas de reforma fiscal, resulta de
la mayor importancia discutir en México la adop-
ción del impuesto Tobin o uno similar.

Por lo anterior, diputados de México, proponemos
al Congreso de la Unión y al Gobierno de la Re-
pública, que se promueva la adopción de un im-
puesto similar a la tasa Tobin para que, en
coordinación con esfuerzos similares que se
realizan en otros parlamentos nacionales, se
avance en su adopción a nivel mundial y sirva como
punto de partida para explorar y acordar otras
opciones para reformar el sistema financiero
internacional.

Considerando lo planteado en la Carta de Adhesión
de diputados mexicanos a la campaña mundial a
favor de la tasa Tobin, formulamos el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos acuerda:

Primero. Manifestar su apoyo a la Campaña
Mundial a favor del impuesto Tobin.

Segundo. Solicitar al Poder Ejecutivo Federal que
manifieste, ante el Consejo Económico y Social
de la Organización de Naciones Unidas, ante los
organismos financieros internacionales, la
Organización Mundial de Comercio, la Organi-
zación de Cooperación y Desarrollo Económico,
entre otros, el apoyo de nuestro país para que se
establezcan medidas de cooperación multilateral
que regulen y graven la especulación financiera
internacional.

Tercero. Enviar a otros congresos del mundo una
invitación para actuar juntos ante los gobiernos

nacionales y los organismos financieros
mundiales, para que, de manera coordinada, se
acuerde un mecanismo internacional para la
aplicación del impuesto Tobin y se exploren otras
medidas para reformar el sistema financiero y
monetario internacional.

México, D.F., a 8 de noviembre de 2001.—
Diputados: Rafael Hernández Estrada, Alejandra
Barrales, María de los Angeles Sánchez, Jaime
Cervantes R., Víctor Lugo, María de las Nieves
García, María Elena Chapa, Berta A. Simental,
Beatriz Patricia Lorenzo Juárez, José Manuel del
Río V., José Antonio Calderón C., José R. Her-
nández, Francisco Patiño C., Antonio Magallanes,
Arturo Escobar y Vega, David A. Sotelo R., Martí
Batres G., Miguel Bortolini C., Tomás Torres,
Alfredo Hernández, Auldarico Hernández, Delfino
Garcés, Hortensia Aragón C., Rafael Servín M.,
Sergio Acosta, Miguel Barbosa, Juan Carlos Regis
A., Víctor A. García Dávila, Rosa Delia Cota, José
Narro Céspedes, Eric Villanueva, Genoveva Do-
mínguez R., Adela del Carmen García, Miroslava
García S., Bonifacio Castillo Cruz, Rodrigo Carrillo
Pérez, Rosario Tapia, Rosalinda López Hernández,
Ricardo Moreno Bastida, Rufino Rodríguez
Cabrera, Magdalena Núñez M., Francisco Agundis
Arias, Concepción Salazar González, María Teresa
Campoy, Erika Spezia, Rubén Aguirre, Petra
Santos U., Manuel Duarte Ramírez, Raquel Cortés
López, Pedro M. Rosaldo S., Felix Salgado
Macedonio, Martha Angélica Bernardino Rojas,
Emilio Ulloa Pérez, E. Daniel Martínez, Rogaciano
Morales R., Alejandro Gómez O., Gregorio Urías
Germán, Luis Herrera Jiménez, Cuauhtémoc
Montero Esquivel, Enrique Herrera, Jaime Martínez
Bernardo de la G., José Antonio Arévalo, Alfonso
O. Elías, Arturo Hervis R., Juan Manuel Martínez
Nava, Uuc-kib Espada A., Héctor Sánchez López,
Ramón León Morales, Jesús Garibay García, Mario
Cruz Andrade, Sergio R. Vaca Betancourt, Alberto
Anaya Gutiérrez, Gustavo Riojas, Jaime Vázquez,
Everardo López Cruz, Norma Patricia Riojas S.,
Diego Cobo Terrazas, Víctor A. García D., Olga
Patricia Chozas, José R. Escudero Barrera, Rafael
Hernández E., Augusto Gómez Villanueva, Librado
Treviño Gutiérrez, Efrén Leyva y Fernando Ortiz
Arana.»

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Túrnese a la Comisión de Relaciones Ex-
teriores y obséquiese la solicitud del diputado
en torno a la publicación íntegra de los fir-
mantes y de la proposición.
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mundial que intenta aplicar este gravamen como
parte de un gran acuerdo entre todos los países.

Compañeras y compañeros diputados: la especu-
lación financiera se ha convertido en una plaga que
pone en riesgo la estabilidad de las economías
nacionales; inclusive los analistas académicos la
han ubicado como la expresión más aguda en que
se manifiestan las crisis sucesivas que se han visto
en la economía mundial en los últimos años.

Ahí está el caso de México en 1994-1995, la crisis
del sureste de Asia de 1997 a 1998, que son los
ejemplos más recientes para ilustrar la volatilidad
financiera que trae consigo la existencia de un
mercado financiero de alcance global que no ha
sido regulado a nivel de todas las economías.

En ese sentido, la aplicación del impuesto Tobin
se convierte en una poderosa muralla para frenar
las manías especulativas que trae consigo de forma
natural la borrachera de los negocios capitalistas
fáciles.

Tenemos que tener claro que el impuesto Tobin
plantea gravar las transacciones que gustan la
mayor ganancia en el menor tiempo posible. Los
operadores de estas inversiones privadas están
siempre atentos al movimiento de los precios de
las divisas, las tasas de interés y las variaciones
de los precios en las acciones que se cotizan en
las bolsas de valores para aprovechar las ventajas
que se derivan de estos movimientos, que son la
base sobre la cual especulan.

Entran y salen de los mercados financieros cuando
así se requiere, sin importarles si causan daño al
aparato productivo de los países donde realizan
sus jugosos negocios.

Se ha estimado que el monto obtenido a nivel
internacional de este impuesto sería en 350 mil y
300 mil millones de dólares al año. Para el caso
de México se calcula que los ingresos obtenidos
por ese impuesto oscilaría entre el orden de los 10
y 15 mil millones de dólares, debido a la enorme
cantidad de movimientos en divisas que se realizan
por el lavado de dinero y las inversiones especu-
lativas de la Bolsa de Valores.

Los recursos que se obtendrían por la aplicación
de este impuesto podrían tener múltiples usos,
entre los que se encuentra el combate a la pobreza
para hacer frente a las contingencias externas,
entre otros.

Sin embargo, las bondades de este impuesto se
observarían de forma inmediata en la recuperación

Sobre el mismo tema ha solicitado hacer uso de
la palabra el diputado Juan Carlos Regis Adame,
del grupo parlamentario del Partido del Trabajo,
hasta por cinco minutos.

El diputado Juan Carlos Regis Adame:

Con la venia de la Presidencia; compañeras y
compañeros diputados:

Mientras un puñado de poderosos controlan la
riqueza en el mundo, la gran mayoría de los seres
humanos viven en la miseria y la penuria.

Mientras la tibieza de las políticas públicas no
toquen los intereses de los ricos, los pobres
seguirán siendo cada vez más pobres.

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo,
consciente de su responsabilidad histórica y
política de estar siempre al lado de los más necesi-
tados de nuestra sociedad, apoya decididamente
el punto de acuerdo para establecer en la
legislación fiscal mexicana el impuesto Tobin.

Ello con el propósito de obtener recursos que sirvan
para impulsar políticas económicas que beneficien
a las clases populares y rompan de forma gradual
con la pobreza en la que viven millones de
mexicanos.

Nuestro compromiso será siempre con el pueblo,
por eso estamos a favor de que se redistribuya la
riqueza que hoy se encuentra concentrada en una
minoría. Ese es el mayor reto que enfrentamos en
el plano social.

Estamos convencidos de que la propuesta que
planteó hace más de 20 años el economista
norteamericano James Tobin, en el sentido de
cobrar un impuesto muy pequeño, menor a un
punto porcentual, a las transacciones de divisas
que se realizan en el mundo no atenta contra la
propiedad del capital, sino simplemente se
convierte en un acto de justicia fiscal para favorecer,
con esos recursos, a los más necesitados mediante
programas de fomento de desarrollo económico.

Debemos recordar que esta propuesta tomó fuerza
en la década de los noventa del siglo pasado y ha
sido debatida ampliamente en los círculos
académicos y financieros del mundo, al grado de
que hoy tenemos un importante núcleo promotor
que ha logrado crear un destacado movimiento
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Tal vez para algunos sectores gubernamentales
de la iniciativa privada y de grupos de interés
conservadores gravar los movimientos de capital,
además de una herejía es un error, puesto que,
seguramente argumentarán, se corre el riesgo de
que los capitales especulativos o golondrinos se
vayan con sus inversiones. Inclusive algunos
economistas ortodoxos se rasgarán las vestiduras
y dogmáticamente, además de la descalificación
de que seamos objeto, pontificarán sobre lo
costoso que sería para un país, en especial para
un país como el nuestro, que los capitales, aunque
sean especulativos, se vayan, repito, “con sus
canicas a otro lado”.

Y es que la verdad, señoras y señores legisladores,
en este asunto están en juego algo más que
cuestiones meramente financieras. En efecto, cada
vez crece más y más el número de voces en el
mundo que advierten sobre los efectos perniciosos
de estos nuevos amos del mercado, que mueven
con total libertad y sin ningún control de los
gobiernos y los estados cantidades fabulosas de
dinero y que a su antojo pueden causar la deses-
tabilización económica de cualquier país.

Grupos cuya única lógica es la ganancia inme-
diata, sin importar generar riqueza. Grupos que al
menor riesgo a sus inmorales ganancias se
desplazan en el ciberespacio de las geofinanzas,
buscando siempre mercados que les reditúen
pingües beneficios. Grupos a los que no les in-
teresa nada más que su propio provecho y es que
como lo dijo Raymond Barrett, no se puede dejar
al mundo en las manos de un montón de irres-
ponsables que sólo piensan en el dinero.

Es curioso, amigas y amigos legisladores, pero
mientras más rico es el mundo se está volviendo
menos igualitario. Podríamos decir, sin temor a
equivocarnos, que de las desventajas que acarrea
la globalización, sobre todo en lo relativo a sus
costos y beneficios distribuidos inequitativamente,
el rostro más depredador es el de la globalización
financiera, ya que, inclusive, como lo aseguran
algunos economistas refutados, la libertad de
movimientos de capital genera crisis recurrentes
en los estados, amén de cuantiosas fortunas
ociosas a favor de un grupúsculo que medra con
el trabajo y la producción de otros.

En Alianza Social esperamos que hoy que en
nuestro país estamos en un debate para encontrar
la forma más sana de financiar nuestro desarrollo,
veamos la posibilidad de obtener recursos, no de
nuestro pueblo pobre, sino de los grupos de es-
peculadores, mediante la institución de un im-
puesto sobre los movimientos de capitales.

de la capacidad de control sobre las operaciones
financieras por parte del Estado, que se traduciría
también en un medio eficaz para combatir el paraíso
fiscal que se ha creado, desalentaría la fuga de
capitales y el lavado de dinero, entre otras.

Compañeras y compañeros diputados: quiero
recordar al pleno de esta soberanía que en diversas
ocasiones el grupo parlamentario del Partido del
Trabajo ha planteado ante esta tribuna la exigencia
de imponer un gravamen a las transacciones que
se efectúan en los mercados cambiarios, desalen-
tando con ello la especulación que se presente en
los mismos, con una tasa equivalente al 0.3% para
cada una de las transacciones; una modalidad del
llamado impuesto Tobin.

También hemos propuesto gravar a las operaciones
derivadas de la compra-venta de acciones y bonos
en el mercado de valores de nuestro país, aplicando
una tasa general del 2% para el mercado de dinero
y del 7% para las ganancias obtenidas por compra-
venta de títulos y acciones de la Bolsa de Valores.

En este contexto, el Partido del Trabajo apoya
decididamente el punto de acuerdo aquí planteado,
bajo la modalidad que acuerde esta soberanía, con
el propósito de recaudar recursos fiscales que
sirvan para alentar el desarrollo económico, el
combate a la pobreza, así como para fortalecer la
capacidad financiera del Estado mexicano.

Es cuanto, señora Presidenta.

Presidencia de la diputada
María Elena Alvarez Bernal

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Para referirse a la misma proposición, se concede
el uso de la palabra al diputado José Antonio
Calderón Cardoso, hasta por cinco minutos.

El diputado José Antonio Calderón Cardoso:

Gracias, señora Presidenta; honorable Asamblea:

Pasamos a esta tribuna para apoyar la propuesta
de punto de acuerdo presentada, puesto que
plantea una cuestión de suma importancia, incluso
para un desarrollo sano de la economía misma.
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institucional para el desarrollo sustentable, la
adecuación de la estructura y actividades guber-
namentales con un enfoque ecologista. Se pro-
metió la integración de un consejo intersectorial,
con objeto de tener una política regulatoria
transversal y coordinada. Así, el esfuerzo en de-
fensa del medio ambiente no sería de una sola
secretaría sino de todas.

En su comparecencia ante esta soberanía, el
Secretario de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, nos dijo que su gran reto es dar solución
al grave deterioro que sufren nuestros ecosistemas
y el medio ambiente y lograr armonía entre el
crecimiento económico y la naturaleza.

Para enfrentar este reto nos dijo: el presidente Fox
se ha comprometido plenamente con la agenda
ambiental, formando un Gobierno y presentando
un proyecto de nación que retoma como principio
fundamental el desarrollo sustentable en su más
amplio sentido y significación como una política
de Estado. Desde el 1o. de diciembre del año 2000,
continúa, el medio ambiente adquirió una nueva
dimensión en la estructura y funcionamiento del
Gobierno Federal, de ser un asunto sectorial
restringido a la política social, pasó a ser un tema
transversal, inserto en las agendas de trabajo de
las tres comisiones del Poder Ejecutivo Federal
que atienden prioridades nacionales.

Sin embargo, para los legisladores del Partido
Verde, esta nueva estructura no existe y prueba
de ello era que ni siquiera se incluyó a un am-
bientalista en el Consejo de Administración de
Pemex, que es una de las empresas con mayor
impacto en la ecología.

Sin embargo, afortunadamente el día de ayer fue
aprobado por unanimidad en la Comisión de Go-
bernación de esta Cámara, la posibilidad de incluir
a un representante de Estado para velar por los
intereses relacionados con el medio ambiente
dentro del Consejo de Administración de Petróleos
Mexicanos.

De esta manera se demuestra que el Congreso
está trabajando por desarrollar una verdadera
política ambiental transversal; el tema ambiental
debe ser considerado como una de las prioridades
nacionales y se hace necesario una coordinación
gubernamental que en principio asegure a los
mexicanos un Gobierno limpio y preocupado por
la salud ambiental.

El gasto es también una expresión real de la
importancia que en la gestión gubernamental se

Por las razones anteriores, apoyamos el punto de
acuerdo y esperamos también el respaldo de la
mayoría de legisladores.

Por su atención, muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

MEDIO AMBIENTE

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la presen-
tación que hará de una proposición el diputado Juan
Ignacio García Zalvidea, con punto de acuerdo en
relación a la función 14 del presupuesto.

Tiene la palabra, hasta por 10 minutos.

El diputado Juan Ignacio García Zalvidea:

¡Buenas tardes! Con su permiso, señora Pre-
sidenta:

Del Partido Verde Ecologista de México traemos
este punto de acuerdo, relativo a la función 14 del
Presupuesto de Egresos de la Federación.

«Ciudadana Presidenta de la Cámara de Diputados
de la LVIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión:

Los diputados, que firman al calce, de la LVIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 58 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, ocu-
rrimos a solicitar se turne a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados de la LVIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, el siguiente punto de
acuerdo, de acuerdo a las siguientes

CONSIDERACIONES

Lograr un desarrollo sustentable a través de la
conservación del medio ambiente y de los recursos
naturales, es una de las prioridades planteadas
dentro del Plan Nacional de Desarrollo.

Asimismo, en la plataforma electoral de Alianza
por el Cambio se planteó lograr a través de un marco
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otorga a estos temas, por lo que es preocupante
que del costo total por agotamiento y degradación
ambiental sobrepase por mucho al gasto en medio
ambiente que realiza el país.

Creemos que el gasto del sector público en materia
ambiental debe ser un instrumento clave para
orientar y fortalecer el mercado de bienes y
servicios relacionado con asuntos de medio
ambiente.

Durante el año 2000 la función 14, medio ambiente
y recursos naturales recibió solamente el 1.19%
del gasto programable en clasificación funcional,
siendo la Semarnap y Pemex las únicas institu-
ciones que destinaron recursos a esta función por
apenas 10 mil 405 millones de pesos.

Del presupuesto total de la Semarnap solamente
el 51.8% se destina a esta función. Los recursos
destinados al cuidado del medio ambiente y los
recursos naturales se ven disminuidos por los sub-
ejercicios que recurrentemente se presentan; el
año pasado Pemex redujo los recursos en este
rubro en 693.7 millones de pesos.

Aunado a lo anterior, está el hecho de que en
México se ha catalogado en el informe de población
2001 de la Organización de las Naciones Unidas
como un claro ejemplo de la forma en que el hombre
ha destruido su equilibrio ecológico, señalando sus
altos índices de urbanización, tala inmoderada en
el sur del país, sobrexplotación de los mantos
acuíferos y su falta de agua potable en los
cinturones de pobreza de las ciudades.

No es posible que sólo en la Ciudad de México se
emitan 3.1 millones de toneladas de conta-
minantes cada año. Es fundamental que los
representantes de los gobiernos Federal, estatal
y municipal, así como el sector privado y la
sociedad asuman una posición activa en la defensa
del medio ambiente y en la preservación de los
recursos para satisfacer las necesidades de futuras
generaciones.

La responsabilidad es de todos y sólo a través del
esfuerzo común se logrará avanzar para hacer frente
a la problemática ambiental. Es necesario que
exista algún mecanismo eficaz de coordinación
de la Semarnap con otras secretarías para lograr
implementar medidas que contribuyan a lograr las
promesas de campaña y que realmente existan
incentivos para que el Gobierno contribuya al
mejoramiento del medio ambiente en su quehacer
cotidiano y en la orientación de su presupuesto
hacia el desarrollo sustentable.

Ha llegado el momento de que quienes tienen esa
responsabilidad cumplan con su trabajo y para ello
es urgente tomar medidas al respecto.

El Partido Verde Ecologista de México ha querido
presentar este punto de acuerdo para que a través
de la función 14, del Presupuesto de Egresos de
la Federación, el tema ambiental y de los recursos
naturales sea realmente considerado por el Poder
Ejecutivo como un asunto transversal y que se vea
reflejado en los programas de trabajo de todas las
instancias federales.

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento
en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, los diputados del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México abajo firmantes, nos permitimos
someter a consideración de esta Asamblea el
siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Sugerir al Ejecutivo Federal que para el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2002 tenga a bien enviar a esta
Cámara, se identifique en el mismo de forma
específica la distribución del gasto en materia
ambiental tradicionalmente ubicado en la fun-
ción 14.

Segundo. Recomendar al Ejecutivo Federal que
en las previsiones de gasto del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
2002 en todas las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal se incluyan e
identifiquen de manera clara las asignaciones
destinadas en materia ambiental.

Palacio Legislativo, San Lázaro, a 8 de noviembre
de 2001.— Firman este acuerdo los diputados:
José Antonio Arévalo González, Esveida Bravo
Martínez, María Teresa Campoy Ruy Sánchez,
Diego Cobos Terrazas, Olga Patricia Chozas y
Chozas, Arturo Escobar y Vega, José Rodolfo
Escudero Barrera, Sara Guadalupe Figueroa
Canedo, Nicasia García Domínguez, Alejandro
Rafael García Sainz Arena, Juan Ignacio García
Zalvidea, María Cristina Moctezuma Lule, Julieta
Prieto Fuhrken, Concepción Salazar González y
Erika Elizabeth Spezia Maldonado.»

Es cuanto, señora Presidenta.
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Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Túrnese a la comisión.

El diputado Juan Ignacio García Zalvidea:

Señora Presidenta, si me permite un momento, el
punto ése está puesto en la Gaceta Parlamentaria
como de urgente y obvia resolución.

La Presidenta:

Diputado, el punto que nos está planteando, en el
registro que nos planteó la Junta de Coordinación
Política no está considerado de urgente y obvia
resolución, pero yo no tengo ningún inconveniente
para que si se procesó así por los grupos
parlamentarios posteriormente pueda considerarse
así, pero subrayo que no está considerado así en
la Gaceta Parlamentaria.

En ese sentido, le ruego a la Secretaría, consulte
si es de considerarse de urgente y obvia resolución
el punto de referencia y le solicito atentamente al
diputado ocupe su curul.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia y de confor-
midad con el artículo 59 del Reglamento, en
votación económica se pregunta a la Asamblea si
el punto se considera de urgente y obvia resolución.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...Mayoría por la afirmativa.

La Presidenta:

Se considera de urgente resolución.

En consecuencia, se abre el registro de oradores
sobre el tema.

No habiendo oradores registrados, consulte la
Secretaría si está suficientemente discutido.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la Asamblea si el punto
de acuerdo se considera suficientemente discutido.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Suficientemente discutido.

En consecuencia, consulte la Secretaría a la Asam-
blea en votación económica, si es de aprobarse el
punto de acuerdo.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán.

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se aprueba el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Aprobado el punto de acuerdo. Comuníquese.

Se ha recibido en esta mesa directiva comu-
nicación de la Junta de Coordinación Política, ruego
a la Secretaría dar lectura a la misma.

CAMARA DE DIPUTADOS

El secretario Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legis-
latura.— Junta de Coordinación Política.

Diputada Beatriz Elena Paredes Rangel, presidenta
de la mesa directiva de la Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en el artículo 34, numeral 1, inciso
d de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, por este conducto
envío el anteproyecto de presupuesto anual de la
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Cámara de Diputados para el Ejercicio Fiscal 2002,
a efecto de que sea presentado a la consideración
del pleno de esta Cámara de Diputados en la
sesión ordinaria a desarrollarse el día de hoy.

Lo anterior, para lo conducente.

Sin más por el momento, quedamos de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo, San Lázaro, México D.F., a 8
de noviembre de 2001.— Firman los diputados:
Felipe Calderón Hinojosa, presidente y coordinador
del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional; Rafael Rodríguez Barrera, coordinador del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; Martí Batres Guadarrama, coordi-
nador del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática; Bernardo de la Garza
Herrera, coordinador del grupo parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México y Alberto
Anaya Gutiérrez, coordinador del grupo parla-
mentario del Partido del Trabajo.»

Presupuesto de la Cámara de Diputados
para el Ejercicio Fiscal 2002

Integración por capítulo de gasto
(miles de pesos)

  Servicios personales        1,525.578

  Materiales y suministros             98.939

  Servicios generales        1,181.370

  Bienes muebles e inmuebles   40.151

  Obras públicas            34.559

  Inversión financiera, provi-
  ciones económicas, ayu-
  das y otras                          637

Total        2,881.234

Importa el presupuesto la cantidad de 2 mil 881
millones 234 mil pesos.

Salón de sesiones del honorable Congreso de la
Unión, a 8 de noviembre de 2001.

La Presidenta:

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación
económica, si se aprueba el punto de acuerdo
propuesto por la Junta de Coordinación Política.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se aprueba el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Aprobada la propuesta de presupuesto de la
Cámara de Diputados para el ejercicio pre-
supuestal de 2002.

Continúa el orden del día y para ello se concede el
uso de la palabra al diputado Jaime Cervantes, del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo, para
presentar una proposición con punto de acuerdo
por la paz, contra la guerra y el terrorismo y por la
soberanía nacional... El diputado Jaime Cervantes
solicita que se posponga.

Informo a la Asamblea que el diputado Jaime
Larrazábal ha cedido su turno para la presentación
del punto de acuerdo en relación al incumplimiento
sobre el apoyo a la comercialización de granos a
productores agrícolas en Sinaloa y a otras enti-
dades federativas, por parte de la Sagarpa.

PRODUCTORES AGRICOLAS

La Presidenta:

En tal virtud, se concede el uso de la palabra al
diputado Jesús Burgos Pinto, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Jesús Burgos Pinto:

Con su permiso, diputada Presidenta; señoras y
señores diputados:

Con fundamento en los artículos 58, 59 y 60 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, los
suscritos, diputados de diversos grupos parla-
mentarios, ponemos a consideración de la Asam-
blea de la Cámara de Diputados la siguiente
proposición con punto de acuerdo, para resolver la
grave problemática que enfrentan los productores
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agrícolas de los estados de Sinaloa, Sonora,
Tamaulipas y Chihuahua, ante el incumplimiento
del Gobierno Federal de sus compromisos de
apoyo a la comercialización de las cosechas de
los ciclos agrícolas otoño-invierno 2000-2001 y
primavera-verano de 2001.

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, sigue fallando estrepitosamente en
el cumplimiento de sus compromisos con los
productores agrícolas del país, en particular con
los de las entidades federativas a que me he re-
ferido. El Gobierno Federal, desde el inicio de su
gestión, planteó un presupuesto de egresos
insuficiente; a pesar de ello se comprometió a
obtener por ejemplo, un precio de 1 mil 600 pesos
por tonelada de maíz.

La realidad ha sido otra, ya que a partir de que
esta Cámara modificó el Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2001, se
incrementó la partida del Programa de Apoyos Para
la Comercialización de Productos Agrícolas, de 3
mil 426 millones proyectados, a 4 mil 780 millones
de pesos aprobados. Es decir, con un aumento de
37% respecto del proyecto presidencial. Sin
embargo, el Gobierno Federal sólo logró 1 mil 550
pesos por tonelada de maíz blanco, faltando así a
los compromisos establecidos con los productores
agrícolas y los gobiernos estatales con quienes
suscribió sendos convenios.

Pero la práctica del incumplimiento sigue vigente.
Hoy día en el Estado de Sinaloa sigue pendiente
el pago de apoyos a la comercialización, a los
productores por las cosechas de los ciclos otoño-
invierno y primavera-verano, inmediatamente
anteriores en los siguientes rubros: sorgo, 18 mil
200 toneladas; soya, 20 mil toneladas; maíz blanco
300 mil toneladas. Así, la suma de los apoyos
pendientes de pago a los productores de Sinaloa
por estos tres conceptos, es de 195 millones de
pesos.

Por otro lado, a los productores de cártamo se les
prometió el pago de 1 mil 100 pesos de apoyo por
tonelada y sólo se les ha cubierto 400 pesos.

Por lo que respecta al Estado de Tamaulipas, el
titular de la Sagarpa, el 5 de mayo del presente
año, acordó apoyar un programa de reconversión
o de cambio de uso de suelo para evitar la sobre-
producción de sorgo, con una aportación federal
de 30 millones de pesos, que a la fecha no se ha
entregado.

En cuanto al programa de apoyo a la comer-
cialización de los cultivos, del ciclo otoño-invierno
2000-2001, en el mismo Estado de Tamaulipas,
aunque hay un avance con pagos aproximados del
80% en los diferentes cultivos, queda pendiente
todavía una cantidad de 29 millones de pesos con
la amenaza latente de diferir dicho faltante para su
pago, supuestamente, con cargo al presupuesto
de 2002.

Por lo que respecta al Estado de Sonora, se en-
cuentran pendientes los pagos de apoyos de 55
mil toneladas de trigo y un volumen muy importante
de canela y algodón.

En el Estado de Chihuahua tampoco se ha cum-
plido con el pago de los apoyos a los productores
por las cosechas de maíz amarillo, maíz blanco,
sorgo, algodón y cacahuate.

El incumplimiento permanente y constante de los
compromisos asumidos por el Gobierno Federal,
a través de la Sagarpa, provoca en los productores
agrícolas una gran inconformidad que se manifiesta
con la toma de oficinas públicas, tal como sucede
actualmente en Sinaloa.

Pero más grave aún, es la insatisfacción de sus
necesidades más apremiantes derivada por la falta
de pago de estos apoyos que legítima y legalmente
les corresponde, dándose además una situación
por demás contradictoria y lesiva para los propios
productores, pues mientras no se les cubre los
apoyos, otra institución gubernamental: Banrural,
exige el pago de los créditos otorgados a los propios
productores y niega la habilitación para el siguiente
ciclo agrícola.

La persistencia del Gobierno Federal en la diser-
tación (sic) de sus compromisos con la gente del
campo provoca la intranquilidad del sector rural y
en consecuencia amenaza a la paz social y la
tranquilidad y gobernabilidad de los estados.

La insensibilidad del Ejecutivo Federal y la falta de
atención a las demandas de los productores,
deviene en desesperación e irritación de los cam-
pesinos y puede desembocar en movilizaciones
sociales de efectos lamentables.

«Por lo anterior expuesto, proponemos el siguiente

 PUNTO DE ACUERDO

Unico. La Cámara de Diputados solicita que la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público realice
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El análisis y evaluación del campo mexicano arroja
resultados contundentes, que reflejan el enorme
deterioro en que se encuentra un amplio porcentaje
de la población mexicana desde hace varias
décadas. Además brilla por su ausencia una
política agrícola, clara y contundente, que intente
sacar del atraso a los campesinos de menores
recursos. A más de un año de que el titular del
Ejecutivo Federal prometiera cambios importantes
en la política económica, el campo mexicano
continúa navegando a la deriva y sin objetivos claros
que avizoren mejoras en el mediano y largo plazos.

Hasta el año en curso los apoyos financieros que
se otorgan a los agricultores siguen siendo total-
mente ineficientes para sacar a flote a los cam-
pesinos de menores recursos. Desde hace varios
años el Gobierno Federal, a través de la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca
y Alimentación, ha otorgado recursos financieros,
apoyando principalmente a los productores de
granos por las vías de los precios. Esta política ha
sido sólo un paliativo que ha intentado cubrir la
baja productividad del campo, por una parte y por
otra, encubrir la apertura comercial que se hizo de
los productos agropecuarios provenientes de otros
países, los cuales inciden, directa e indirecta-
mente, en este sector productivo.

Sin embargo, y no obstante que dichos recursos
siguen siendo insuficientes, durante el presente
año no se ha cumplido con su entrega en los esta-
dos de Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Chihuahua y
otros más. Esta política provoca que la situación
de quiebra en la que se encuentra un amplio por-
centaje de la población de este importante sector
productivo, continúa agravándose, provocando
además otros fenómenos demográficos y sociales,
como la emigración de la población, el deterioro
de las tierras de cultivo, entre otros, asociados
con la pobreza y la marginación.

Este grupo parlamentario del Partido del Trabajo y de
Convergencia, hace un enérgico pronunciamiento,
en el sentido que las autoridades responsables,
entreguen los apoyos a los campesinos de
menores recursos, realicen su tarea con eficiencia
y eficacia, además que para el próximo ejercicio
presupuestal, coincidamos en proponer un monto
más alto de recursos para este efecto y que se
amplíe también el universo de beneficiarios.

Por las consideraciones antes expuestas, el grupo
parlamentario del Partido del Trabajo y de Conver-
gencia por la Democracia, se suman a la propo-
sición con punto de acuerdo en comento y solicitan
a esta Cámara de Diputados a que se haga un

las transferencias presupuestales necesarias y
ponga a disposición de la Sagarpa los recursos
financieros suficientes para que ésta dé cumpli-
miento inmediato a los compromisos establecidos
con los productores agrícolas, pagando los apoyos
a la comercialización de productos agrícolas
correspondientes a los ciclos otoño-invierno 2000-
2001 y primavera-verano del 2001.

Firman el presente documento, los diputados:
Hortensia Enríquez Ortega  y  Víctor Manuel
Gandarilla Carrasco, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional; Víctor Antonio
García Dávila, del grupo parlamentario del Partido
del Trabajo; Julián Luzanilla y María del Rosario
Oroz Ibarra, del grupo parlamentario del PRI; Juan
Carlos Regis Adame, del grupo parlamentario del
Partido del Trabajo; Gregorio Urías Germán y Petra
Santos Ortiz, del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática; Roberto Zavala
Echevarría y Jorge Esteban Sandoval Ochoa, del
grupo parlamentario del PRI.»

Es cuanto, diputada Presidenta.

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Agricultura y
Ganadería.

Sobre el mismo tema ha solicitado hacer uso de
la palabra el diputado Víctor Antonio García Dávila,
del grupo parlamentario del Partido del Trabajo,
hasta por cinco minutos.

El diputado Víctor Antonio García Dávila:

Con la venia de la Presidencia; compañeras y
compañeros legisladores:

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo y
Convergencia por la Democracia acuden, a esta
tribuna para apoyar la proposición con punto de
acuerdo, para resolver la grave problemática que
enfrentan los productores agrícolas del Estado de
Sinaloa y de otras entidades del país, ante el
incumplimiento del Gobierno Federal de sus
compromisos de apoyo a la comercialización de
las cosechas del periodo otoño-invierno 2000-2001
y primavera-verano 2001.
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ficados de siempre. La situación actual ha llegado
a tal punto que es ya insostenible seguir por el
mismo rumbo y si este Congreso no hace un
esfuerzo profundo para diseñar e instrumentar un
esquema económico distinto, el descontento
popular rebasaría a las instituciones.

En la problemática agropecuaria no hay ningún
gobierno que se respete y respete a su población
que no subsidie, proteja y fomente su producción
y en comercialización ven a esta estrategia como
básica en la defensa de su autosuficiencia ali-
mentaria y su soberanía nacional; por el contrario,
en México la constante en los últimos lustros ha
sido la de restringir los recursos para el campo y
orillar a la población rural hacia la desesperación.

El dogma neoliberal ha llevado a los extremos del
sacrificio de los niveles de vida de la población y
de la desesperación de las producciones rurales
básicas, ofreciendo como contrapartida a los
campesinos empleos miserables y nulas presta-
ciones en maquiladora etcétera. La receta ha sido
la liberación económica y la contención de la
satisfacción social, mientras que los países
desarrollados impulsores de tal dogma protegen y
reactivan sus mercados internos. Hay momentos
en que no se sabe quién o desde dónde se go-
bierna este país.

En estas condiciones, de nada sirve que esta
Cámara apruebe un presupuesto de egresos con
contenido social, si desde el Ejecutivo se deja de
gastar y se recorta lo autorizado, sacrificando siem-
pre lo que para los neoliberales es permanente-
mente prescindible: el bienestar social.

De esta manera, nuevamente nos vemos en la
obligación de venir a denunciar el incumplimiento
del Gobierno mexicano a través de su Secretario
de la Sagarpa, en donde los mexicanos están exi-
giendo que la situación de los granos básicos sea
modificada lo más pronto posible su comercia-
lización, ya que a pesar de que en esta legislatura
se incrementaron en 37% los recursos presu-
puestales destinados al Programa de Apoyo a la
Comercialización de Productos Agrícolas, el
Gobierno ha empleado 1 mil y una formas para no
entregarlos.

El víacrucis de los productores, hemos constatado
inclusive cómo se tergiversan los términos y de-
finiciones legislativas, ya que con el mayor cinismo
las autoridades gubernamentales nos recriminan
que los diputados aprobamos la fecha en que se
deberían de cubrir los apoyos, soslayando que lo
que realmente se pretendía era que para esos

exhorto a las autoridades federales, concre-
tamente a la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a efecto
de que se regularice la entrega de los apoyos
financieros a los agricultores del país en las enti-
dades mencionadas. Es cuanto.

Presidencia de la diputada
María Elena Alvarez Bernal

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Para referirse al mismo tema se concede el uso
de la palabra a la diputada Petra Santos Ortiz, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, hasta por cinco minutos.

La diputada Petra Santos Ortiz:

Con su permiso, señora Presidenta:

El grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática apoya la proposición con punto de
acuerdo presentada, asimismo desea hacer las
siguientes consideraciones.

Cada vez es de mayor urgencia la reorientación
de la política económica que hemos padecido
desde 1982, la cual hasta hoy ha generado y pro-
fundizado la pobreza de la gran mayoría de la
población mexicana, la cual además ha generado
el desplazamiento y extinción de la planta pro-
ductiva nacional y la pérdida acelerada de nuestra
soberanía alimentaria.

En esta perspectiva, como en muchas otras
situaciones, tampoco hubo cambios sustanciales
por parte del nuevo gobierno y como se presentan
las tendencias, no se visualiza ninguna intención
por actuar de manera diferente. Se ha constatado
fehacientemente que las prioridades de la mayoría
de la población mexicana, ubicadas en la
satisfacción de las necesidades básicas no son
las mismas que las que pretenden lograr nuestros
gobernantes.

Se sigue actuando con urgencia y prestancia para
salvar de sus errores y ambiciones a los deten-
tadores del gran capital, léase banqueros y grandes
empresarios para como contrapartida, accionar con
lentitud y negligencia en el rescate de los damni-



2577

AÑO II. No. 24 CAMARA DE DIPUTADOS NOVIEMBRE 8, 2001

plazos ya no se les adeudará nada a los produc-
tores. Cuando hemos cuestionado, se nos ha
contestado que no hay dinero para la comer-
cialización, porque parte de este mismo, se empleó
para el fondo del rescate de los ingenios.

Por esta razón, nosotros aprobamos y apoyamos
que no es posible que en estos momentos se les
diga a los productores del trigo que desde abril en-
tregaron sus cosechas, que no hay dinero ya, que
no se registraron en tiempo y forma para que se
les pueda dar ese apoyo de comercialización.

Exigimos que esto se exija por esta Cámara que
se les dé el apoyo a todos los productores del
grano y del trigo. Por esta razón, nosotros conside-
ramos que si esta Secretaría no tiene la capacidad
para dar estos apoyos como se le mandató por
esta Cámara, seguimos insistiendo que debe de
renunciar el Secretario de Agricultura y el apoyo
de todos los productores de Sonora y de todo el
país.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

Para referirse al mismo tema se concede el uso
de la palabra al diputado Jesús Dueñas Llerenas,
del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, hasta por cinco minutos.

El diputado J. Jesús Dueñas Llerenas:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y
compañeros diputados:

La situación por la que atraviesan los productores
de granos en el país se ha tornado apremiante
debido a la baja que han sufrido en el mercado
internacional y los precios de estos productos.

También es cierto que los recursos otorgados por
el Gobierno Federal, han venido incrementándose
respecto del año anterior en un 43% en términos
reales.

También cabe señalar que se ha incrementado el
número de productores susceptibles de este
apoyo.

Y en cuanto a los apoyos de comercialización y
desarrollo de mercados y en particular el maíz

blanco, el maíz amarillo, el trigo, el sorgo y otros.
Tan solo en el Estado de Sinaloa, cuentan con el
31% del presupuesto total autorizado por esta
soberanía para el Programa de Apoyo a la Co-
mercialización y Desarrollo de Mercados. Este
31% del total destinado a la República Mexicana,
teniendo el mayor presupuesto a nivel nacional.

Dentro del ciclo de cosechas de 1999-2000, en el
programa de apoyo, se contemplaban únicamente
tres productos: maíz, arroz, trigo, mientras que
para el ciclo actual se amplió el programa a siete
productos: algodón, trigo, cártamo, sorgo, arroz,
maíz amarillo y maíz blanco.

Dentro del ciclo 1999-2000 se produjeron y se
apoyaron 1 millón 977 mil toneladas representando
una erogación de 975 millones de pesos y para
este ejercicio 6 millones 56 mil toneladas, que re-
presentará un apoyo de 1 mil 487 millones de pesos.

Cabe mencionar que en los acuerdos llevados a
cabo entre el Gobierno Federal y estatal, se ha
cumplido lo presupuestado en un 100% y donde
no se ha pagado, en Sinaloa, se debe a que hay
irregularidades de documentación en los pro-
ductores.

Los excedentes producidos en Sinaloa, están
programados con un apoyo extra hasta 100
toneladas por productor y que no rebase la cantidad
de 15 millones.

Quiero decirles a ustedes que esto es fuera del
programa y fuera del presupuesto.

Es todo, señora Presidenta.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado:

La diputada Petra Santos Ortiz
(desde su curul):

¿Puedo pasar para rectificar hechos?

La Presidenta:

Para rectificar hechos tiene la palabra la diputada
Petra Santos Ortiz y después de ella el diputado
Jesús Burgos Pinto, para el mismo objeto.
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La diputada Petra Santos Ortiz:

Efectivamente vemos dos méxicos: uno del que
conocemos nosotros y que estamos constan-
temente con los agricultores padeciendo su
problemática y que hasta ahorita no resuelven su
situación.

No es cierto que en todas partes se tenga el 100%
resuelto del apoyo de la comercialización y quienes
no lo han hecho que se les pague su apoyo a la
comercialización, es porque no han cumplido con
los requisitos.

Siempre se dijo que éste era un gobierno de cambio
y anteriormente protestábamos porque no se
llegaba, como nosotros queríamos, los apoyos a
la comercialización. Pero ahora fue peor, ahora no
solamente dimos un paso hacia atrás; ahora se
dio tal retroceso que al campesino triguero y los
demás de los apoyos a la comercialización se pidió
que primero se les liquidara, después se les llenara
una sábana, que no, vuelvo a repetir, que no son
las de Fox de los Pinos, sino una sábana gran-
dísima, donde se les pedían miles de requisitos.

Y aquí es donde después se les decía, cuando
llevaban todos los requisitos, que ya no era posible
porque se había cerrado el 11 de junio. Señores,
esto no puede ser y no puede seguir que al cam-
pesino, los trigueros, sorgo, maiceros, se les diga
que no se les va a dar el apoyo de la comer-
cialización, cuando ellos ahorita, en estos
momentos todavía, pongo el ejemplo de San Luis
Río Colorado: hay 135 productores trigueros que
no les han entregado su apoyo a la comer-
cialización, cuando entregaron ellos toda la
documentación que se les pidió. Pero además
ahora se les dice que ya no hay dinero y fue y lo
dijo Mayorga allá en Sonora, que el dinero se había
mandado de fondo para rescate de los ingenios.

No se les dio el dinero para eso; se les dio para
apoyo a la comercialización y ahorita se les está
negando el crédito a estos agricultores porque no
han liberado su cuenta en los bancos, sobre todo
en el Banrural.

Quien va a responder por esta situación, cuando
estamos viendo que la Secretaría de la Sagarpa
está mandando un presupuesto menor ahora para
el 2002. Peor les va a ir a las personas del campo.

Con el hambre, señores, no hay tiempos. Con la
situación de miseria que tienen los campesinos

tampoco hay tiempos. Aquí lo que nosotros
exigimos es que se les pague a todos los pro-
ductores que se les mandató a la Secretaría por
esta Cámara que se les diera el apoyo de comer-
cialización.

Esto es lo que nosotros estamos exigiendo en
estos momentos y sobre todo que cumplan lo que
ha ido a decir el Secretario de Agricultura y Ma-
yorga de Aserca. Hemos denunciado la corrupción
que ha habido en estas dependencias y hoy
precisamente en la tarde me están citando para
ratificar esta corrupción y lo voy a hacer porque es
lo que ha golpeado mucho a los campesinos.

Un cheque que le quitaron a un campesino para
que le llegara rápido su apoyo de comercialización
fue de 4 mil pesos y hay pruebas y están ahí todas
las evidencias.

Dónde está que se va a acabar con la corrupción
si siguen en la misma, están igual. Yo diría que
están más finos haciéndola pero no se ha acabado.

Aquí lo que tiene que decirse es la verdad y no
venir a defender a quien no es defendible, como es
el señor, cómo se le dice, “el rey del ajo” ¿no?,
como es este señor y todavía tiene el cinismo el
Secretario de Economía, al decir que va a ir allá a
la Organización Mundial de Comercio a decir que
se quiten los subsidios, sobre todo en la agricultura,
cuando el señor yo creo que debe de leer a los
países que el tanto copia que los que más apoyan
y defienden a los agricultores son esos países
desarrollados, que ellos tanto admiran.

Y si tanto le gustan esos países, pues como se
decía antes y lo hemos dicho: que se quede a
trabajar en la economía allá, pero aquí exigimos
para nuestros campesinos.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

Tiene la palabra el diputado Jesús Burgos Pinto,
hasta por cinco minutos.

El diputado Jesús Burgos Pinto:

Con su permiso, señora Presidenta:
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En primer lugar el aumento de recursos en el
Programa de Apoyo a la Comercialización no fue
propuesta ni decisión del Ejecutivo Federal; fue
decisión de esta Cámara, por unanimidad y no
solamente para incrementar los recursos, para
ampliar la cobertura a más cultivos y en esas
condiciones, a más regiones y estados.

Pero además no se ha cumplido con el 100% de
lo convenido con Sinaloa. Aún más, Usabiaga fue
y se comprometió en Sinaloa a lo que, por encima
de lo convenido produjo mi Estado, él iba a hacer
las economías presupuestales necesarias para
cubrir también esas cosechas.

¡Ese es compromiso oficial! ¡Ese es compromiso
de un Secretario de Estado que habrá de cumplir
o rendir las cuentas que le corresponden!

Ahora bien, si Sinaloa se lleva el 31% de los
recursos de este programa, también es preciso
decir que aporta el 40% de la producción de maíz
blanco y esto tiene algún mérito, esto tiene algún
mérito en la globalización del mundo y su
comercialización. Eso tiene algún mérito de que
estamos, por supuesto, soportando la garantía del
abasto interno de nuestro país.

No me extraña en consecuencia, ante lo que se
ha dicho aquí, que el Gobierno Federal ya esté
anunciando “de que nos va a enviar en su propuesta
de presupuesto en este programa de apoyo a la
comercialización sólo 2 mil 400 millones de pesos”.
¡Más para atrás todavía!

Por último ni Sinaloa, ni Sonora ni Chihuahua ni
Tamaulipas, pretendemos apropiarnos del
programa. Estamos trabajando de manera par-
lamentaria y respetuosa con el resto de las
regiones representadas aquí por sus diputados,
para que este programa apoye y contemple más
cultivos, más regiones, como le corresponde a
todos los campesinos que en este país producen
no solamente para sus familias, no solamente para
la viabilidad económica y social del campo. Muy
importante, compañeras y compañeros diputados,
muy importante: garantizar hasta donde sea
posible nuestro abasto.

No se olviden que la gran excedencia de granos y
subsidios de Estados Unidos y es un garrote y un
arma en la negociación de otros productos que
también entrega nuestro país a otros estados.

Es cuanto.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado César Duarte Jáquez,
del Partido Revolucionario Institucional, para
referirse al mismo tema.

El diputado César Horacio Duarte Jáquez:

Con su permiso, señora Presidenta:

Quise abordar la tribuna porque nos sumamos al
punto presentado por el diputado Burgos Pinto, en
el sentido de que lo aprobado en esta Cámara, lo
hecho por nosotros, aunque la campaña de
desprestigio a esta tribuna, a esta Cámara, haya
sido de que no hacemos nada, precisamente refleja
en este señalamiento de que los estados del norte
nos queremos apropiar de esos recursos. Pues
en donde están apropiados de los recursos es en
la Secretaría de Agricultura, es en la Secretaría
de Hacienda, que de nada ha valido el trabajo que
hicimos, con el esfuerzo que hicimos el fin de año,
para aumentar el presupuesto y etiquetar pro-
gramas generosos, como éste, para apoyar la
comercialización de productos.

De nada ha servido porque los recursos no han
llegado y únicamente pudimos ofrecerle a los
productores esperanza, ofrecerles oportunidad de
acceder a estos recursos, pero los recursos no
llegan y lo digo porque en Chihuahua no solamente
el maíz o el algodón, como se señaló, para el fríjol
no se han aterrizado recursos. Sin embargo, exis-
ten ahí en donde sí están acaparados.

Exigimos que esos recursos se apliquen y se
apliquen ya. El problema del campo no es sola-
mente de la intención o del trabajo que hayamos
hecho nosotros, sino que requerimos de la voluntad
política del Gobierno para que esos recursos lleguen
y lleguen oportunamente para la comercialización,
que fue para lo que fueron aprobados.

Pero por otra parte y a la par requerimos que el
Gobierno de la República, en este momento de
cosecha de fríjol aplique, de manera inmediata, en
las aduanas una inspección suficiente para que
no entre el contrabando, de manera que venga a
pegarle a los productores al momento de la
cosecha.
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Los suscritos abajo firmantes, diputados de todos
los grupos parlamentarios representados en esta
Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica y
58 del Reglamento para el Gobierno Interior, ambos
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, sometemos a la consideración de este
recinto, la siguiente proposición con punto de
acuerdo, para crear una comisión especial que
conozca y dé seguimiento puntual sobre las
investigaciones de los asesinatos de las mujeres
en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos a partir
de 1993 al tenor de las siguientes

CONSIDERACIONES

Hace apenas unas cuantas horas nos hemos
enterado del más reciente hallazgo, de ocho
cuerpos de mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua,
las cuales presumiblemente fueron violadas y ase-
sinadas en distintas fechas, de acuerdo con la
información de los medios de comunicación. Estos
hechos nos preocupan y nos consternan, puesto
que se inscribe dentro de una larga serie de
ominosos asesinatos que han tenido lugar desde
1993 en esta ciudad fronteriza.

De acuerdo con una investigación realizada hace
un par de años, la historia de los crímenes per-
petrados en contra de mujeres en Ciudad Juárez,
resulta más atroz por la vulnerabilidad y el número
de sus víctimas. A la fecha se cuentan alrededor
de 240 casos de mujeres que se reportan como
desaparecidas y existen distintas versiones y listas
de mujeres que fueron asesinadas por distintas
causas durante este periodo.

Nos parece que más allá de las posiciones de
partido, es necesario reflexionar sobre este grave
asunto, pues de acuerdo con estas cifras re-
presenta un abierto e impune fenómeno de violencia
contra las mujeres.

Los reportes oficiales indican que hasta el
momento han sido detenidos integrantes de dos
bandas de delincuentes, los rebeldes y los ruteros
y el egipcio Abdel Nasif Shariff, este último sujeto
supuestamente les pagaba a integrantes de las
dos bandas para que atacaran a mujeres jóvenes,
las violaran y las asesinaran. El ambiente se ha
rodeado y se ha caldeado en estos casos y la
calidad de las investigaciones que se han realizado
dejan mucho qué desear, pues hasta el momento
el culpable o los culpables de buena parte de los
asesinatos, no han sido capturados.

Tenemos que establecer políticas a la par en este
sentido, pero si el trabajo que hicimos, insisto, el
año pasado en aplicar recursos para comer-
cialización nos lo niegan y no llegan y son una
serie de pretextos lo que se da únicamente a los
productores.

Por otra parte tenemos o regaladas lo que deben
pagar de impuestos los que importan granos a este
país, del 1% al 3%, lo vimos en el maíz, cuando
bien nos va que paguen algo y todo el contrabando
que entra documentado al país o simplemente que
entra al país.

Es el momento en que la voluntad política del
Gobierno Federal se sume a la voluntad política
que ha expresado esta soberanía desde el ejercicio
del año pasado y exigimos que antes de que
concluya el año, porque sería absurdo mantenernos
callados ante esta indiferencia de la aplicación de
estos recursos, sean entregados de inmediato y a
la vez se cierren las fronteras, porque pongo el
ejemplo de la cebolla. Cuando acudimos a la adua-
na de Ciudad Juárez y apretamos a la Secretaría
de Hacienda, en inspección de la cebolla, automá-
ticamente la cebolla vale el doble para los
productores mexicanos y pudieron sacar sus
cosechas. Es el mismo caso del fríjol y es el
mismo caso de todos los demás productos.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

ESTADO DE CHIHUAHUA

La Presidenta:

Tiene la palabra la diputada Silvia López Escoffie,
del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, para presentar a nombre de diputados y
diputadas de los grupos parlamentarios, una
proposición con punto de acuerdo sobre las
mujeres asesinadas en el Estado de Chihuahua.

La diputada Silvia América López Escoffie:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras
diputadas; compañeros diputados:



2581

AÑO II. No. 24 CAMARA DE DIPUTADOS NOVIEMBRE 8, 2001

A los individuos que se encuentran en la cárcel y
sujetos a proceso penal, no se les ha podido
comprobar efectivamente su participación en dichos
asesinatos e incluso algunos de ellos han obtenido
su libertad, el sospechoso ya sentenciado Abdel
Nasif Shariff tiene una condena de 30 años por el
asesinato de una sola mujer Elizabeth Castro Atio
de la que se encontró su cuerpo en agosto de 1995.

En el cúmulo de investigaciones que se han rea-
lizado no se ha podido demostrar fehacientemente
la participación de asesinos seriales o bandas
organizadas, lo cual muestra que nos encontramos
ante un conjunto de hechos sobre los cuales las
instituciones policiacas y de justicia han mostrado
graves limitaciones. Estos crímenes han suscitado
la abstención internacional, la movilización de fa-
miliares de las víctimas, la condena de organi-
zaciones de derechos humanos e incluso de
instituciones internacionales de justicia.

No obstante lo anterior, las investigaciones y sus
resultados parecen confirmar la situación de
impunidad y violencia, el hallazgo de los tres
cuerpos de mujeres asesinadas encontradas el
martes pasado y cinco más encontrados el día de
ayer parecen confirmarlo, pues muestran que
quienes o quienes están cometiendo estos abe-
rrantes crímenes andan sueltos.

En 1998, estos casos suscitaron la atención de
Robert Ritler el más famoso de los agentes del
FBI, quien fue llamado por las autoridades de
Chihuahua con el propósito de que su experiencia
permitiera el esclarecimiento de estos crímenes,
este investigador señaló en aquel momento que
estos casos no se podrían resolver sin el apoyo
de las comunidades, pero también dijo que no
descartaba la presencia de un asesino serial que
aprovecha la circunstancia de la frontera para
actuar con toda impunidad del lado mexicano, que
su experiencia al visitar los lugares donde fueron
abandonadas las víctimas eran muy solitarios y
previno sobre las condiciones de inseguridad de
las obreras, de las maquiladoras, quienes de
madrugada se ven en la necesidad de caminar por
zonas sumamente peligrosas.

Otros investigadores han igualmente externado sus
puntos de vista sobre estos casos, pero sus
opiniones no son concluyentes y apuntan sobre la
posibilidad de que exista uno o varios asesinos,
bandas o grupos seriales que posiblemente
trafiquen con órganos de las víctimas, realicen
películas o videos snuff que utilicen a sus víctimas
dentro de la industria de la pornografía y la
prostitución.

Lo cierto, señoras y señores diputados, es que
estos asesinatos y desapariciones se han dado
en un clima de violencia social que pone como
uno de los principales objetivos a las mujeres
jóvenes, muchas de ellas migrantes que trabajan
en las maquiladoras.

No se puede negar que estos hechos son prueba
de la barbarie perpetrada contra la vida humana
particularmente de las mujeres. Estos aconteci-
mientos dañan y ponen en peligro bienes y valores
de mayor importancia para la comunidad social.

Entre esas herramientas, porque hay que buscar
un orden jurídico vigente en esta comunidad, están
la debida y adecuada procuración de justicia
mediante la integración de indagatorias respectivas
que conduzcan a encontrar y sancionar a los
responsables de estos delitos porque la seguridad
y la tranquilidad social constituyen el más firme
escudo para los ciudadanos y para la democracia,
lo cual no se permeará en el Estado de Chihuahua
si tales hechos violentos quedaran impunes o que
las investigaciones ministeriales no precisaran los
rostros y nombres de los responsables y estar
conforme con la identidad de las víctimas ase-
sinadas, nada más lamentable para un estado de
derecho.

Es entonces cuando el Estado y nosotros como
parte de él nos encontramos con la impostergable
obligación de proteger como función primaria
esencial e indispensable la vida de cada uno de
los integrantes de la población, es de elemental
humanidad y más aún en nuestra calidad de
representantes sociales levantar la voz y hacer todo
lo que esté de nuestra parte para que se esclarez-
can los homicidios perpetrados en Ciudad Juárez,
pero sobre todo para impedir que se sigan come-
tiendo.

«Por las consideraciones antes expuestas, propo-
nemos el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Que se constituya una comisión especial
para que conozca y dé seguimiento a las inves-
tigaciones relacionadas con los homicidios de las
mujeres perpetrados en Ciudad Juárez, Chihuahua,
ocurridos desde 1993 hasta el día de hoy.

Segundo. Dicha comisión especial para el cum-
plimiento de su objetivo podrá allegarse de la
información que considere pertinente, así como
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reunirse cuando lo considere necesario, con au-
toridades federales, estatales y municipales
responsables de la investigación de estos ilícitos,
particularmente con el fiscal especial de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de
Chihuahua, además dicha comisión también podrá
tener reuniones con organizaciones civiles de
protección, difusión, respeto, reconocimiento y
garantía de los derechos humanos, cuya atención
esté enfocada a los homicidios de mujeres en
Chihuahua y en general cualquier otra acción para
el cumplimiento de su objetivo.

Tercero. Dicha comisión deberá quedar integrada
de manera tal que en ella se represente la plu-
ralidad de partidos políticos que impera en esta
Cámara de Diputados.

Cuarto. Que los primeros resultados y conclu-
siones a los que llegue dicha comisión sean
presentados ante el pleno de esta Cámara a más
tardar el día 15 de diciembre del año en curso y de
mantener periódicamente informado al pleno o a
la Comisión Permanente, según el caso.

En virtud de la importancia que tiene este caso y
dada la continuidad de estos trágicos homicidios,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, se solicita que se considere
de urgente y obvia resolución y que se le dé el
trámite legislativo respectivo.

Firmamos atentamente los diputados: Rocío García
Gaytán, Alejandro Zapata Perogordo, Silvia
Alvarez Bruneliere, Beatriz Lorenzo Juárez, Celita
Alamilla, David Rodríguez Torres, Nelly Campos
Quiroz, Pedro Pablo Zepeda Sierra, Griselda
Ramírez, Alba Leonila Méndez Herrera, Martha
Patricia Martínez Macías, Gustavo Buenrostro y
Benjamín Murillo, del PAN; Laura Pavón Jaramillo,
Concepción González Molina, Olga Haydee Flores,
Silvia Romero Suárez, María de los Angeles Nieves
García, del PRI; Hortensia Aragón Castillo, Tomás
Torres Mercado, Martí Batres y Rosario Tapia, del
PRD; Bernardo de la Garza, del Verde Ecologista;
José Narro, Félix Castellanos Hernández, Jaime
Cervantes Rivera y Juan Carlos Regis, del PT;
Norma Patricia Riojas Santana y Bertha Alicia
Simental, del PSN; José Manuel del Río Virgen,
de Convergencia y la que suscribe.»

Por lo que entrego estas firmas para que se les dé
el curso.

Muchas gracias.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta:

Muchas gracias, señora diputada.

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación
económica, si se considera de urgente resolución
el punto de acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, de confor-
midad con lo que establece el artículo 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, en
votación económica se pregunta a la Asamblea si
se considera de urgente resolución el punto de
acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Se considera de urgente resolución.

Se han inscrito para abordar el mismo tema, la
diputada Hortensia Aragón, del grupo parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática; la
diputada Hortensia Enríquez Ortega, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional y ha solicitado la palabra para rectificar
hechos la diputada Bertha Alicia Simental García,
del Partido de la Sociedad Nacionalista.

En consecuencia, se concede el uso de la palabra
a la diputada Hortensia Aragón Castillo, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

La diputada Hortensia Aragón Castillo:

Gracias, diputada Presidenta; diputadas y dipu-
tados de esta Cámara:

Muchas son las especulaciones, muchas, pero los
homicidios continúan. Son mujeres, son humildes,
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son jóvenes, son niñas, son migrantes, son más
de 40 y están solas. Mueren violadas, mutiladas,
torturadas, decapitadas, estranguladas; siguen
solas.

Son cadáveres reciclables, en esta frontera todo
es reciclable. Hoy es una, mañana será otra y así,
así se alimenta la cultura de la impunidad en la
frontera donde todo se vale.

En la prensa local y nacional se consignan más
de 240 asesinatos de mujeres en Ciudad Juárez,
de 1993 a la fecha. Las madres y familiares de
estas víctimas registran en su memoria el dolor y
la frustración por la ausencia del castigo corres-
pondiente a los responsables, por la ausencia de
responsables.

La sociedad juarense y la ciudadanía toda del país
han manifestado en incontables foros, espacios y
momentos su indignación ante tanta omisión, ante
tanta pasividad, ante tanta indolencia, ante tanta
impunidad. Esta impunidad ha sido y sigue siendo
el escudo que ha protegido a los delincuentes au-
tores de los homicidios, de las violaciones tu-
multuarias, de las violaciones tumultuarias, repito,
y de la tortura, porque así mueren y siguen
muriendo estas mujeres.

Ya se ha hecho uso de esta tribuna por ésta y
otras legislaturas anteriores. Viejas y nuevas han
sido las demandas de justicia al respecto, viejos y
nuevos son los cadáveres. Entre el día de ayer y
hoy se agregan a esta macabra lista ocho víctimas
más, localizadas en un céntrico terreno baldío de
la ciudad, a un costado de un fraccionamiento.

Las primeras premisas hablan de la posibilidad de
cementerios clandestinos. ¿Cuántos son?, quién
sabe. Nuestro papel como legisladores no se limita
a enardecernos y cerrar los puños impotente y
calladamente; nuestra misión no es sólo visitar a
los deudos de las víctimas y llorar con ellos su
dolor; nuestra tarea no es contar cadáveres.
Nuestra responsabilidad va más allá.

Esta Cámara de Diputados no puede permanecer
al margen de estos terribles asesinatos, no po-
demos excluirnos de la responsabilidad irrenun-
ciable que los tres poderes de gobierno tienen de
garantizar la vida, la integridad y la seguridad de
todos aquéllos y aquéllas a quienes decimos que
representamos.

La esperanza de brindar seguridad a miles y miles
de mujeres trabajadoras está en nuestras manos.
La esperanza de justicia de cientos y cientos de

madres de familia que no han escuchado la voz de
sus autoridades en las respuestas que han estado
solicitando sobre los homicidios de sus hijas, es
nuestra responsabilidad también.

Por todo ello el PRD apoya el punto de acuerdo
que avala la creación de una comisión especial de
esta Cámara de Diputados para conocer y dar
seguimiento a las investigaciones hasta llegar a
fondo tope donde tope, pero en verdad, tope donde
tope y exhortamos a que la comisión que ya ha
sido votada para su creación, pida de inmediato
que este asunto sea atraído por la Procuraduría
General de la República.

Saludamos sinceramente la sensibilidad y
disposición de las diputadas y diputados del Partido
Acción Nacional para sumarse a esta vieja deman-
da de justicia. Agradecemos la activa solidaridad
de las diputadas y diputados de las diferentes
fracciones parlamentarias que integran esta LVIII
Legislatura para resolver positivamente sobre este
asunto. Hacemos votos para que esta comisión
especial contribuya activamente y con respon-
sabilidad en el esclarecimiento de estos asesi-
natos.

El día de ayer Claudio X habló a nombre de los
empresarios y pidió mayor seguridad para ellos.
El día de hoy, desde esta tribuna, nosotros nos
solidarizamos para que también haya mayor
seguridad para ellas. No a la impunidad.

Invitamos a que nos sumemos a esa campaña que
ya desde hace muchos años las mujeres y
organismos ciudadanos de Ciudad Juárez han
venido promoviendo para parar la lista. ¡Ni una
víctima más!, ni una más, compañeros.

La Presidenta:

Gracias, diputada.

Tiene la palabra la diputada Hortensia Enríquez
Ortega, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

La diputada Hortensia Enríquez Ortega:

Con su permiso, señora Presidenta:

Inicio mi participación recordando las palabras de
la madre de una de las víctimas de Ciudad Juárez,
que textualmente y con lágrimas en los ojos me
decía: “yo sé que a mi hija de 17 años nadie le va
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a devolver la vida, pero ojalá y este sufrimiento sirva
para que las mujeres jamás volvamos a padecer
ninguna agresión y mucho menos como la que
sufrió mi hija”.

Y a siete años de estos hechos se siguen
cometiendo estos horribles crímenes. No obstante
que en múltiples ocasiones las mujeres y los
varones chihuahuenses, incluso a nivel nacional,
hemos expresado en muy diversos foros nuestra
más enérgica condena a estos asesinatos y de
que han sido víctimas más de 200 mujeres
juarenses.

Como se sabe, este problema de ninguna manera
es reciente, pues los hechos han venido ocurriendo
durante los últimos siete años.

Salta a la vista que, desafortunadamente, existe
en nuestro país y en el Estado de Chihuahua, una
subcultura de la violencia en contra de las mujeres.
Una patología social de compleja raigambre, que
seguramente tiene qué ver con fallas muy
profundas en el proceso de educación informal y
formal de nuestra población y que se traduce en
actitudes autoritarias, machistas y destructivas,
cuando éstas se llevan al extremo, como es el
caso que nos ocupa.

Tenemos que reconocer que el esfuerzo de las
autoridades competentes para esclarecer estos
crímenes, no ha dado los resultados que todos
esperamos y que se requiere un trabajo de in-
vestigación más profundo, más técnico y científico,
más concienzudo, a fin de cerrar esta ola de delitos
en contra de las mujeres.

Estamos frente a un reto muy grande, ya que todo
hace suponer que se trata de criminales que actúan
organizadamente y de manera deliberada, fría y
bestial, movidos por oscuros instintos y por los
anales (sic) de la criminalidad en nuestro país y
estados.

Necesitamos saber cuáles son esos móviles, qué
circunstancias propician su desenvolvimiento, qué
finalidades se persiguen, si se trata de sicópatas
y cómo es su organización u organizaciones, si
actúan consensuadamente o cada quien por su
cuenta.

Lo cierto es que el problema demanda el mayor
esfuerzo de las autoridades competentes de la
Federación, estados y municipios, en este caso
Ciudad Juárez, aunado a una acción eficaz de esta
legislatura, pues las diputadas y diputados no
podemos permanecer ajenos ante tanta vileza y
maldad y es nuestra obligación promover dentro

de nuestra competencia que las leyes se apliquen
y se cumplan con eficiencia.

Por eso, las diputadas y los diputados del Partido
Revolucionario Institucional, estimamos como un
acierto muy grande el punto de acuerdo plural, en
virtud del cual se propone la integración de una
comisión especial investigadora de esta Cámara
de Diputados, que coadyuve con las autoridades
competentes a la investigación y dé seguimiento
para esclarecer estos terribles crímenes.

Sumo mi voluntad a la de mi fracción parlamentaria
para tal propósito, como mujer, como diputada,
como chihuahuense, para que la propuesta a que
se hace mérito, se traduzca en hechos a la
brevedad posible.

Es cuanto, señora Presidenta.

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

Para rectificar hechos tiene el uso de la palabra la
diputada Bertha Alicia Simental García, del Partido
de la Sociedad Nacionalista.

La diputada Bertha Alicia Simental García:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y
compañeros legisladores:

Con coraje e indignación, hago uso de esta tribuna
para unirme a la sociedad chihuahense, a las
mujeres chihuahenses, en su clamor de justicia y
seguridad.

Nuestra Carta Magna en su artículo 21 párrafo
quinto, señala: “la seguridad pública es una función
a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los
estados y los municipios en las respectivas
competencias que esta Constitución señala”. Sin
embargo. Este precepto es inexistente para las
mujeres de Ciudad Juárez, Chihuahua. ¿Por qué
digo esto? Porque desde hace ocho años a la fecha,
más de 230 mujeres de entre 15 y 22 años de
edad, han sido violadas, mutiladas y asesinadas,
localizadas mucho tiempo después de su muerte
en zonas desérticas y apartadas en Ciudad Juárez,
Chihuahua.

Durante todos estos años un gran número de
agrupaciones y de grupos de féminas han
solicitado se actúe enérgicamente al respecto y
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para tal efecto se dio origen en 1996 a la Fiscalía
Especial de la Investigación de Homicidios de
Mujeres sin que se hayan presentado avances en
los trabajos de investigación.

Se han generado espacios de tiempo entre los
asesinatos y es así que desde el pasado 13 de
junio no se registraba en esta frontera un caso de
asesinato de tipo sexual de mujeres en Juárez, lo
cual no representa que durante estos periodos no
se hubieran generado más homicidios, dado que
lamentablemente fueron localizados el martes
pasado los cadáveres de tres mujeres más ase-
sinadas y cinco más el día de ayer, por lo que se
elevaron a ocho los cadáveres femeninos hallados
en las últimas horas, algunos ya en estado de
descomposición.

La Procuraduría de Justicia de Chihuahua no ha
podido determinar líneas de investigación que
permitan el esclarecimiento de los crímenes de
mujeres registrados en esta frontera y tampoco
ha podido establecer acciones de protección
efectivas para las obreras de las maquiladoras,
principales víctimas de esta mafia criminal.

Es una pena que dicha dependencia, en un escrito
indicara que en este esfuerzo de prevención e
investigación, participan elementos de la Dirección
General de Seguridad Pública, la Policía Federal
Preventiva, la Procuraduría General de la República
y el Ejército mexicano y, sin embargo, a la fecha
no tengan resultados concretos.

Yo me pregunto, ¿cuántas instituciones se re-
quieren para poner fin a esta cadena de homi-
cidios? ¿Cuántos años necesitan nuestros
investigadores para conectar la fecha de desa-
parición de una joven con personas que en esa
misma fecha cruzaron esta frontera?, ¿no pueden
colaborar las autoridades migratorias estadou-
nidenses para resolver estos arteros crímenes sólo
porque no tipifican en narcotráfico o terrorismo?
¿Cuántas jóvenes más deberán ser asesinadas
para poder encontrar alguna pista que nos lleve a
esta organización criminal? ¿Alguien se ha puesto
a pensar por qué Chihuahua, por qué Juárez? ¿Qué
hay en el otro lado de esa frontera? También
cuestiono, ¿cuándo se va a ofrecer seguridad efec-
tiva a las jóvenes y a sus familias en Chihuahua?,
¿qué se lo impide a nuestras autoridades?

Para los nacionalistas, los del Partido de la
Sociedad Nacionalista la justicia, la seguridad, el
respeto a los derechos humanos de todos los
nacionales son principios rectores que no se deben
perder.

Nuestro posicionamiento a este punto de acuerdo
es un no, un no rotundo a permitir que se sigan
ultrajando y privando de la vida a las jóvenes
chihuahuenses y como legisladores, apoyamos y
apoyaremos activamente toda acción que coad-
yuve a finiquitar este estado de indefensión en el
que se encuentran estas mujeres mexicanas.

Porque estamos aquí para defender los verdaderos
intereses nacionales de vida, de justicia, de se-
guridad para todos las mexicanas y los mexicanos,
porque ellos y ellas son la base de nuestra patria
y “La Patria es Primero”

Es cuanto.

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

Sí, señor diputado, para rectificar hechos, el
diputado David Rodríguez, hasta por cinco minutos.

El diputado David Rodríguez Torres:

Con su permiso, señora Presidenta; amigos
diputados:

En este caso, el resultado de los hechos que
acaban de exponer algunas compañeras
diputadas, se presenta debido a que el atractivo
de las ciudades ha sido siempre el de ofrecer
oportunidades y esperanza de una vida mejor; sin
embargo, muy a menudo como es el caso, las
cosas no resultan así debido a que una gran parte
de la población vive en barrios marginados y
sobrepoblados, principalmente en lugares como
Ciudad Juárez, donde el índice de crecimiento
poblacional es superior a la media nacional y por
otra parte, miles de entre toda esa población,
vulnerable son mujeres. La mayoría de estas
personas llevan una vida insegura y tienen y han
tenido poca injerencia en las decisiones que
afectan sustancialmente su vida.

El rostro del Estado de Chihuahua y principalmente
mi Ciudad, Juárez, no ha mejorado, al contrario, la
impunidad en todo tipo de delitos y la creciente
inseguridad en la que se vive han hecho que casi
en todo el Estado de Chihuahua y principalmente
en esa frontera, se respire un clima de terror.

De los delitos cometidos y que implican conducta
violenta, encontramos entre otros violación contra
mujeres por desconocido o por desconocidos y el



2586

AÑO II. No. 24 CAMARA DE DIPUTADOS NOVIEMBRE 8, 2001

homicidio en diversas formas y en distintos lugares
de esa ciudad, sin que las autoridades respon-
sables de investigar este tipo de delitos, garanticen
o representen alguna esperanza de justicia para
los familiares de las víctimas.

Perciben los ciudadanos chihuahuenses que la
labor de la Procuraduría de Justicia del Estado de
Chihuahua es ineficiente. Esto ha provocado que
los incentivos, que los incentivos para los asesinos
y delincuentes aumenten debido a que las
posibilidades de que sean detenidos para ser
llevados a un proceso penal y que sean encontrados
culpables, son casi nulas.

Hace poquito más de un año, un año un mes
aproximadamente, fue asesinada la hermana de
una concuña de su servidor, fue encontrada en
situaciones bastante desagradables que no consi-
dero conveniente darlas a conocer en esta tribuna.
Pero sí debo decirles que uno de los agentes
asignados a la ornamental Fiscalía Especial de
Delitos contra Mujeres, me decía que presionara
más arriba porque ahí no había ningún elemento
científico, ningún equipo, ningún apoyo técnico y
jurídicamente suficiente y capaz para dar con los
presuntos responsables y esto me lo dijo un agente
de esa ornamental Fiscalía Especial de Delitos
contra Mujeres.

Ojalá y de veras la participación de esta Cámara
de Diputados lleve el propósito de contribuir para
esclarecer estos aberrantes homicidios.

Por lo que a su servidor respecta, rechacé en su
momento, cuando había otra administración estatal
al frente del Estado de Chihuahua, que fuera
utilizado el sufrimiento y el dolor de las víctimas
para utilizarlos como bandera política o electorera.
Ojalá y no sea el caso. Ojalá y me acepten para
sumarme a esa comisión especial.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Para rectificar hechos solicitó el uso de la palabra
el diputado Jorge Esteban Sandoval, del grupo
parlamentario del PRI.

El diputado Jorge Esteban Sandoval Ochoa:

Con su permiso, señora Presidenta; señoras y
señores diputados:

Quiero en primer término expresar nuestro apoyo,
nuestro respaldo y nuestra solidaridad, al punto
de acuerdo que aquí con gran sensibilidad se
presentó, para que se profundice en las investiga-
ciones de los asesinatos, de los crímenes que se
han cometido en Ciudad Juárez.

Somos solidarios y creo que esta Cámara está
cumpliendo puntualmente con su responsabilidad
de llamar la atención para que estos arteros
crímenes sean esclarecidos y que no se continúen
cometiendo.

Pero yo repruebo que vengamos a esta tribuna a
politizar un asunto tan grave, tan sentido, que tanto
lastima no nada más a la sociedad juarense, a la
sociedad chihuahuense y a la sociedad mexicana
en general.

Aquí se han hecho planteamientos muy serios,
muy profundos, muy contundentes y que rebelan
una gran preocupación de lo que acontece en
Juárez. Pero creo que no es momento de buscar
culpables ni decir que la Procuraduría del Estado
es ineficaz en la persecución de los delitos y en
las investigaciones.

No acepto que hoy se acuse a la actual Pro-
curaduría de las fallas y las irregularidades en la
investigación y en el castigo a los culpables. Ya
hay culpables. Pero quiero decirle al diputado
Rodríguez que la mayor parte de los crímenes,
200 crímenes, se cometieron durante un gobierno
emanado del Partido Acción Nacional. Todos los
crímenes se cometieron con gobiernos municipales
emanados de Acción Nacional.

Entonces yo creo y lo hago porque creo que aquí
se está acusando impune e irreflexiva e irrespon-
sablemente a la Procuraduría de Justicia del
Estado de Chihuahua. Creo que éste es un
momento para el análisis, para la reflexión, para
que todos seamos solidarios con un problema que
nos lastima profundamente.

No podemos lucrar con el dolor, la sangre y las
lágrimas de tantas familias juarenses. Seamos
reflexivos, seamos prudentes, seamos responsa-
bles en un tema de tanta importancia.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Para contestar alusiones personales ha solicitado
el uso de la palabra el diputado David Rodríguez.
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El diputado David Rodríguez Torres:

Gracias, señora Presidenta:

Respecto a los comentarios del compañero que
me acaba de anteceder, es importante dar a
conocer lo siguiente.

Sobre los homicidios cometidos en contra de
mujeres en la administración representada por
Francisco Barrio, en efecto, señor diputado, fueron,
de acuerdo a las estadísticas de la Procuraduría
General de Justicia del Estado, 81 mujeres ase-
sinadas. Según las organizaciones no guberna-
mentales, fueron 99, de las cuales fueron iden-
tificadas 22 y de mujeres no identificadas fueron
18. De los casos consignados, de esos 81, fueron
41, con una efectividad de un 50%.

Asimismo, me permito mostrarles el informe del
tercer año de gobierno de Patricio Martínez, que
el día de ayer nos llegó a nuestra oficina, y en el
área de justicia nos dice lo siguiente: “de octubre
de 1997 a septiembre de 1998, el último año de
gobierno de Francisco Barrio, hubo 378 delitos de
abuso sexual”.

A la fecha, señor diputado Sandoval, la misma
Procuraduría de Justicia del Estado de Chihuahua
nos dice que tuvieron, en este último año 522
delitos del mismo tipo y fueron en aumento, de
412 a 457 hasta llegar a 522, cuando que entonces
había 378.

El mismo informe de gobierno de Patricio Martínez
nos dice que los delitos de violaciones se incre-
mentaron en un 23%. Reconocemos y aceptamos
que los delitos difícilmente un nivel de gobierno va
a evitarlos o va a esclarecerlos en un 100%.

Pero aquí es conveniente señalarle también que el
informe de Patricio Martínez nos dice que en los
últimos tres años de su gobierno hubo 63 víctimas
de homicidios de mujeres, nada más en el mu-
nicipio de Ciudad Juárez. Aquí lógicamente no
están contados los del mes de agosto, septiembre,
octubre y los últimos ocho que se encontraron entre
ayer y antier.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Solicitó la palabra, para rectificar hechos, la
diputada Flor Añorve.

El diputado Tomás Torres Mercado
(desde su curul):

¡Moción!

La Presidenta:

Diputado Tomás Torres: ¿quiere usted hacer una
moción o me pidió la palabra para rectificar
hechos?, disculpe.

El diputado Tomás Torres Mercado
(desde su curul):

Para hacer una moción.

La Presidenta:

Para hacer una moción el diputado Tomás Torres.
Por favor, activen el sonido en su curul.

El diputado Tomás Torres Mercado
(desde su curul):

Gracias, señora Presidenta.

Solamente para rogarle, en su carácter de Presi-
denta de la Asamblea, hacer un llamado a quienes
en las dos últimas participaciones se han separado
del tema central del punto de acuerdo.

Para no desnaturalizarlo, para no desvirtuar su
supremo sentido y acuerdo que ha revelado ya esta
Asamblea.

Señora Presidenta, muchas gracias.

La Presidenta:

Esta Presidencia considera pertinente el comen-
tario del diputado Tomás Torres y ruega a los
distinguidos miembros de la Asamblea concentrar
sus comentarios sobre el tema central que nos
ocupa.
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Tiene la palabra la diputada Flor Añorve, hasta por
cinco minutos, para rectificar hechos.

La diputada Flor Añorve Ocampo:

Muchas gracias, señora Presidenta; compañeras
y compañeros diputados:

Yo creo que el tema que hoy nos atañe es
fundamental para todas nosotras, diputadas y
diputados de esta LVIII Legislatura.

Yo coincido con el diputado Tomás, que éste no
es el momento de politizar un asunto que no debe
ser tratado así. Nos ha costado mucho a todas
las diputadas de las diferentes fracciones par-
lamentarias ponernos de acuerdo en la importancia
que este punto tiene. Por lo que pongo a su
consideración tomar en cuenta aspectos fun-
damentales de esta situación ocurrida en Chi-
huahua.

Los múltiples y atroces asesinatos de las mujeres
de Ciudad Juárez necesariamente nos obligan y
comprometen a llevar a cabo acciones contun-
dentes, en aras de esclarecer tan repudiables
crímenes. Porque el Poder Legislativo y en par-
ticular la Cámara de Diputados, como máximo
órgano de representación popular, no puede ni debe
permanecer ajena a tan graves delitos que lesionan
a toda la sociedad nacional.

Para que un país pueda efectivamente considerarse
democrático, necesariamente la democracia debe
traducirse en la expectativa y calidad de vida que
toda la población, sin distinción de sexo, edad,
raza, credo o ideología, debe tener.

No basta, pues, ser un país de leyes, sino es
necesario hacerlas cumplir cabalmente en todos
y cada uno de los rincones de la República Mexi-
cana. Así, el Estado debe asumir responsable-
mente su papel de garante de los derechos y
prerrogativas de las mexicanas y los mexicanos.

Si bien es cierto que los índices de inseguridad
son alarmantes en todas las entidades del país,
también es necesario reconocer que las muertes
en Ciudad Juárez representan elementos par-
ticulares que permiten concluir que se trata de
crímenes perpetrados contra las mujeres, en razón
precisamente del sexo al cual pertenecen. Son
crímenes sistemáticos que presentan elementos
gravísimos, con una notoria concurrencia de delitos

que requieren necesariamente de la intervención
decidida de las autoridades federales.

Más de 200 cadáveres de mujeres violadas, mu-
tiladas, cercenadas, abandonadas en los mismos
lotes baldíos, no puede ser un asunto que se
considere menor. ¿Cuántas mujeres más nece-
sitan morir y cuántos cadáveres más debemos de
contar para lograr la efectiva intervención de las
autoridades y lograr el esclarecimiento de estos
crímenes? ¿Qué se necesita para objetivar los
elementos de prontitud e inmediatez que supone
la justicia? ¿Acaso el sexo, la pobreza, el anoni-
mato de las víctimas, es el pretexto para no
escuchar los gritos de justicia?

Compañeras y compañeros legisladores: nos
queda claro que éste no es un asunto político.
Desde esta tribuna hago un llamado a las autori-
dades locales y federales para que asuman con
toda responsabilidad las atribuciones que la ley
les mandata. Y de manera respetuosa a todos
ustedes los invito a sumarse al punto de acuerdo
presentado, en aras de que lo antes posible la
mano implacable de la ley la justicia castiguen a
los responsables de estos crímenes y se evite la muerte
de más mujeres. Porque en estos momentos cada
mujer en Ciudad Juárez vive un riesgo permanente.

Señoras y señores: hoy la impunidad, la negli-
gencia y la irresponsabilidad no han de ser las
características que definan los poderes del Estado
ni los elementos que constituyan la nueva cultura
institucional.

Muchísimas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

La diputada Celita Alamillo ha pedido la palabra
para rectificar hechos, hasta por cinco minutos.

La diputada Celita Trinidad Alamilla Padrón:

Con su permiso, señora Presidenta.

Con una aclaración, si me permite, mi apellido es
Alamilla.

La Presidenta:

Por favor regístrenlo.
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La diputada Celita Trinidad Alamilla Padrón:

Compañeros y compañeras legisladoras:

En este punto de acuerdo que acaba de presentar
nuestra compañera, la diputada Silvia López,
quisiéramos reiterar que estamos de acuerdo en
la formación de una comisión que investigue a
plenitud los hechos y que los hechos vayan en el
sentido que sea mejor para aclarar estos trágicos
sucesos en Chihuahua.

Creo que esto no es una cuestión de partidos, no
es una cuestión de colores, es una cuestión de
humanidad y creemos que no es un asunto de po-
lítica. Creemos también que vamos por las mu-
jeres, en el sentido que se ha planteado aquí en el
punto de acuerdo de urgente y obvia resolución.
Creo que hemos retrasado demasiado el esclarecer
este asunto y estamos a favor de la formación de
una comisión especial imparcial, que investigue
hasta sus últimas consecuencias estos hechos.

Creo que la acción firme, de las autoridades, es lo
que tenemos que demandar. No se trata de buscar
culpables sino de buscar acciones que escla-
rezcan los hechos. Estas mujeres son madres,
son trabajadoras, son parte de una familia que
significa también el lado humano, el ser humano
en toda su dignidad, en todo su respeto. Y nos
sumamos a lo que aquí también ya se ha dicho,
que se aplique la justicia, la ley y el derecho y
caiga quien caiga.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señora diputada.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se
considera suficientemente discutido el punto de
acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se considera suficientemente discutido el punto
de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta:

Consulte la Secretaría a la Asamblea en votación
económica, si se aprueba el punto de acuerdo.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se aprueba el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Aprobado por unanimidad el punto de acuerdo.

Se solicita a la Junta de Coordinación Política
presente en la próxima sesión la conformación de
la comisión especial que ha propuesto este
honorable pleno.

Le ruego a la Secretaría dar lectura al orden del
día de la próxima sesión.

ORDEN DEL DIA

El secretario Adrián Rivera Pérez:

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.—
Segundo Año.— LVIII Legislatura.

Orden del día

Martes 13 de noviembre de 2001.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Dictamen a discusión

De la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública con proyecto de decreto que concede
permiso a los ciudadanos Carolina Marín
Hernández, Zaida Leovana Castro Alcalde, Luis
Roberto Morales Gómez, Mónica Gabriela Morales
Juárez, Marco Antonio García Cárdenas, María del
Carmen Uruñuela Martínez, Héctor Omar Canales
González, María Delgado Rendón, Salvador
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Alejandro Jiménez Castillo, Alejandra Abigahy
Domínguez Saldaña, Misi Dalila EspinozaJurado,
José Carlos Lira Caballero, Iván Villaseñor
Martínez, Ana Cristina Covarrubias Carrillo, José
Luis Chávez Hernández, Ceciliano González
Plácido, Elisa Ledesma Martínez, Mónica Gabriela
Marquina Gaxiola y Martha Alicia Beltrán Alanís,
para prestar servicios en la Embajada y consulados
generales de Estados Unidos de América en
Matamoros, Tamaulipas; Tijuana, Baja California;
Guadalajara, Jalisco y Ciudad Juárez, Chihuahua,
respectivamente.

Y los demás asuntos con los que la mesa directiva
dé cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta  (a las 16:47 horas)

Se levanta la sesión y se cita para la que
tendrá lugar el próximo martes 13 de noviem-
bre a las 10:00 horas.

RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 6 horas 5 minutos.

• Quorum a la  apertura de sesión: 267  diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 434 diputados.

• Proposiciones con punto de acuerdo: 4.

• Acuerdos aprobados: 3.

• Oradores en tribuna: 39
            PRI–12; PAN–10; PRD–8; PVEM–2; PT– 3; PSN–1; PAS–2; CDPPN–1.

Se recibió:

• 1 comunicación de la Junta de Coordinación Política con la que informa de cambios en la
integración de la comisión especial encargada de coadyuvar y dar seguimiento a los proyectos
de desarrollo regional relacionados con la región sur-sureste de México;

• 1 iniciativa del Ejecutivo;

• 3 iniciativas del PRI;

• 2 iniciativas del PAN;

• 1 iniciativa del PRD;

• 1 iniciativa del CDPPN;

• 1 iniciativa del PAS;

• 1 comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que remite el anteproyecto de
presupuesto anual de la Cámara de Diputados para el Ejercicio Fiscal de 2002

Dictámenes de primera lectura:

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública con proyecto de decreto por el que se
reforma el segundo párrafo del artículo 7o. de la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos y
Organismos Subsidiarios, referente al consejo de administración de dicho organismo;

• 1 de las comisiones unidas de Hacienda y Crédito Público y de Ciencia y Tecnología con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 163 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, respecto
a expedir estímulos fiscales destinados al fomento de la investigación y la tecnología nacional.

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público con proyecto de decreto que reforma el artículo
80-A de dicha ley.
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Ley del Impuesto Sobre la Renta, dictamen de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 80-A
de dicha ley.

Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

Productores agrícolas, presenta proposición con
punto de acuerdo sobre el que la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público realice las transfe-
rencias presupuestales necesarias para que la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación pueda dar cumpli-
miento a los compromisos establecidos con los
productores agrícolas, pagándoles los apoyos a la
comercialización de productos agrícolas corres-
pondientes a los ciclos otoño-invierno 2000-2001
y primavera-verano de 2001.

Sistema financiero internacional, en relación con
el denominado impuesto Tobin, medida para
reformar el sistema financiero y monetario
internacional.

Participación ciudadana, presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 35,
36, 71 y 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, respecto al plebiscito,
referendum y la iniciativa popular.

Ley de Coordinación Fiscal, presenta iniciativa que
reforma y adiciona diversas disposiciones de dicha
ley, respecto a los fondos de aportaciones fede-
rales.

Diputado

• Aguilar Borrego, Enrique  Alonso (PRI)

• Alamilla Padrón, Celita Trinidad (PAN)

• Añorve Ocampo, Flor (PRI)

• Aragón Castillo, Hortensia (PRD)

• Burgos Pinto, Jesús (PRI) en 2 ocasiones

• Calderón Cardoso, José Antonio (PAS)

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN)

• Díaz Palacios, Víctor Emanuel (PRI)

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA PRESENTE SESION
(en orden alfabético)
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Productores agrícolas, sobre el que la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público realice las
transferencias presupuestales necesarias para que
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación pueda dar cumpli-
miento a los compromisos establecidos con los
productores agrícolas, pagándoles los apoyos a la
comercialización de productos agrícolas corres-
pondientes a los ciclos otoño-invierno 2000-2001
y primavera-verano de 2001.

Productores agrícolas, sobre el que la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público realice las trans-
ferencias presupuestales necesarias para que la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación pueda dar cumpli-
miento a los compromisos establecidos con los
productores agrícolas, pagándoles los apoyos a la
comercialización de productos agrícolas corres-
pondientes a los ciclos otoño-invierno 2000-2001
y primavera-verano de 2001.

Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

Seguridad nacional, presenta iniciativa que reforma
los artículos 73 fracción XXVIII y 89 fracción VI
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para otorgarle al Congreso Federal la
facultad de legislar en materia de seguridad
nacional y al titular del Ejecutivo Federal faculta-
des en la misma materia.

Productores agrícolas, sobre el que la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público realice las trans-
ferencias presupuestales necesarias para que la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación pueda dar cumpli-
miento a los compromisos establecidos con los
productores agrícolas, pagándoles los apoyos a la
comercialización de productos agrícolas corres-
pondientes a los ciclos otoño-invierno 2000-2001
y primavera-verano de 2001.

Medio ambiente, presenta proposición con punto
de acuerdo en relación con la función 14 del
presupuesto, para que se especifique la distribu-
ción del gasto en materia ambiental.

Diputado

• Duarte Jáquez, César Horacio (PRI)

• Dueñas Llerenas, J. Jesús (PAN)

• Enríquez Ortega, Hortensia (PRI)

• Fayad Meneses, Omar (PRI)

• García Dávila, Víctor Antonio (PT)

• García Zalvidea, Juan Ignacio (PAN)
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Sistema financiero internacional, presenta propo-
sición con punto de acuerdo en relación con el
denominado impuesto Tobin, medida para reformar
el sistema financiero y monetario internacional.

Ley del Impuesto Sobre la Renta, dictamen de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 80-A
de dicha ley.

Ley General de Salud, presenta iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un artículo 100-
bis y reforma el artículo 465 de dicha ley, referente
a la prohibición de la clonación de seres humanos.

Estado de Chihuahua, presenta a nombre de dipu-
tadas y diputados de los grupos parlamentarios,
proposición con punto de acuerdo respecto a crear
comisión especial para que conozca y dé
seguimiento a las investigaciones relacionadas con
los homicidios a mujeres en Ciudad Juárez, Chi-
huahua, ocurridos desde 1993 a la fecha.

Ley del Impuesto Sobre la Renta, dictamen de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 80-A
de dicha ley. Fundamenta el dictamen, a nombre
de la comisión.

Código fiscal, presenta iniciativa con proyecto de
decreto  que reforma diversos artículos del Código
Fiscal de la Federación, respecto a reducir la
evasión fiscal a través de la simplificación admi-
nistrativa, cumpliendo con el principio de simpli-
cidad y claridad.

Ley del Impuesto Sobre la Renta, dictamen de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 80-A
de dicha ley.

República de Cuba, sobre el que la Cámara de
Diputados solicita al Poder Ejecutivo Federal, haga
un llamado a la solidaridad y apoyo humanitario
con el pueblo cubano, con motivo de los desastres
provocados por el huracán “Michelle”.

República de Cuba, presenta proposición con
punto de acuerdo por el que la Cámara de
Diputados solicita al Poder Ejecutivo Federal, haga
un llamado a la solidaridad y apoyo humanitario
con el pueblo cubano, con motivo de los desastres
provocados por el huracán “Michelle”.

Diputado

• Hernández Estrada, Lorenso Rafael (PRD)

• Hernández Santillán, Julián (PAN)

• López Brito, Francisco Salvador (PAN)

• López Escoffie, Silvia América (PAN)

• López Hernández, Rosalinda (PRD)

• Magallanes Rodríguez, José Antonio (PRD)

• Magallanes Rodríguez, José Antonio (PRD)

• Martínez Veloz, Jaime Cleofas (PRI)

• Narro Céspedes, José (PT)
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República de Cuba, sobre el que la Cámara de
Diputados solicita al Poder Ejecutivo Federal, haga
un llamado a la solidaridad y apoyo humanitario
con el pueblo cubano, con motivo de los desastres
provocados por el huracán “Michelle”.

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, presenta
proposición con punto de acuerdo, respecto a los
informes que sobre la situación económica, las
finanzas públicas y la deuda pública, corres-
pondientes al tercer trimestre de 2001, remitió dicha
Secretaría, así como respecto al recorte presu-
puestal anunciado por el Poder Ejecutivo el 5 de
noviembre de 2001.

Distrito Federal, presenta proposición con punto
de acuerdo sobre integrar en el programa de
rescate del Centro Histórico de la Ciudad de
México, el perímetro B, que corresponde a la zona
de la Merced.

Sistema financiero internacional, en relación con
el denominado impuesto Tobin, medida para
reformar el sistema financiero y monetario
internacional.

Código Penal Federal, presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 259-
bis de dicho ordenamiento, respecto al delito de
hostigamiento sexual.

Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

República de Cuba, sobre el que la Cámara de
Diputados solicita al Poder Ejecutivo Federal, haga
un llamado a la solidaridad y apoyo humanitario
con el pueblo cubano, con motivo de los desastres
provocados por el huracán “Michelle”.

Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

Productores agrícolas, sobre el que la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público realice las trans-
ferencias presupuestales necesarias para que la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación pueda dar cumpli-
miento a los compromisos establecidos con los
productores agrícolas, pagándoles los apoyos a la
comercialización de productos agrícolas corres-
pondientes a los ciclos otoño-invierno 2000-2001
y primavera-verano de 2001.

 Diputado

• Navarrete Montes de Oca, Ricardo
  Tarcisio (PAN)

• Penchyna Grub, David (PRI)

• Ramírez del Valle, Daniel (PAN)

• Regis Adame, Juan Carlos (PT)

• Riojas Santana, Norma Patricia (PAS)

• Rodríguez Torres, David (PAN)

• Rosaldo Salazar, Pedro Miguel (PRD)

• Sandoval Ochoa, Jorge Esteban (PRI)

• Santos Ortiz, Petra (PRD) en dos ocasiones
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Estado de Chihuahua, respecto a crear comisión
especial para que conozca y dé seguimiento a las
investigaciones relacionadas con los homicidios
a mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos
desde 1993 a la fecha.

República de Cuba, sobre el que la Cámara de
Diputados solicita al Poder Ejecutivo Federal, haga
un llamado a la solidaridad y apoyo humanitario
con el pueblo cubano, con motivo de los desastres
provocados por el huracán “Michelle”.

Ley del Servicio Exterior Mexicano, iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un párrafo
segundo al artículo 41 y una fracción VI al artículo
53 de dicha ley, referente a que miembros del
servicio exterior mexicano, se abstengan de
realizar cualquier tipo de proselitismo electoral o
actividad partidista, así como efectuar decla-
raciones que comprometan la estabilidad política
del país.

Artículo 37 constitucional, presenta iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el apartado C)
de dicho artículo de la Carta Magna, referente a
las solicitudes de ciudadanos para prestar servicios
oficiales a gobiernos extranjeros, aceptar o usar
condecoraciones extranjeras y admitir títulos o
funciones del gobierno de otro país.

Diputado

• Simental García, Bertha Alicia (PSN)

• Spezia Maldonado, Érika Elizabeth (PVEM)

• Storsberg Montes, Heidi Gertud (PAN)

• Vázquez Castillo, Jaime (PRI)
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AC
Banobras
Banrural

Capufe
CEPAL

CFE
CIA

Conaculta
Conacyt
Conagua

Consar
D.F.
DNA
DOF
FBI

Fovi
Fovissste

IMSS
Infonavit

IPAB
ISR

ISSSTE
IVA

OEA
PAN
PEF

Pemex
PRD
PRI

Procampo
PSN

PVEM
S.A. de C.V.

Sagarpa
SAR
SCT

Sedesol
Semarnap
UNESCO

Asociación Civil
Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, Sociedad Nacional de Crédito
Banco Nacional de Crédito Rural, Sociedad Nacional de Crédito
Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos
Comisión Económica para América Latina
Comisión Federal Electoral
Agencia Central de Inteligencia de Estados Unidos de América
(por las siglas en inglés)
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
Comisión Nacional del Agua
Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro
Distrito Federal
Acido desoxirribonucleico (por las siglas en inglés)
Diario Oficial de la Federación
Oficina Federal de Investigación de Estados Unidos de América
(por las siglas en inglés)
Fondo de Operación y Fomento Bancario de la Vivienda
Fondo de Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado
Instituto Mexicano del Seguro Social
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario
Impuesto sobre la renta
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
Impuesto al valor agregado
Organización de Estados Americanos
Partido Acción Nacional
Presupuesto de Egresos de la Federación
Petróleos Mexicanos
Partido de la Revolución Democrática
Partido Revolucionario Institucional
Programa de Apoyos Directos al Campo
Partido de la Sociedad Nacionalista
Partido Verde Ecologista de México
Sociedad Anónima de Capital Variable
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
Sistema de Ahorro para el Retiro
Secretaría de Comunicaciones y Transportes
Secretaría de Desarrollo Social
Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca
Organización Educacional, Científica y Cultural de Naciones Unidas
(por las siglas en inglés)

NOTAS

Siglas y abreviaturas incluidas en esta edición:


